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UNIVERSIDAD PÚBLICA Y GOBERNANZA
(DEMOCRÁTICA):
IMAGINANDO UNA CONEXIÓN POSIBLE1

HÉCTOR RAÚL
SOLÍS GADEA*

Universidad de Guadalajara/
CUCSH

* Profesor investigador titular B, del Departamento de Sociología del CUCSH, de la
Universidad de Guadalajara, y Coordinador General Académico de la misma insti-
tución. Es miembro del Sistema Nacional de Investigadores, nivel I,
solish@redudg.udg.mx» solish@redudg.udg.mx, raulso@gmail.com.

1 Ponencia presentada en el XXVII Congreso de la Asociación Latinoamericana de
Sociología.

2 Para Talcott Parsons, las instituciones civiles cumplen con la función de propiciar
la integración de la sociedad, es decir, la cohesión básica que hace posible la
compatibilidad entre las conductas de las personas y las pautas normativas que
las regulan. Sin embargo, un concepto de gobernanza democrática pensado en su
conexión con la universidad, tal y como aquí se asume, implica considerar que la
universidad pública también debe participar en las otras funciones básicas que
hacen posible las sociedades contemporáneas: el logro de metas, el mantenimien-
to de límites (simbólicos) y la adaptación al entorno. Véase al respecto del para-
digma de las cuatro funciones de Parsons. Si esto es correcto, la universidad debe
ser concebida como una institución crucial para el funcionamiento general de la
sociedad y la cultura.

OS CONCEPTOS QUE SE VINCULAN:
UNIVERSIDAD PÚBLICA Y GOBERNANZA (DEMOCRÁTICA)

Este trabajo intenta poner los cimientos para una reflexión sistemática sobre
la conexión posible entre universidad pública y gobernanza democrática. Su
telón de fondo es la convicción de que a la universidad pública le corresponde
desempeñar un rol clave en el desarrollo social y en la expansión de las opor-
tunidades vitales, en el crecimiento económico con equidad, y en la estabili-
dad política con participación ciudadana. La universidad pública es una institución
civil2  cuya vocación es relacionarse creativamente con la sociedad, la econo-
mía, el aparato tecnológico y el espacio político-gubernamental, para procurar
nexos de complementación con y entre estas esferas. Las instituciones públi-
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cas de educación superior están obli-
gadas a imaginar nuevas y más efica-
ces formas de contribución a la
gobernanza, es decir, a la conducción
de la vida social, contribuyendo a la
legitimidad democrática del sistema
socio-político y a la capacidad de las
principales instituciones sociales para
lograr resultados de valor público.

Ello no implica que la universidad
pública deba adoptar siempre un pa-
pel de intervención directa en la vida
social, económica y política, o asumir
papeles que le corresponden a otras
instituciones: en muchas ocasiones su
implicación social es difusa, general y
de largo plazo, en otras es específica,
de mediano plazo y orientada a metas
particulares; también, desde luego, la
universidad puede y debe tomar parte
en asuntos públicos cotidianos. De
cualquier modo, la universidad públi-
ca –su existencia, sus responsabilida-
des y sus compromisos– debe asumirse
como parte del contrato social básico
que da cohesión y unidad de propósito
a la vida del país; se trata de un asun-
to de política constitucional3  que debe
tenerse presente en los desafíos que
enfrentamos los universitarios.

El concepto de gobernanza demo-
crática puede interpretarse en conexión
con una noción de universidad públi-
ca adecuada a los retos del presente
mexicano. Es una categoría que posee
una historia conceptual de cierta den-
sidad.4  Su recepción en México ha sido
acompañada de reflexiones muy va-
liosas y de discusiones que permiten
identificar con cierta claridad sus po-
sibilidades, desafíos y limitaciones. La
gobernanza democrática implica una
gestión de la vida social en la que las
decisiones y las políticas públicas no
se definen desde arriba, es decir, sólo
desde el gobierno, ni se aplican sin
más, como relación de mando y con-
trol, sobre una sociedad pasiva y de-
terminada a ser un simple objeto de
aquellas. Implica, más bien, una prácti-
ca de coordinación racional (y argumen-
tativa, deliberativa) entre voluntades

del sector gubernamental, social y
privado.

De algún modo, esta concepción
asume que la sociedad no es un ejérci-
to en el que se distingue claramente
entre quién decide y quién se limita a
obedecer; la gobernanza (democrática)
debe concebirse como una práctica de
creación de espacios de concurrencia
participativa en los que las definicio-
nes de la dirección que asume la socie-
dad se construyen con base en la
persuasión racional y en el uso de ar-
gumentos entre todos los interlocutores
implicados. El Estado no es ya percibi-
do como la fuente única de las decisio-
nes; tampoco posee el monopolio de los
recursos que se necesitan para gober-
nar: conocimiento, habilidades, tec-
nología, confianza mutua, solidaridad,
compromiso con normas de solidari-
dad, dinero… El Estado, solo, es inca-
paz de dotar de rumbo a la sociedad,
de procurar bienestar y justicia, cali-
dad de vida, bonanza económica, ri-
queza cultural... En consecuencia, con
esta visión, se abre la posibilidad de
que la sociedad, sus instituciones y
grupos organizados, jueguen un rol más
activo y decisivo en la determinación
de los objetivos de valor público.

El concepto de gobernanza invita a
ser complementado y sustentado por
una teoría política de la democracia de
orden más general. De manera coinci-
dente, durante los últimos lustros ha
tomado fuerza un grupo de enfoques
de teoría política y social que insisten
en la democratización del Estado a tra-
vés de dotar con mayor influencia so-
cial a las instituciones y actores de la
llamada sociedad civil. Son enfoques
que también insisten en la importan-

cia de establecer espacios públicos de
participación, deliberación y contesta-
ción entre ciudadanos, grupos sociales
en general, organizaciones civiles,
medios de comunicación, activistas y
representantes de la administración
pública. En este esfuerzo reflexivo y
dialógico de construcción de una de-
mocracia más profunda y participati-
va, la educación y la universidad
pública deben ser tomadas en cuenta
de manera fundamental. Acaso consi-
derar la conexión entre universidad
pública y gobernanza implique un
movimiento conceptual que permita,
por un lado, tomar más en serio el pa-
pel social de la educación superior pú-
blica, y, por el otro, imprimirle al
concepto de gobernanza una connota-
ción más crítica, una disposición más
clara para ser interpretado como un
factor de profundización de la demo-
cracia en un país como México.

El discurso de la gobernanza demo-
crática requiere ser concebido en su
aspecto de dispositivo simbólico para
contribuir a formar ciudadanos activos
y para procurar el ejercicio de una po-
lítica crítica capaz de realizar trans-
formaciones sociales profundas.
Interpretarlo como únicamente vincu-
lado con visiones de la gerencia públi-
ca y la administración gubernamental
es empobrecerlo y cancelar sus posibi-
lidades. Sin ciudadanía virtuosa, acti-
va y comprometida con la defensa (y
articulación) del interés público, sin
disposición de los sujetos a desarrollar
una acción pública orientada al res-
peto de valores como la legalidad, la
pluralidad, la inclusión social, la ra-
cionalidad de las decisiones, la igual-
dad y la libertad, el discurso de la

▲

3 Política constitucional en el sentido de la que conduce y hace posible las grandes
decisiones que dan estabilidad a una nación, más allá de los vaivenes cotidianos
de la política normal o de partidos. Al respecto véase el trabajo de Ackerman
(1991).

4 En lo fundamental, sigo aquí los planteamientos de Luis F. Aguilar Villanueva
vertidos en su libro Gobernanza y Gestión Pública. Considero, sin embargo, que las
ideas de Aguilar Villanueva pueden ser creativamente complementadas si se ex-
ploran sus posibilidades críticas y de profundización democrática.
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gobernanza se vuelve vacío de conte-
nido político. Gobernar no significa ad-
ministrar factores de carácter técnico
e impersonal, sino propiciar las condi-
ciones de formación de voluntades co-
lectivas susceptibles de convertirse en
decisiones vinculantes eficaces y legí-
timas. De ahí que gobernar sea, en úl-
tima instancia, una práctica orientada
a generar las condiciones que hacen
posible la existencia de la ciudadanía,
el público encargado de identificar,
discutir y velar por la existencia y con-
creción de lo público.

LOS RETOS DE HOY Y LA
OBSOLESCENCIA DE LAS POLÍTICAS

DISEÑADAS AYER

El tema no es sencillo. Formular una
visión coherente de la universidad pú-
blica acerca de su modo de inserción
en la vida social y de sí misma es una
tarea no exenta de tensiones concep-
tuales y de todo tipo de dificultades
incluyendo las de carácter político. En
el medio mexicano es una cuestión con
historia. De un modo u otro ha sido
una de las principales preocupaciones
que han informado a las políticas pú-
blicas de educación superior y al ima-
ginario social de los universitarios
durante las últimas décadas. Existen
más problemas sujetos a la polémica
que certezas y caminos claros, más de-
cepciones que prácticas exitosas de
reforma institucional y de vinculación
social efectiva que procuren la partici-
pación eficaz e integral de la universi-
dad pública en el desarrollo nacional.
Sin embargo, es necesario y deseable,
propiciar que en la esfera pública, y al
interior de la universidad, por supues-
to, se discuta de nuevo el papel social
de la institución: que se le tome más
en cuenta y que se visualice al sistema
universitario público como un activo
social de primer orden en la siempre
inconclusa tarea de forjar al país.

El presente mexicano contiene ras-
gos que, aunque no son nuevos, sí han
alcanzando un carácter inusitadamente

crítico. Me refiero al desempleo cuyos
alcances hoy en día son históricos, al
repunte de la inflación, a la baja tan
marcada del crecimiento económico, a
la profundización del déficit fiscal del
Estado y su incapacidad para recaudar
montos que le permitan salir al paso
de sus responsabilidades mínimas, al
atraso tecnológico y científico, a la baja
cobertura educativa superior, a la
precaria competitividad educativa en
todos los niveles, a la imparable inse-
guridad pública rampante, a la cada vez
más apabullante presencia del narco-
tráfico y el crimen organizado, a la
amenaza del desencanto con la demo-
cracia, los partidos y los políticos, a la
intensificación de la desigualdad so-
cial, a la disminución de la capacidad
del Estado para gobernar a la sociedad…
en pocas palabras, a la pérdida de cre-
dibilidad en el destino de México y a
la erosión de nuestro proyecto nacio-
nal. ¿Qué hace la universidad pública
frente a este panorama? ¿Cómo las
políticas federales de educación supe-
rior toman en cuenta esta situación y
se disponen a revertirla desde lo que a
ellas les toca? ¿Es el gobierno federal
suficientemente sensible para recono-
cer en la universidad pública un actor
que tiene algo que aportar en la tarea
de dar conducción al destino del país?
El reconocimiento de esta realidad es
el punto de partida para comenzar a
integrar la visión que ahora necesita-
mos los universitarios y el conjunto de
actores relacionados con las políticas
de educación superior.

No son, como se ha dicho, compli-
caciones nuevas. Lo nuevo es la agu-
deza que han alcanzado los problemas
nacionales. Eso hace más urgente una
política de educación superior que
involucre y favorezca el compromiso de
las universidades para convertirlas en
un factor de contribución a la solución
de aquellas. El papel público de la uni-
versidad pública mexicana se ha pen-
sado de muchas maneras, y aún hoy
no existe un enfoque suficientemente
legitimado y consensado entre todas

las instituciones y actores que compo-
nen la comunidad de las políticas de
educación superior en el país. No es
posible, en este espacio, referirse en
detalle a las diversas épocas por las que
ha pasado la no siempre tersa relación
entre las universidades públicas, el
gobierno mexicano y los sectores clave
de la sociedad y la economía. Señalo,
sin embargo, con intención ilustrativa,
lo que a mi juicio han sido posiciones
extremas del espectro ideológico-po-
lítico en el que se han movido los ac-
tores relacionados con la vida y la
gestión de las universidades públicas
mexicanas.

En el pasado, los abordajes sobre la
universidad pública llegaron a situa-
ciones límite. Para algunos sectores
sociales, la universidad pública debía
cumplir una misión radical y revolu-
cionaria. Convertirse en factor de trans-
formaciones profundas que alteraran de
raíz el orden social fue una tarea que
se llegó a enarbolar con entusiasmo no
libre de ingenuidad. Si los partidos o
los movimientos sociales no hacían su
encomienda social transformadora, a la
universidad pública le tocaba intentar-
lo. Los universitarios, por vocación histó-
rica, se veían a sí mismos como la
vanguardia política de la sociedad. Era en
las universidades donde se podía ejer-
cer una participación política que no
se podía desarrollar libremente en la
arena pública, porque no existía un sis-
tema competitivo de partidos. Los ex-
cesos de esa concepción provocaron
consecuencias negativas indeseadas
que terminaron por poner en riesgo la
estabilidad política de la universidad
y sus contextos sociales, así como por
desvirtuar aspectos importantes de su
funcionamiento académico. La calidad
en los servicios educativos pasó a se-
gundo término. Algunos ejemplos
paradigmáticos de estos casos fueron
los de las universidades de Sinaloa y
Guerrero, en las que se llegó al exceso
de una suerte de populismo democrá-
tico y de activismo político radical: un
extravío cuyas pocas realizaciones po-
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sitivas se pierden en un mar de efec-
tos negativos.

Para otros sectores sociales, en cam-
bio, la participación de la universidad
en la vida social y el desarrollo debía
mirarse desde una perspectiva muy dis-
tinta: una visión de corte instrumen-
tal pero modernizadora. La universidad
pública debía concentrar sus esfuerzos
en cumplir un rol de formadora de cua-
dros profesionales y técnicos aptos para
insertarse en los mercados de trabajo.
En vez de politizarse para contribuir a
la revolución o a la democratización
social, la universidad pública debería
contribuir a la inserción exitosa del país
en la globalización y la modernización,
las cuales, en tanto conceptos y no-
ciones orientadoras de muchas políti-
cas públicas, fueron asumidas como el
gran horizonte de funcionamiento de
muchas instituciones sociales durante
los últimos lustros del siglo XX. Para-
digmáticamente se puede mencionar al
gobierno de Miguel de la Madrid Hur-
tado y, más claramente, al de Carlos
Salinas de Gortari, como los puntos de
inflexión de la política de educación
superior impulsada desde arriba para
el propósito de situar a los universita-
rios en el campo modernizante. Esta
visión, por momentos llevada al extre-
mo, también acabó generando efectos
negativos indeseados. Por lo menos en
términos del discurso y la autoimagen
de la universidad, se descuidaron di-
mensiones fundamentales de la vida
académica: su vocación humanista, li-
beral y cultural se vio comprometida;
por si fuera poco, se puso en cuestión
la autonomía universitaria y desde el
gobierno federal faltó un compromiso
más serio y decidido con el impulso al
desarrollo científico y tecnológico a
partir de la universidad pública.

Aunque las anteriores visiones del
rol social de la universidad lucen como
antagónicas y difieren en muchos as-
pectos, un examen más detallado de
ellas demuestra que hay, por lo me-
nos, un punto en el que se tocan: am-
bas fueron concebidas en una época

de autoritarismo estatal que dejaba
poco espacio a la idea de que la uni-
versidad pública podía concebirse
como un interlocutor civil maduro que
pudiera formar parte de la acción de
dar rumbo a la vida social (gobernan-
za democrática). En todo caso, la for-
mación de cuadros universitarios para
el desarrollo económico o para la
transformación radical de la sociedad
son dos caras de una misma moneda: son
dos extremos de una visión funcional
de la universidad pública, un enfoque de
su gestión desde una lógica vertical,
de control y utilización instrumental,
ya sea a partir de una vanguardia polí-
tica radical, del Estado modernizador,
o de las necesidades del mundo em-
presarial. Al final, así sea por el cami-
no de apoyar la producción socializada
o con el propósito de impulsar la com-
petitividad industrial, la universidad
pública es concebida como un meca-
nismo interventor y de cambio que se
gestiona sin atender, necesariamente,
la vocación, la identidad y el sentido
profundo del quehacer universitario.

EL TIEMPO PARA UNA
NUEVA POLÍTICA HACIA LA

UNIVERSIDAD PÚBLICA MEXICANA

Ciertamente, tal y como aquí se des-
criben estas visiones, en sus versiones
extremas, hoy no gozan de suficiente
capacidad persuasiva entre las élites
gubernamentales encargadas de las po-
líticas educativas superiores. La men-
ción que aquí se ha hecho de ellas sólo
ha tenido el propósito de contextualizar
el pasado de un presente que, en mu-
chos sentidos, es diferente. Sin embar-
go, el Estado mexicano de hoy aún no
acaba de desembarazarse de una
perspectiva de política pública hacia las
universidades que en ocasiones se ca-
racteriza por ser autoritaria, vertica-
lista, instrumentalista y parcializada,
y que aún está lejos de haber cons-
truido la visión de política adecuada
para la naturaleza esencial de la uni-
versidad pública. Gobernanza democrá-

tica y respeto a la vocación institucio-
nal propia del espíritu universitario son
dos aspectos que se implican mutua-
mente. Lograr la primera conlleva ejer-
cer la segunda y viceversa. Es cierto
que no se puede dejar de reconocer que
tiene sus bondades que el Estado me-
xicano, durante los últimos dos o tres
lustros, haya dedicado recursos y es-
fuerzos para mejorar la calidad de las
universidades públicas y para contri-
buir a su necesaria modernización. En
muchos sentidos de manera eficaz, se
diseñaron políticas que alejaron a las
universidades de las prácticas de
autocomplacencia del pasado y de po-
litización mal asumida, y las pusie-
ron en la ruta de la superación
académica.

Fundamentalmente, la política apli-
cada a las universidades en los últimos
lustros puso el énfasis en la compe-
tencia por recursos financieros y ma-
teriales, y en la evaluación de su
desempeño, a cambio de aplicar medi-
das específicas orientadas a la eleva-
ción de los llamados indicadores de
calidad: número de profesores con
maestría y doctorado, número de miem-
bros del Sistema Nacional de Investi-
gadores, formación y consolidación de
Cuerpos Académicos, tasas de eficien-
cia terminal, número de carreras acre-
ditadas, número de programas de
posgrado incorporados en el Programa
Nacional de Posgrados de Calidad del
Conacyt, implantación de mecanismos
racionales de planeación, presupuesta-
ción y programación, fiscalización del
ejercicio de recursos más rigurosa, di-
seño de programas de fortalecimiento
institucional encaminados a la dota-
ción de infraestructura y equipamiento,
aplicación de programas de regulari-
zación de plantilla de personal docen-
te y administrativo, medidas de apoyo
a la formación y actualización de do-
centes e investigadores, aplicación de
programas de tutorías a estudiantes
como estrategia para incrementar la
eficiencia terminal, implantación de
planes de estudios centrados en el de-
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sarrollo de competencias profesionales,
entre las más importantes.

En el transcurso de estos años de
exigencia de cambio por parte del go-
bierno, las universidades respondieron
con eficiencia y buena disposición. En
gran medida modificaron su rostro.
Nadie puede negar que, en lo general,
las universidades públicas de hoy son
mucho mejores que las de hace quince
años. En general, dejaron atrás sus ata-
vismos ideológicos y se volvieron más
dinámicas adoptando, por lo menos en
el discurso, la filosofía de la calidad y
la pertinencia de sus programas edu-
cativos, de investigación y extensión.
Sin embargo, si bien se alcanzó un éxi-
to relativo en el sentido de sacar a las
universidades públicas del letargo en
el que habían caído en el pasado, y si
bien se lograron avances importantes
en materia de infraestructura física, de
calidad en los servicios educativos, y
de relativa dignificación del trabajo
académico, todavía no es posible afir-
mar que estas políticas han logrado el
cometido de construir un sistema uni-
versitario público suficientemente
maduro y capaz de asumir sus retos a
cabalidad; menos aún si de lo que se
trata es de incorporar integral y ple-
namente a las universidades en las ta-
reas de una gobernanza democrática.
La política de los indicadores, per se, y
la asunción del discurso de la calidad
y la eficiencia puede ser condición fa-
vorecedora del avance académico, pero
no garantiza, necesariamente, la con-
secución integral de aquel y, mucho
menos, su consolidación en el largo
plazo. Incluso, el afán por alcanzar
puntos dentro de un sistema de indi-
cadores, en no pocos casos, ha induci-
do prácticas simuladoras que terminan
convirtiendo los medios en fines. ¿Qué
idea de universidad está detrás de la
lógica de los indicadores? Aclararlo es
una cuestión necesaria y urgente.

La política aplicada hasta ahora está
mostrando límites que hoy en día
inhiben que la universidad pública
mexicana se siga consolidando. Ello se

debe a que, en última instancia, el
núcleo de la política federal hacia las
universidades públicas ha consistido en
la limitación de los recursos federales
destinados a la educación superior y
en la implantación de una lógica de
competencia entre las universidades
por tales recursos administrados como
fondos extraordinarios. En esencia, las
políticas gubernamentales se siguen
situando dentro de los términos esta-
blecidos por el paradigma de la moder-
nización desde arriba señalado en el
apartado anterior. Ello explica la adop-
ción de criterios de medición “objeti-
va” del desempeño, así como el discurso
prevaleciente centrado en los indica-
dores.

El gobierno federal no optó por es-
tablecer un acuerdo de voluntades que
implicara la dotación de recursos pre-
supuestales irreductibles y regulari-
zables a las universidades que les
permitiera operar con una lógica de
acumulación de logros y planeación ins-
titucional de largo plazo. En vez de ello,
se decantó por el establecimiento de
un clima de incertidumbre presupues-
tal que reaparece cada año y por la
aplicación, insisto, de una lógica de
competencia entre las universidades
que ha terminado por pulverizar su
capacidad de organización para la cons-
trucción de frentes comunes de nego-
ciación con las burocracias del Estado.
La lógica de competencia también se
ha implantado entre los profesores,
generándose con un ello una suerte de
individualismo académico que no
incentiva la organización gremial y fa-
vorece la división y la fragmentación.
Sin actores a los que se reconocen sus
derechos es imposible establecer los
requisitos de la gobernanza democráti-
ca: la cooperación entre iguales, la de-
liberación en común y la reciprocidad.

¿Era necesario que el estado mexi-
cano actuara de esa manera para que
las universidades salieran de la

autocomplacencia y disposición al en-
simismamiento en el que habían caído
a lo largo de los años setentas? El cre-
cimiento vertiginoso de la matrícula,
la sobrepolitización de algunas uni-
versidades, la falta de planeación ade-
cuada, la improvisación de la planta
docente, todos estos problemas, ¿exi-
gían, para su solución, el trato que han
recibido las instituciones de educación
superior por parte del Estado? ¿Fue
un camino elegido deliberadamente
como resultado de una elección racio-
nal de políticas entre otras posibles,
o, por el contrario, se trató de una
opción escogida a partir, entre otras
cosas, del influjo de ciertas predisposi-
ciones ideológicas? Una respuesta que
parece persuasiva es que existe una
suerte de pecado de origen que ayuda
a comprender la insuficiente generosi-
dad de las políticas educativas supe-
riores federales.

El investigador Adrián Acosta5  lo
explica, en parte, como la consecuen-
cia de la desconfianza de las élites
gubernamentales hacia las universida-
des públicas. Por razones ideológicas o
pragmáticas, muchos miembros de las
élites prefieren las universidades pri-
vadas orientadas a la promoción de la
actividad empresarial y no consideran
como dignas de atención y apoyo a las
universidades públicas. Detrás de esta
visión, desde luego, en un plano pre-
suposicional, filosófico, reside una
miopía que les incapacita para percibir
la naturaleza del proyecto civilizatorio
que constituye el leit motiv y la razón
de ser profunda de la universidad pú-
blica. Ésta es, por su propia definición, una
institución dedicada al desarrollo de la
cultura en su sentido más amplio de
construcción de un mundo humano,
político y social. ¿Podemos concebir
la civilización, en su sentido más
comprehensivo, sin una educación
amplia, diversa, integral, formadora de
seres humanos autónomos, creativos,

▲

5 Véase su artículo “Sobre la flexibilidad del mármol: Los (nuevos) límites de la
universidad”, en Revista de la Educación Superior, vol. XXXVIII (1) núm. 149.
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críticos y solidarios? Sin desestimar la
importancia de la universidad privada,
ello sólo se puede lograr plenamente
si contamos con una universidad pú-
blica vigorosa y pujante pues, por su
vocación universal y abierta, ésta po-
see una disposición natural a recono-
cer el pluralismo de perspectivas ante
la realidad, a explorar la riqueza de
matices de la experiencia humana, y a
formar ciudadanos que procuren actuar
en el mundo con sentido humanista.

Tal concepción de la vida universi-
taria no podía ser asumida por una
sociedad como la mexicana que desde
fines de los años 1960 sufrió una frac-
tura que terminó por desestructurar no
sólo la cooperación entre las élites, sino
la idea misma de un proyecto nacio-
nal. El corolario de esta política fue
que durante los años 1980, entre sec-
tores influyentes del gobierno federal,
comenzó a circular la idea de que las
universidades públicas eran los hijos
mongoloides del Estado: no se les aban-
dona completamente ni se les exter-
mina, pero se les desprecia y se les pone
en un rincón de la casa.6  Evidentemen-
te, el tiempo confirmó que, en los he-
chos, una visión tan estrecha no podía
prevalecer. Sin embargo, la perspecti-
va utilizada ha continuado siendo in-
adecuada, pues los programas y las
políticas más importantes aplicados en
las universidades se diseñaron de for-
ma prácticamente exclusiva desde las
agencias del gobierno federal, con la
consiguiente pérdida de la autonomía
por parte de las propias instituciones
de educación superior, y con una insu-
ficiente comprensión del sentido pro-
fundo del quehacer universitario. Sí se
consideró posible aliviar al hijo retra-
sado, pero administrándole una cura
impuesta que no tomó en cuenta sus
puntos de vista.

Una de las consecuencias de esto,
si bien a través de muchas mediacio-
nes, es que las burocracias de las uni-
versidades –en un movimiento que
desciende hasta la vida cotidiana de
los propios académicos– se pasan bue-

na parte de su tiempo en acumular
evidencias de éxito, integrar expedien-
tes para salir bien libradas de las eva-
luaciones, y llenar adecuadamente los
formatos de participación en los con-
cursos por los recursos federales. Las
preguntas que esta situación sugiere
son reveladoras en sí mismas. ¿Inciden
realmente los equipos directivos de
las universidades públicas en sus pro-
pias instituciones o se limitan a seguir
las indicaciones y políticas del gobier-
no federal? Es decir, ¿son capaces las
universidades de darse a sí mismas un
sentido claro de rumbo y dirección?
¿Son capaces de tener una gobernan-
za propia? ¿Qué papel juegan los pro-
pios académicos en el diseño de dichas
políticas?

ALGUNOS COMPONENTES
DE POLÍTICA PARA HACER DE LA

UNIVERSIDAD PÚBLICA UN FACTOR
DE GOBERNANZA DEMOCRÁTICA

Hoy necesitamos recuperar la perspec-
tiva de la universidad como una insti-
tución diversa, compleja, capaz de
moverse en varias esferas y de lograr
metas en diferentes direcciones de la
vida social. Así lo marca nuestra época
en el sentido de que la sociedad con-
temporánea se visualiza como no do-
tada de un solo centro o eje en torno
del cual se produce su cambio y evolu-
ción. Las líneas de la transformación
social apuntan en varios sentidos. Sin
embargo, para lograr establecer un eje
que le dé estabilidad, la sociedad re-
quiere que sus instituciones básicas
sean coherentes con aquello que defi-
ne su identidad fundamental. Por eso,
en nuestro tiempo también existe la
tendencia, y es la que aquí se defien-
de, a recuperar el sentido esencial de
la universidad como institución encar-

gada de promover la civilización hu-
mana en su acepción más amplia, uni-
versal, humanista y clásica. En el
pasado reciente, ninguna de las visio-
nes que pretendieron instrumentalizar
la universidad en una dirección u otra
le hicieron justicia a la perspectiva hu-
manista, civilizatoria y liberal. Eviden-
temente, el conocimiento, materia
fundamental de trabajo de la universi-
dad, está en el centro de la civiliza-
ción, la humanización y el ejercicio de
la libertad. El conocimiento, por defi-
nición, significa aventura y descubri-
miento. Por eso, abre posibilidades
plurales que incluso pueden ser con-
tradictorias entre sí. De ahí el carácter
complejo de la universidad, pero de allí
también su potencial crítico y su ca-
pacidad para liberar la creatividad del
ser humano. Hoy es tiempo de regre-
sar a esa disposición fundamental del
espíritu universitario.

¿Pero cómo plantear el tema de la
conexión entre universidad pública y
gobernanza democrática si la propia
universidad aún está en camino de con-
tar con una gobernanza interna pro-
pia clara y definida? ¿Cómo podría la
universidad contribuir a dar rumbo a
la sociedad si a ella misma se le difi-
culta definir con claridad sus priorida-
des y orientar con eficiencia sus
recursos hacia el logro de metas perti-
nentes? Buscar las respuestas a estas
preguntas puede ser útil para encon-
trar la salida al problema. No es casual
que la universidad pública mexicana
se encuentre en una situación de falta
de claridad de perspectivas para pen-
sarse y gestionarse de forma adecua-
da. La pérdida de la gobernanza política
y social también puede avasallar a la
universidad. Hay una tendencia natu-
ral a que así sea puesto que el todo
suele involucrar a las partes: si la so-

▲

6 En una reciente entrevista, el rector general de la Universidad de Guadalajara,
Marco Antonio Cortés Guardado, hizo referencia a este hecho. Véase Almazán,
Alejandro, “La educación superior será un asunto de seguridad nacional”, entre-
vista a Marco Antonio Cortés, rector de la Universidad de Guadalajara en la revista
Emequis.
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ciedad carece de visión clara para orien-
tar sus esfuerzos y capacidades hacia
objetivos de valor público, ¿por qué la
universidad no habría también de ca-
recer de perspectivas suficientemente
adecuadas para visualizar sus proble-
mas cruciales y resolverlos con efec-
tividad? No se trata de plantear una
fatalidad sino una posibilidad: así
como la sociedad tiene problemas de
gestión, la universidad los puede te-
ner también. Por eso, reflexionar des-
de la universidad sobre su contribución
al tema de la gobernanza social y polí-
tica democrática favorece a la propia
claridad de la gestión universitaria.

¿Cuáles son los componentes de una
política universitaria orientada a la con-
tribución de la universidad pública a la
gobernanza democrática? La pregunta
no es fácil de responder en este es-
pacio. Sin embargo, de manera indica-
tiva, se pueden apuntar algunos
elementos que constituyen pistas para
diseñar una política en ese sentido. Son
los siguientes.

1) Lo que podríamos definir como
la implantación de una política cons-
titucional universitaria. Es decir, se
trata de elevar el tratamiento a la uni-
versidad pública, gubernamental, pre-
supuestal, de políticas educativas, al
plano de una política de carácter cons-
titucional. La idea es que el trato a las
universidades no sea más un asunto de
política ordinaria, es decir, de accio-
nes y decisiones sujetas a los vaivenes
propios de los cambios de partidos y
colores en el gobierno. Convertir a la
universidad pública en una prioridad
del Estado, con financiamiento claro y
suficiente –por supuesto, sujeto a la
fiscalización y el escrutinio público–
implica dotarla de los requisitos para
su adecuado funcionamiento y su au-
tonomía real. Pero, sobre todo, implica
que la existencia de una universidad
pública autónoma y bien apoyada por
el Estado sea considerada como un com-
ponente del contrato social básico que
cohesiona al país, como condición y
resultado de las grandes decisiones que

configuran la voluntad política nacio-
nal, de ahí su carácter constitucional.

2) Hacer un compromiso, desde el
Estado, con criterios de largo plazo,
pero iniciando a la brevedad posible,
para ampliar la cobertura de la matrí-
cula de educación superior pública de
manera fundamental. En México, la
población entre 19 y 24 años que tie-
ne acceso a la universidad es de alre-
dedor del 22%. Un país latinoamericano
como la Argentina, tiene una cobertu-
ra de más del 60%. México no puede
aspirar a elevar su competitividad como
nación y la calidad de vida de sus ha-
bitantes, ni siquiera a construir una
mejor gobernabilidad y paz social, si
no da un salto grande en esta materia.
El Rector General de la Universidad de
Guadalajara ha reconocido la importan-
cia de elevar la matrícula para contri-
buir a la seguridad y la gobernabilidad.

3) Un asunto que resulta fundamen-
tal para que la universidad pública gra-
vite en las decisiones de consecuencia
pública es el de la necesidad de dar un
impulso sin precedentes a la investi-
gación científica y el desarrollo de in-
novaciones tecnológicas. Es cierto que
algunas universidades tienen logros
importantes en este rubro. Sin embar-
go, se trata de instituciones que en su
gran mayoría se ubican en el centro
del país. Además de que la infraestruc-
tura, los recursos humanos y el equi-
pamiento científico y tecnológico que
ahora existe distan de ser los que un
país como México necesita.

4) Relacionado con lo anterior está
un tema que prácticamente ha pasado
inadvertido en muchas instituciones,
el de la vinculación con el aparato pro-
ductivo, las empresas y las organiza-
ciones sociales en general. En materia
de asistencialismo y servicios univer-
sitarios a sectores sociales abiertos, las
universidades públicas mexicanas po-
seen una valiosa experiencia que vale
la pena aquilatar y considerar. Esto con
el propósito de intensificar el impacto
social de los servicios que pueden pres-
tar los universitarios al conjunto de la

comunidad en que se insertan. Sin
embargo, en materia de servicios de
vinculación, consultoría, asistencia
técnica y asesoría a empresas, es poco
lo que se hace, y más poco lo que se
conoce. La desconfianza de los empresa-
rios a los universitarios no se ha logrado
erradicar, a pesar de la modernización
que han llevado a cabo las institucio-
nes públicas de educación superior, y
a pesar de la indiscutible calidad de
muchos de sus recursos humanos. Por
su parte, las universidades públicas
también tienen problemas de excesiva
regulación hacia sus investigadores, lo
que no permite que se desarrollen y
maduren prácticas como la consultoría,
por ejemplo. Lograr un cambio en este
sentido sería muy importante para ele-
var el potencial de la universidad en
materia de contribución al desarrollo
económico. De no hacerlo así, la frase
de que somos una sociedad del conoci-
miento no dejará de ser sólo un recur-
so de ornamento para los discursos de
los rectores universitarios.

5) Tal vez el eje de la participación
universitaria en la gobernanza demo-
crática se sitúe en el compromiso de
formar ciudadanos auténticos, cons-
cientes de sus derechos y obligaciones,
y dotados con la capacidad crítica su-
ficiente para actuar con sentido de
autonomía moral y política, pero tam-
bién de forma socialmente solidaria. ¿Si
no es en la universidad pública, dónde
habrán de formarse los ciudadanos que
la democracia necesita? ¿Por qué no
asumimos los universitarios este desa-
fío de manera institucional? Es funda-
mental, además, para la necesaria
reconstrucción un Estado democrático
de derecho, social y de beneficio co-
munitario. La universidad pública debe
ser un espacio en el que se discutan,
de manera sistemática, profunda y se-
ria, los problemas públicos. Muchos de
los problemas públicos son intratables
en el sentido de que no basta la infor-
mación ni el análisis racional de ellos
para proponer medidas de solución o
tratamiento. En muchos casos, pues,
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se trata de problemas cuyo abordaje
implica tomar consciencia de los mar-
cos reflexivos con los que se mira la
realidad. La construcción de espacios
de discusión y deliberación pública es
el requisito para abordar este tipo de
problemas. Justo ahí, la universidad
pública tiene un papel que cumplir. Ella
es parte de la esfera pública, es un ins-
trumento del habla colectiva acerca de
lo que atañe a la sociedad como con-
junto. La universidad, entonces, está
destinada a contribuir a la reflexividad
social. Me refiero a un concepto del so-
ciólogo británico Anthony Giddens que
conlleva la utilización social del co-
nocimiento como insumo para la toma
de decisiones.

Si uno de los parámetros para me-
dir el buen éxito de la universidad pú-
blica es su adecuada contribución a la
gobernanza democrática, ¿cuáles son
los factores de los que depende el lo-
gro de ese objetivo? ¿Se trata de facto-
res externos, sobre los que no tienen
un control directo las comunidades
universitarias y sus directivos? ¿O tam-
bién, y más que nada, los factores
cruciales residen en la vida interna de
la universidad? ¿Son estos la palanca
para procurar una mejor y más efecti-
va inserción social de la universidad
pública? Si éste es el caso, ¿qué ele-
mentos concretamente son los respon-
sables de la buena marcha de la
institución? ¿Qué consecuencias prác-
ticas, en materia de políticas institu-
cionales universitarias, se desprenden
de todo ello? ¿Qué decisiones funda-
mentales deberían tomar los gobiernos
con respecto a las universidades pú-
blicas? ¿Qué actitud deberían asumir
los ciudadanos, las organizaciones ci-
viles y los empresarios?

Estas preguntas nos llevan a la ne-
cesidad de construir una interpre-
tación conceptual del ámbito interno
de la universidad pública, particular-
mente de los aspectos de su funciona-

miento que resultan problemáticos para
arribar a un nuevo estadio de funcio-
namiento. Elegir asuntos estratégicos,
distinguir nudos y dificultades, y, so-
bre todo, identificar potencialidades
reales de mejora institucional, es fun-
damental para diseñar políticas inter-
nas adecuadas que incidan con eficacia
en el mejor cumplimiento de las res-
ponsabilidades universitarias. El reto
es hacer posible una gestión de la uni-
versidad más pertinente, más acorde
con las tareas históricas de nuestro
tiempo. Sin esa conciencia, la direc-
ción de la universidad podría perder
su rumbo. La multiplicidad de elemen-
tos de que se componen las institucio-
nes de educación superior –de orden
académico, institucional, organizacio-
nal, didáctico pedagógico, financiero,
académico, y político– sobrecargan a
los tomadores de decisiones universi-
tarios. Lo que se impone, por tanto,
son visiones comprehensivas y recapi-
tulaciones lúcidas de la vida de las ins-
tituciones que den cuenta de lo
relevante por encima de lo que no es
fundamental. No se afirma aquí que la
interpretación de las realidades insti-
tucionales lo es todo como herramien-
ta metodológica orientadora de los
liderazgos académico-organizacionales.
Sí se afirma, sin embargo, que sin in-
terpretaciones inteligentes y críticas no
es posible construir caminos certeros
de cambio institucional eficaz.

Comenzar a hacerlo para el caso de
la universidad pública mexicana y la-
tinoamericana, con particular énfasis
en la Universidad de Guadalajara, Méxi-
co, es una tarea que se sigue de este
trabajo cuyo sentido es preliminar y,
más bien, autoaclaratorio. No podría
ser de otro modo, pues esa institución
es la que el autor menos desconoce.
Además, por su peso institucional en
el concierto de universidades públicas
mexicanas, por la presencia social que
posee en la región centro-occidente de

México, y por su complejidad y su im-
portancia histórica, la Universidad de
Guadalajara resulta un campo de estu-
dio privilegiado. Las conclusiones que
se deriven de su análisis serán de valía
para estudiar otras universidades me-
xicanas y latinoamericanas. No se pre-
tende, por supuesto, que lo que aquí
se dice pueda extrapolarse sin más
hacia otras universidades pertenecien-
tes a diferentes latitudes, sino que, en
todo caso, podría tomarse en cuenta
para alimentar otros criterios analíticos.
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JAVIER HURTADO*

LAS APN EN LA EVOLUCIÓN
DE LA DEMOCRACIA MEXICANA

ste artículo realiza un análisis y diagnóstico de las Agrupaciones Político
Nacionales (APN) con el objetivo de observar cómo éstas han incido en la evolu-
ción democrática de nuestro país. Cabe precisar que formó parte un intensa
indagación empírica y una investigación más amplia (cfr. Hurtado, 2006).

En el primer apartado tratamos de contextualizar y situar las APN en la
legislación mexicana. El periodo histórico inicia en 1954 y termina con la refor-
ma del año de 2003.

En el segundo apartado se analiza a grandes rasgos los componentes es-
tructurales y de funcionamiento de cada una de las APN en nuestro país, las
políticas de financiamiento a éstas agrupaciones, los subsidios que reciben por
parte del Estado Mexicano; así como de las sanciones de que han sido objeto
algunas de ellas por la autoridad electoral por el manejo de dichos fondos,
todo derivado de las políticas de fiscalización que el Instituto Federal Electoral
(IFE) tiene para estas asociaciones políticas. Se realiza también un análisis de la
tendencia ideológico-programática de las APN, con base en lo que establecen sus
documentos básicos.

Finalmente, en el tercer apartado, tratamos de relacionar las APN con el
fenómeno de los partidos. Podríamos adelantar en este punto que las APN en la
práctica eran el paso previo para la constitución de los partidos, y también el
refugio institucional de los integrantes de los partidos políticos que perdían su
registro. En otro trabajo he reiterado que las asociaciones o Agrupaciones Políti-
cas Nacionales han sido importantes en el desarrollo de la democracia mexicana;
particularmente en su evolución (véase Hurtado, 2006), lo que en ocasiones
constituye además una forma paradójica o contradictoria de relación que no ha
estado exenta de avances y retrocesos. Sin embargo, si algo es cierto es que la
pluralidad político-partidaria de nuestro país no podría explicarse ni compren-
derse prescindiendo en el análisis de esta figura presente desde 1977 por 22
años en la legislación electoral mexicana.

E

* Profesor investigador del Departamento de Estudios Políticos de la Universidad de
Guadalajara.r 
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Por lo tanto, antes de pasar a des-
cribir la relación APN-partidos políti-
cos y su impacto en el desarrollo
democrático mexicano, debemos recor-
dar las características y efectos que han
tenido las reformas electorales sobre
éstas en los últimos cincuenta años.

LAS APN
EN LA LEGISLACIÓN ELECTORAL

Dicho lo anterior, tendríamos que re-
cordar las siguientes fases jurídico-ins-
titucionales: a) la del año de 1954,
cuando se eleva el número mínimo de
asociados con los que deberá contar un
partido político nacional para obtener
su registro legal, al pasar de 30 mil a
75 mil; b) la de 1977, cuando baja a 65
mil el número mínimo de asociados; se
establece el registro condicionado y
se crea la figura de las asociaciones po-
líticas nacionales; c) la de 1996, cuan-
do desaparece —de nueva cuenta tal y
como ocurrió en 1987— el registro con-
dicionado y se restablece la figura an-
terior bajo el nombre de Agrupaciones
Políticas Nacionales; y d) la de 2003,
cuando se ratifica la existencia del re-
gistro único para los partidos políti-
cos, creado con la reforma de 1996, y
otorgado a las Agrupaciones Políticas
Nacionales como la única entidad para
solicitar registro como partido políti-
co. Cabe señalar en este punto que la
reforma de noviembre de 2007, cuyos
resultados aún no hemos visto, le can-
celó a las APN, según la interpretación
de varios actores, la posibilidad de
constituirse como partido político. De
allí que más de una recurra a la contro-
versia constitucional.

Visto en una perspectiva diacrónica,
la reforma de 1954 y la de 2003 se pa-
recen entre sí, porque ambas elevan
casi al doble o a más los requisitos para
la constitución de partidos políticos
nacionales. Sin embargo, la de 2003
contradictoriamente reduce los relati-
vos a la constitución de las APN que se
constituyen como las únicas entidades
susceptibles de solicitar registro como

partido político. De esta manera, en
una perspectiva histórica comparada,
la reforma de 2003 es a contrapelo a la
de 1977; como en su tiempo esta mis-
ma lo fue con relación a la de 1954,
pero en sentido inverso.

En 1987 la desaparición del regis-
tro condicionado para los partidos po-
líticos fue acompañada de la existencia
de las asociaciones políticas; en tanto
que en 2003, la reducción de los re-
quisitos para la constitución de APN
sirvió para justificar la duplicación de los
requisitos para la constitución de par-
tidos políticos. Naturalmente que la
contradictoria evolución de la demo-
cracia electoral mexicana explica por
qué las necesidades y los objetivos eran
diferenciados, y de alguna forma mos-
traba las intenciones que cada refor-
ma político-electoral perseguía en su
momento. Así, en 1977, cuando se crea-
ron las asociaciones políticas se les con-
cebía como entidades susceptibles de
transformarse en partidos políticos me-
diante la figura del registro condicio-
nado, porque el objetivo de dicha
reforma fue la apertura del sistema de
partidos y fortalecimiento, dada la si-
tuación de rigidez y exclusión que éste
presentaba.

Por su parte, la reforma de 1987,
que desapareció el registro condicio-
nado y conservó con la anterior con-
cepción a las asociaciones políticas fue
así debido a que, después de diez años,
el objetivo fue “consolidar y no incre-
mentar la pluralidad partidista en nues-
tro país” (Astorga Ortiz, 1998) para
facilitar el manejo institucional de las
demandas de representación política y
la irrupción de la pluralidad partidaria.

A su vez, en 1990, al restablecerse
el registro condicionado y desaparecer
las asociaciones políticas, el objetivo
latente fue desalentar el desarrollo de
asociaciones o grupos cívicos que pu-
dieran dar lugar a el surgimiento de
nuevas opciones partidarias, sobre todo
a partir de la experiencia de la elec-
ción presidencial de 1988. De igual for-
ma, en 1996 el restablecimiento de las

asociaciones políticas y la desaparición
del registro condicionado tuvo que ver
con el paradójico objetivo de alentar
la participación ciudadana y al mismo
tiempo acotar la pluralidad en el sis-
tema de partidos de nuestro país (la
misma exposición de motivos de la ini-
ciativa de reforma turnada por el Eje-
cutivo definía a la figura que se
restablecía como figura de participa-
ción ciudadana en el ámbito político).

La importancia que en el mundo
cobraban las ONG y la elevada partici-
pación ciudadana en los comicios fe-
derales de 1994 hicieron que México
se adaptara a esas circunstancias del
desarrollo democrático internacional y
al mismo tiempo encauzar institucio-
nalmente las demandas de partici-
pación política de los ciudadanos.
Finalmente, en el 2003, ante el supues-
to del establecimiento de la democra-
cia en nuestro país y los problemas que
para la gobernabilidad democrática se
experimentaban, el objetivo fue con-
servar las Agrupaciones Políticas, du-
plicar los requisitos para la constitución
de un partido –para evitar su prolife-
ración–, y otorgar a estas el monopo-
lio para la constitución de nuevos
partidos políticos.

Seguramente, uno de los objetivos
implícitos, y no reconocidos, de esta
reforma fue limitar por la vía de la can-
celación de las opciones de asociación
político-partidaria el crecimiento
exponencial que desde 1996 han te-
niendo el sistema de financiamiento
público de los partidos políticos. En
este sentido, la reforma del 2003 se
pareció también a la de 1987, pues en
aquella ocasión, al suprimirse la figu-
ra del registro condicionado, uno de los
argumentos utilizados fue que de con-
tinuar este “implicaría un crecimiento
ad infinitud de las prerrogativas que
se les conceden” (loc. cit.) a los parti-
dos políticos. Efectivamente, en el caso
de la reforma electoral del 2003 los
problemas derivados del crecimiento
desmedido a los partidos políticos y su
concomitante impacto que en el 2%
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destinado a las agrupaciones políticas
que tuvo este, no podía continuar. Sin
embargo, la opción fácil para el legisla-
dor fue afectar los derechos de aso-
ciación ciudadana antes que modificar
los criterios para el financiamiento pú-
blico a los partidos políticos.

Así, hemos llegado a la contradic-
toria situación de configurar una de-
mocracia más preocupada por los
derechos y prerrogativas de los parti-
dos políticos que por la tutela y am-
pliación de los derechos políticos de
los ciudadanos: a la certidumbre en la
entrega del financiamiento a los parti-
dos políticos debe subordinarse ahora
la liberad de asociación de los ciuda-
danos, para no dar lugar con ello a la
indebida utilización de recursos públi-
cos por un mismo grupo de ciudada-
nos que solicite registro con diferentes
denominaciones de partido o agrupa-
ción política.

En efecto, estos problemas son rea-
les pero son estrictamente de naturaleza
administrativa que pueden corregirse,
ya que los problemas adjetivos de la
democracia mexicana no pueden ni de-
ben resolverse sacrificando los dere-
chos políticos fundamentales de los
ciudadanos. De no corregirse esta ló-
gica, el paso siguiente sería entorpe-
cer o complicar la constitución y
registro de las Agrupaciones Políticas
Nacionales.

Hecho lo anterior pasemos ahora al
análisis, grosso modo, de los rasgos de
las APN.

VIDA INSTITUCIONAL Y
REPERCUSIONES DE LAS APN

Para realizar una análisis estructural-
organizativo de la APN, tendríamos que
proceder a identificar su máximo ór-
gano u órganos de gobierno, el núme-
ro de miembros que lo integran, así
como el tipo de representaciones que
de acuerdo con la ley deberían tener
miembros en al menos siete entidades
federativas del país. La información de-
tallada se presenta en el anexo 1 e in-

cluyen el nombre de su principal diri-
gente registrado ante el Organismo
Electoral hasta el año de 2005. Y a re-
serva de que el lector consulte dicho
anexo, podemos concluir en términos
generales que la característica princi-
pal de la estructura de las APN es la de
concentrar en sus órganos directivos
nacionales la autoridad y decisiones, y
al mismo tiempo de que son difusas,
porque la mayor parte de ellas tiene
más de un órgano directivo o comisión
de carácter nacional.

En términos más específicos pode-
mos establecer que el número total
promedio de integrantes del máximo
órgano de gobierno de las APN es de
13 miembros; que el mínimo de inte-
grantes es de uno y el máximo de 54.
La moda son 7; y, en siete casos no fue
posible estimar el tamaño o magnitud
de los integrantes de su principal ór-
gano directivo.

Entre los años de 1997 y 2005 exis-
tieron 130 Agrupaciones Políticas Na-
cionales. El financiamiento que el

Estado mexicano otorgó en total a es-
tas asociaciones de ciudadanos ascen-
dió a poco más de 308 millones de pesos,
que correspondió al 2% del total que
recibieron los partidos políticos nacio-
nales durante ese periodo. Si conside-
ramos la cantidad de APN que han
existido en cada año de este periodo,
podemos obtener un costo promedio
por afiliado de cada APN.

Comparados estos con el número
mínimo de afiliados de los partidos
políticos con registro y su financia-
miento para actividades ordinarias per-
manentes, encontramos que la cantidad
de presupuesto público que se erogaría
para cada uno de sus afiliados es radi-
calmente distinta. Esto pese a la enor-
me importancia que estas figuras
tienen desde el 2004 para la constitu-
ción de los nuevos partidos políticos
en México. Así, mientras un miembro
de APN cuesta 115 pesos por año, el de
un partido político representa un gas-
to de 2 362 pesos anuales (véase  grá-
fica 1).
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Nota: Las cifras concernientes al promedio por afiliado de APN se obtuvieron de dividir el monto anual destinado
a las APN entre la cifra obtenida de multiplicar el número mínimo de asociados que exige el Cofipe a las APN
registradas. De 1997 a 2003 el número mínimo de asociados era de 7 000 y a partir de 2004 es de 5 000.
Las cifras concernientes al promedio por afiliado de Partido Político se obtuvieron de dividir el financia-
miento anual destinado a las actividades ordinarias permanentes de los partidos políticos entre el número
mínimo de afiliados que el Cofipe exigía cada año a las APN que desearan convertirse en Partido Político
Nacional multiplicado por el número de partidos con registro dicho año. Tal mínimo de afiliados era duran-
te el periodo 1997-2003 el equivalente al 0.13% del padrón de electores utilizados en la elección federal
inmediata anterior al año del registro y a partir de 2004 es de 0.26 de dicho padrón. Padrón de 1994:
47,480,159; padrón 1997 y 2000; 53,022,198.
Fuente: www.ife.org.mx

GRÁFICA 1
COMPARATIVO HISTÓRICO DEL FINANCIAMIENTO PROMEDIO
POR AFILIADO DE APN Y MILITANTES DE PARIDO POLÍTICO
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Esto significa que la importancia
jurídica que en la legislación se les dio
a las APN a partir de la reforma del 31
de diciembre de 2003 no se vio acom-
pañada de una modificación correlati-
va en los criterios de financiamiento a
estas formas de asociación política-ciu-
dadana convertidas en la antesala úni-
ca para la formación de partidos
políticos. Resulta contradictorio que en
1997, 1998 y 2001, cuando no tenían
el monopolio exclusivo para la solici-
tud de registro como partidos políti-
cos, merecieran un financiamiento
promedio por afiliado, superior al 2004
y 2005, que es cuando ya gozan con
ese privilegio.

Es verdad que el número de parti-
dos políticos y agrupaciones políticas
ha variado cada año: en 1998 el núme-
ro de APN era poco más del doble que
el de los partidos políticos y en el 2005
se multiplica por catorce el número de
estas con relación al de aquellos. Sin
embargo, en el 2001 el número de APN
tan sólo era superior cinco veces al de
los partidos políticos; y el financia-
miento para estas fue individualmen-
te en promedio superior en 38 mil 840
pesos.

De esto se deduce la necesidad de
que el legislador ordinario adapte los
criterios de financiamiento a las APN a
sus nuevas responsabilidades. Lo an-
terior debería valorarse sobre todo a
partir de los datos contenidos en la
Segunda Encuesta Nacional Sobre Cul-
tura Política y Prácticas Ciudadanas de
la Secretaría de Gobernación, en la que
a la pregunta “dígame por favor si us-
ted forma o ha formado parte de algu-
na de las siguientes organizaciones”,
a la opción “partido político”, respon-
dieron afirmativamente el 9.9% de los
entrevistados; en tanto que, a la de
“agrupación política” contestaron po-
sitivamente el 6.1% del total de los
encuestados. Esto significa que la per-
tenencia ciudadana a las Agrupaciones
Políticas es mayor de lo que podría
suponerse, y esto coincide con lo afir-
mado en el apartado “diagnóstico

organizativo” contenido en el presen-
te capítulo.

Posiblemente este elevado porcen-
taje de ciudadanos que expresaron per-
tenecer a una Agrupación Política se
correlacione con el hecho de que algu-
nos de ellos pertenezcan a alguna de
carácter estatal, toda vez que en 15
estados de la República y en el Distrito
Federal existe esta figura en su ver-
sión local; en siete de ellos con el nom-
bre de agrupación1  y en ocho con la
denominación de asociación.2

Y, si en contra de su existencia, al-
guien pudiera argumentar el costo que
estas han significado para el erario
público, en descarga a esto debe con-
siderarse lo siguiente:

Ahora bien, una cosa es el impacto
positivo que las APN han tenido en el
desarrollo de la pluralidad político-par-
tidaria de nuestro país, y otra muy dis-
tinta la calidad y el grado de desarrollo
de la democracia mexicana. No obstante
las diferencias entre ambos procesos,
los progresos observables en esta últi-
ma coinciden con la presencia y desa-
rrollo de las APN en México.

A efecto de evitar interpretaciones
subjetivas sobre este tema que en sí
mismo es polémico, se procedió a ana-
lizar los datos obtenidos del estudio
llamado “Polity IV Project” de la Uni-
versidad de Maryland, Estados Unidos,
que identifica los momentos coyuntu-
rales de la evolución de la democracia
mexicana, mismos que nos servirán
para sustentar de manera más sólida
las hipótesis que al respecto se han
venido planteando a través del presente
estudio.

El “Polity IV Project”3  es una base
de datos sobre diversos indicadores de
las características del régimen político
y la autoridad en todos los estados in-

dependientes, con población mayor a
500 mil habitantes, cubriendo un pe-
riodo de tiempo que va desde 1800
hasta 2003 (el periodo varía dependien-
do de la disponibilidad de información
y la aplicabilidad al caso en particu-
lar). Además de la base de datos el pro-
yecto incluye un eje analítico muy bien
sustentado que permite dar significa-
do a la información de dicha base.

Considerando estos datos y las con-
ceptualizaciones de este proyecto se
procedió a elaborar la gráfica 2:

Los datos resultan elocuentes: de
1917 a 1924 habría existido un des-
censo de menos dos puntos en el nivel
de democracia institucionalizada en
México, los que ante todo fueron debi-
dos a la presencia de los caudillismos
y el gobierno de hombres y no de leyes
que se experimentaba en nuestro país.

De 1924 a 1930, la época del maxi-
mato, otro descenso de tres puntos
adicionales se observaría en el desa-
rrollo de nuestra democracia. La línea
estable de autocracia media que se
observa entre 1930 y 1977 correspon-
de a la época del partido único; en 1977
se observa un ascenso de tres puntos
como producto de la reforma política
de aquella fecha.

De ahí a 1988 se da otro crecimien-
to hacia una situación de democracia
débil, sobre todo por la competitivi-
dad en el sistema de reclutamiento para
el cargo de Presidente de la República;
y de ahí habría una línea de ascenso
continuo y estable hasta los años 2000
y 2003, donde se llegaría a una situa-
ción de desarrollo democrático fuerte,
de conformidad a los conceptos utili-
zados por dicho estudio. Conviene des-
tacar aquí que la conceptualización y
los puntos de inflexión que identifica
este estudio, coinciden con la presen-

1 Campeche, Durango, Jalisco, Quintana Roo, San Luis Potosí, Tabasco y Yucatán.
2 Aguascalientes, Baja California Sur, Coahuila, Colima, Chiapas, Hidalgo, Sonora y

Veracruz, más el Distrito Federal.
3 El proyecto fue diseñado originalmente por Ted Robert Gurr y actualmente apro-

vecha, para su continuidad, los reportes acumulados en la Integrated Network for
Societal Conflict Research que tiene su base en Estados Unidos.
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cia de las Asociaciones o Agrupaciones
Políticas Nacionales en el escenario
político mexicano.

Por supuesto que no se dice que el
desarrollo democrático en México se deba
a las APN; pero tampoco se puede ne-
gar que su avance no coincida con la
existencia de estas figuras. Si esto no
coincidiera, todo lo que se ha venido
sosteniendo en el transcurso del pre-
sente trabajo, carecería de validez.

Empero, como el Polity IV-Project
no incluye datos posteriores a 2003
valdría la pena preguntarse cuál sería
el diagnóstico que posteriormente da-
rán de la evolución de la democracia
mexicana a partir de la polémica re-
forma del 31 de diciembre de 2003, que
restringe el derecho de asociación po-
lítica de los mexicanos. Seguro los efec-
tos de esta reforma rebasan el
contenido de las variables que maneja
dicho estudio. Sin embargo, estos ha-
llazgos deben motivar a que estudios
futuros en la materia evalúen las con-
secuencias que para el desarrollo de la
democracia mexicana tendrán la refor-
ma de referencia.

Entre tanto, dada la importancia que
para el desarrollo de la democracia

mexicana han tenido y tienen las
Agrupaciones Políticas Nacionales, se-
ría recomendable que el legislador or-
dinario y el Instituto Federal Electoral,
en ejercicio de su capacidad autoregla-
mentaria proceda a realizar las adecua-
ciones y reformas necesarias a efecto
de adaptar las disposiciones legales y
reglamentarias a las nuevas realidades
y responsabilidades que las Agrupacio-
nes Políticas Nacionales tienen en el
desarrollo de la democracia mexicana.
A manera de esbozo a continuación se
enuncian algunas de las que podrían
ser las principales propuestas deriva-
das de todo lo que se ha argumentado
en las páginas anteriores:

LAS APN Y
LOS PARTIDOS POLÍTICOS

Si bien la relación de los partidos polí-
ticos y las agrupaciones políticas en la
evolución de la democracia mexicana
ha sido contradictoria, el desarrollo de
esta última figura no ha estado exenta
de lo mismo: de “formas de agrupacio-
nes políticas susceptibles de transfor-
marse conjunta o separadamente en
partidos políticos” (1977) se pasa a su

estatus anodino carente de definición
y que sólo tienen objetivos determi-
nados (1987), y de ahí a su concep-
tualización como “formas de asociación
ciudadana que coadyuvan al desarro-
llo de la vida democrática y de la cul-
tura política”, derivada de la reforma
de 1996 y ratificada en la del 2003.

En 1977 no sólo se podían trans-
formarse en partidos políticos, sino
aliarse o unirse con otras asociaciones
o partidos políticos para constituir
frentes electorales, mientras que en
1996 la ley explícitamente les prohíbe
utilizar la denominación “partido o
partido político” y no participar en
procesos electorales en coaliciones. Más
específicamente, su participación elec-
toral pasa de ser “mediante convenio
de incorporación” (1977) a “mediante
acuerdos de participación con un par-
tido político” (1996).

Establecido lo anterior, no se pue-
de dejar de mencionar que, contradicto-
riamente, las definiciones y prohibiciones
de las APN como producto de la refor-
ma electoral de 1996 son exactamente
las mismas a partir del 2004, pese a
que a partir de esta fecha son ya por
disposición de ley las únicas entidades
susceptibles de solicitar su constitución
y registro como partidos políticos. No
obstante, la paradójica evolución de las
APN y la peculiar relación que han te-
nido con el sistema de partidos en los
diferentes momentos de su evolución
en nuestro país, debe reconocerse que
de no ser por las Asociaciones o Agru-
paciones Políticas, difícilmente hubie-
ra podido existir la pluralidad
político-partidaria que hay en México
desde 1978.

De esa fecha hasta el año de 2006,
no obstante todas las contradicciones
y limitaciones antes señaladas, de los
23 distintos partidos políticos que han
tenido registro legal en nuestro país,
12 de ellos (el 52%) han surgido o han
obtenido su registro a partir de una
APN. Pero no sólo en el origen de los
partidos políticos ha estado esta figu-
ra, sino que también en el destino de

Esta gráfica fue realizada a partir de la base de datos del "Polity IV Project" de la Universidad Maryland,
EE.UU. La escala temporal va de 1917 a 2003; los años que se señalan en la gráfica son aquellos en los que
inicia el periodo en que se considera que han habido cambios en los indicadores de "nivel de democracia
institucionalizada". La escala calificativa va del "régimen fuertemente autodrítico" (-10) al "régimen fuer-
temente democrático" (10). Para mayores precisiones refiérase a www.cidcm.udm.edu/inscr/polity.

GRÁFICA 2
NIVEL DE DEMOCRACIA INSTITUCIONALIDAD EN MÉXICO DE 1917 A 2003
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dos de ellos que son de los más anti-
guos en México: el PPS, que ahora es
la APN Unión Nacional Lombardista;
y el PDM que ahora es la “Unión Na-
cional Sinarquista, Agrupación Polí-
tica Nacional”.

Es importante destacar que esta si-
tuación que en los hechos se ha dado
en lo que podríamos denominar como
“la truculenta historia de las APN” en
la que se convierten en partidos polí-
ticos y de los partidos políticos que se
transforman en APN, en los hechos sig-
nifica la puesta en práctica de lo pre-
visto en el artículo 26 del abrogado
Reglamento de Organismo Electorales
y Previsiones para la Ley Federal de Ins-
tituciones y Procedimientos Electora-
les que establecía

al partido político con registro con-
dicionado que en la elección de que
se trate no obtuviere el 1.5% de la
votación, si solicitare su registro de
asociación política nacional, le será
válida la documentación que presen-
tó para tramitar su registro condicio-
nado (DOF, 1978).

Si no hubiera sido por las Agru-
paciones Políticas Nacionales el mapa
político-partidario de nuestro país se-
ría radicalmente distinto de cómo lo
hemos conocido o como actualmente
es (véase anexo 2)

Entre 1978 y 1990 ocho partidos
políticos nacionales que se constitu-
yeron, tres de ellos surgieron de APN;
de 1991 a 1996, de los nueve que hubo
seis tuvieron su origen en una APN; y,
de 2003 a la 2006, tres APN han dado
vida a dos partidos políticos naciona-
les y que obtuvieron registro.

PARA CONCLUIR

Podemos decir que el papel cualitativo
fundamental de las Agrupaciones Polí-
ticas Nacionales en el desarrollo de-
mocrático de México es incuestionable
por cuanto han contribuido de mane-
ra decisiva a la evolución y fortaleci-
miento del sistema de partidos y a la
socialización del ejercicio del derecho
de asociación política entre los ciuda-
danos mexicanos. En efecto la existen-
cia de APN ha sido prolífica en nuestro
país.

En síntesis, la importancia de las
APN en la vida y evolución democráti-
ca radica en que de 1977 al año de
2005, solicitaron su registro como par-
tido político 52 organizaciones, de ellas
23 lo obtuvieron y en su momento lo
perdieron. Pero lo más significativo es
que 12 de estas últimas organizacio-
nes tienen su origen en una asocia-
ción o Agrupación Política Nacional
(véase Hurtado, 2006), o bien que és-
tas sean el refugio institucional de los
partidos que pierden registro.

Hasta antes de la reforma de no-
viembre de 2007 las APN en la práctica
eran el paso previo para la constitu-
ción de los partidos, o bien en el he-
cho de que cuando un partido perdía
su registro, éstas eran el refugio insti-
tucional de sus integrantes.

Además, hay temas que deben ser
precisados en el marco legal, pero por
el momento podríamos mencionar dos:
uno de ellos es el referente a estable-
cerles un régimen de fiscalización y de
sanciones específico, distinto al de los
partidos políticos; y el otro, es que en
la estructura del organismo electoral
exista una dirección o área específica

destinada a la atención y seguimien-
to de todo lo relacionado con las APN,
distinta de la destinada a los partidos
políticos.

Al final, lo que intentamos en este
breve artículo fue tratar de llamar la
atención respecto a la necesidad de
adaptar estas figuras a las nuevas rea-
lidades de la democracia mexicana y a
sus crecientes responsabilidades como
instancias genuinas de asociación de
los ciudadanos para participar en los
asuntos políticos del país.
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ANEXO 1
ESTRUCTURA ORGANIZATIVA DE LAS APN 1997-2005

Nombre de la APN

Unidad Obrera y
Socialista (¡UNÍOS!)

UNO

Coordinadora Ciudadana

Agrupación Política
Diana Laura

A’Paz Agrupación Política
Alianza Zapatista

Convergencia Socialista

Cruzada Democrática
Nacional

Jacinto López Moreno

Instituto para el
Desarrollo Equitativo y

Democrático

Organización México
Nuevo

Acción Republicana

Plataforma Cuatro

Praxis Democrática

Campesinos de México
por la Democracia

Asamblea Nacional
Indígena Plural por la

Democracia

Máximo órgano de gobierno

Comité Central4

Consejo Político Nacional5

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Directivo Nacional6

Comité Directivo Nacional7

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Directivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Consejo Directivo Nacional

Número de miembros

11 miembros y 12 secretarios

Dos coordinadores y un secretario de organización

Un presidente, nueve vicepresidentes, un secretario,
un pro-secretario, un tesorero y 17 vocales

Un presidente, siete secretarios y un director de finanzas

Un presidente, un tesorero, un primer vocal
y un segundo vocal

19 miembros suscitar

Un presidente, un vicepresidente, un secretario general y
12 secretarios

Un presidente, un secretario general y 15 secretarios

Un presidente, un secretario general, un coordinador
nacional, un responsable administrativo y contable y 15

secretarios

Un presidente, un vicepresidente, un secretario general, un
coordinador de asesores, el presidente de la red

universitaria, el presidente de la fundación “Estoy con
México, A. C.” y cuatro secretarios

Un presidente, un secretario general y 13 secretarios

Un presidente, un secretario general, un asesor jurídico,
un encargado de comunicación y enlace, un coordinador
general de imagen, educación y capacitación política; y

cinco secretarios

Un presidente, un secretario genera y 21 secretarios

Un presidente, un vicepresidente, un secretario general, un
secretario de finanzas y cinco coordinadores

Un coordinador general, un secretario de organización y
un secretario de finanzas,

(todos con su respectivo suplente), y 33 consejeros
(dos de cada Estado en el que tiene presencia excepto

Sinaloa que cuenta con un solo consejero)8

Órganos estatales

No disponible

Delegaciones Estatales

Consejerías Estatales

Delegaciones Estatales

Delegaciones Estatales

No disponible

Delegaciones Estatales

No disponible

Delegaciones Estatales

Comités Directivos
Estatales

Delegaciones Estatales

No disponible

Delegaciones Estatales

Consejos estatales con
un Comité de vigilancia

adjunto

Consejeros estatales que
representan a su estado
en el Consejo Directivo

Nacional

4 Además tiene un Comité Ejecutivo Nacional integrado por tres miembros.
5 Además tiene un Comité Directivo Nacional integrado sólo por un secretario de

financiamiento y administración.
6 Además cuenta con un Consejo Asesor compuesto por 24 miembros y 32 órganos

(unipersonales) complementarios a la integración del CDN.
7 Además cuenta con una Comisión de Honor compuesta por un presidente, un

secretario y dos vocales.
8 Además cuenta con nueve comisiones temáticas y tres asesores permanentes.

Cabe mencionar que uno de ellos, Margarito Ruiz Hernández, es el único que
ostenta este cargo desde la creación de la APN.
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Acción y Unidad Nacional

Centro Político Mexicano

Agrupación Política
Campesina

Familia en Movimiento

Mujeres en Lucha por la
Democracia

Acción Afirmativa

Mujeres y Punto

Alternativa Ciudadana 21

Unión Nacional
Sinarquista

Frente Nacional de
Pueblos Indígenas y

Comunidades Marginadas

Democracia XXI

Diversa Agrupación
Política Feminista

Foro Democrático

Unidos por México

México Líder Nacional

Fuerza del Comercio

Defensa Ciudadana

Comité Directivo Nacional

Comité Directivo Nacional9

Comité Ejecutivo Nacional10

Coordinación Ejecutiva
Nacional11

Comité Nacional
Operativo12

Comité Nacional Directivo13

Dirigencia Nacional

Consejo Directivo Nacional

Sinarquía Nacional14

Consejo Indígena Nacional

Comité Nacional

Comité Ejecutivo Nacional15

Comité Directivo Nacional

Consejo Nacional de
Dirección

Comité Ejecutivo Nacional

Consejo Nacional

Coordinación Nacional

Un presidente, un secretario general, un secretario de
administración y un secretario de asuntos electorales

Un presidente, un vicepresidente, un consejero general, un
coordinador general, un secretario general y un secretario

de administración y finanzas

Un presidente, un vicepresidente, dos comisionados de
finanzas y cinco secretarios con sus respectivos subsecretarios

Un coordinador ejecutivo y seis secretarios

Una presidenta, una directora general, una secretaria
general, una subdirectora de enlace y vinculación y 11

miembros

Un presidente y tres secretarios

Una presidenta, una vicepresidenta, una secretaria, una
secretaria ejecutiva, una tesorera y una vocal

Un presidente, un secretario general y otros cinco
secretarios

14 miembros

Un presidente-coordinador general, tres vicepresidentes
y 24 coordinadores

Un presidente, un secretario general y otros 12 secretarios

Una presidenta, un vicepresidente y ocho secretarios

Una presidenta, un secretario general, 3 comisionados, un
tesorero, ocho secretarios y 11 delegados estatales

Un presidente, un secretario general y otros 13 secretarios

Un presidente, un coordinador general, un secretario
general y otros cuatro secretarios

Un presidente, un secretario general, dos vocales y seis
secretarios

Una coordinadora nacional apoyada por otros cuatro
coordinadores

Delegaciones estatales

Delegaciones estatales

No disponible

No disponible

Delegaciones estatales

Delegaciones estatales

Coordinaciones estatales

Comités estatales

Jefaturas regionales

No disponible

No disponible

No disponible

Delegaciones estatales

Delegaciones estatales

No disponible

Delegaciones estatales

Delegaciones estatales

9 Adjuntas posee dos Comisiones Nacionales, una de Vigilancia y otra de Honor y
Justicia; ambas integradas por un presidente, un secretario y dos vocales.

10 Apoyado por un Consejo de Investigaciones y Estudios Rurales y tres Comisiones
Nacionales, una de Garantías y Vigilancia, otra de Mujeres y una tercera de Jóvenes.

11 Además le apoya una Comisión Nacional de Honor y Justicia integrada por un
presidente y un vocal.

12 Cuenta también con un Comité de Administración y un Comité de Arbitraje, com-
puestos por tres mujeres cada uno. Además existen ocho delegadas ciudadanas.

13 Tiene también un Centro de Estudios Prospectivos y cinco comisiones nacionales:
Honor, Política, Acción Afirmativa, Permanente y de Financiamiento.

14 Además tiene un Comité Nacional integrado por seis secretarios, dos Comisiones
Nacionales: una de Honor y Justicia y una de Administración y Finanzas; y un
Tribunal de Apelación.

15 Cuenta también con un Consejo Nacional Autónomo de Vigilancia y una Comisión
Nacional Autónoma de Honor y Justicia.
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Delegaciones estatales

Coordinaciones
regionales y

delegaciones estatales

No disponible

No disponible

Delegaciones estatales

No disponible

Delegaciones estatales

Delegaciones estatales

Delegaciones estatales

Comités ejecutivos
estatales

No disponible

Consejos políticos
estatales

Delegaciones estatales

Delegaciones estatales

No disponible

No disponible

Delegaciones estatales

No disponible

Comités estatales

Delegaciones estatales

Una presidenta, un secretario general y otros cuatro
coordinadores

Un presidente, un secretario general, cuatro
vicepresidentes, tres coordinadores, un tesorero y un

secretario técnico

Un presidente, un secretario general y 12 otros secretarios

Un presidente, un secretario general y 13 otros secretarios

Una presidenta, un secretario general y otros tres
secretarios

Un presidente, una secretaria general, un vicepresidente,
un pro-secretario y una tesorera

Un presidente y dos secretarios

Un presidente, un secretario general y otros tres secretarios

Una presidenta y dos secretarios

Un presidente y seis secretarios

Un presidente, un secretario general, dos coordinadores,
un presidente de la Junta de Honor y Justica y cinco

vicepresidentes regionales

Una presidenta, un secretario general, siete secretarios y
dos vocales

Un presidente y seis directores

Un presidente, un secretario general, una tesorera y otros
ocho secretarios

Un presidente, un secretario general y otros cuatro
secretarios

Un presidente, un secretario general y otros ocho
secretarios17

Un presidente, un vicepresidente, un secretario general,
un subsecretarios, 25 otros secretarios, un oficial mayor,

10 comisionados, cuatro asesores jurídicos, ocho
consejeros consultivos, un consultor estratégico y una

directora operativa

Un presidente, una vicepresidenta y 10 coordinadores18

Un presidente, un secretario general y otros ocho
secretarios

Un presidente, una vicepresidenta, un secretario general y
otros cuatro secretarios

Comisión Nacional de
Dirección

Comité Ejecutivo Nacional

Consejo Ejecutivo Nacional

Consejo Directivo
Nacional16

Comité Ejecutivo Nacional

Consejo Directivo Nacional

Comité Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Consejo Político

Coordinación Nacional

Consejo Directivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Directivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Consejo Directivo Nacional

Comité Nacional

Consejo Directivo Nacional

Nueva Generación
Azteca, A. C.

Alianza Nacional
Revolucionaria, A. C.

Movimiento Patriótico
Mexicano, A. C.

Agrupación Nacional
Emiliano Zapata

Agrupación Política
Azteca, A. C.

Fundación Alternativa,
A. C.

Democracia y Equidad,
A. C.

Causa Común por México

Humanista Demócrata
José María Luis Mora

Nueva Democracia

Asociación Ciudadana del
Magisterio

Integración para la
Democracia Social

Movimiento Nacional
Indígena, A. C.

Frente Indígena
Campesino y Popular

Movimiento Indígena
Popular

Instituto Ciudadano de
Estudios Políticos

Comisión de
Organizaciones de

Transporte y
Agrupaciones Ciudadanas

Arquitectos Unidos por
México, A. C.

Movimiento de Expresión
Política, A. C.

Universitarios en Acción

16 Tiene también una Comisión de Honor y Justicia y una Comisión de Administra-
ción y Recursos Financieros, ambos integrados por un presidente y dos vocales.

17 Cuenta también con una Comisión de Honor y Justicia (cinco miembros) y una
Comisión de Administración (tres miembros).

18 Cuenta también con un Órgano Colegiado integrado por tres miembros.
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Asociación de
Profesionales por la

Democracia y el
Desarrollo

Profesionales por la
Democracia, A. C.

Generación Ciudadana,
A. C.

Ricardo Flores Magón

Movimiento Nacional de
Organización Ciudadana

Movimiento Ciudadano
Metropolitano, A. C.

Educación y Cultura para
la Democracia

Mexicanos en Avance por
el Desarrollo Equitativo

Ciudadanos Unidos por
los Derechos Humanos

Encuentro Social

Consejo Nacional de
Desarrollo Indígena, A. C.

Junta de Mujeres
Políticas, A. C.

Dignidad Nacional

Movimiento Causa Nueva,
A. C.

A Favor de México

Alianza Social

Avanzada Liberal
Democrática

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Dirigencia Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Coordinación Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Consejo Político Nacional24

Consejo Ejecutivo Nacional

Un presidente, un secretario general, otros siete
secretarios, un oficial mayor y dos asesores

Un presidente, un secretario general y otros 11 secretarios

Una presidenta, un secretario general y otros cuatro
secretarios

Un presidente, un secretario general, un secretario técnico
y otros 22 secretarios con sus respectivos suplentes20

Un presidente, un secretario nacional, un secretario de
finanzas y seis secretarios provisionales

Un presidente, un secretario y un oficial mayor

Una presidenta, un secretario general y otros cuatro
secretarios

Un presidente, un secretario general, otros siete
secretarios y ocho comisionados21

Un presidente, un secretario general y 14 otros
secretarios22

Un presidente, un secretario general y otros nueve
secretarios

Un presidente, un secretario general y un secretario de
finanzas

Una coordinadora nacional con su sub-coordinadora y 13
otras coordinadoras23

Un presidente, un secretario general y otros 13 secretarios

Un presidente, un secretario general y nueve otros
secretarios

Un presidente, un secretario general, ocho otros
secretarios y cinco secretarios generales adjuntos

Un presidente y 25 miembros

Un presidente, un secretario general y nueve
coordinadores específicos

Delegaciones estatales

Comités estatales

Delegaciones estatales19

No disponible

Comités ejecutivos
estatales

No disponible

Delegaciones estatales

Comités ejecutivos
estatales

Comités ejecutivos
estatales

Comités ejecutivos
estatales

Delegaciones estatales

Comisiones estatales

Coordinaciones
delegacionales

Comités estatales

Delegaciones estatales

Comités ejecutivos
estatales

Delegaciones estatales y
municipales

19 Las delegaciones están integradas por un presidente y un secretario general
20 Además incluye una Comisión de Honor y Justicia y una Comisión de Vigilancia,

ambas integradas por un presidente y dos vocales.
21 Tiene también un Consejo Nacional de 20 miembros.
22 Además cuenta con una Comisión Nacional de Administración y Finanzas confor-

mado por dos representantes.
23 Existen además una Comisión de Honor y Justicia, una Comisión de Vigilancia y

Fiscalización y una Defensoría de los Derechos de las Afiliadas.
24 Tiene además un Comité Ejecutivo Nacional y tres Comisiones Nacionales: de Ho-

nor y Justicia, de Administración y Finanzas, de Apelación.

▲
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Participa

Hombres y Mujeres de la
Revolución Mexicana

Organización Nacional
Antireeleccionista

Encuentros por el
Federalismo

Popular Socialista

Cambio Democrático
Nacional

Consejo Nacional de
Organizaciones

Rumbo a la Democracia

Profesionales por México

Grupo Genoma Mexicano

Alianza Ciudadana
Independiente por

México

Convergencia Nacional de
Ciudadanos

Fundación Vicente
Lombardo Toledano

Alianza Social
Democrática

Centro de Estudios para
el Desarrollo de México

Organización Política del
Deporte de México

Consejo Nacional

Consejo Nacional26

Comisión Política
Nacional27

Comité Directivo Nacional

Consejo Político Nacional

Comité Nacional

Consejo Ejecutivo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Ejecutivo
Nacional28

Comité Directivo Nacional

Consejo Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Consejo Nacional

Consejo Político Nacional

Comisión Ejecutiva Nacional

Comité Ejecutivo Nacional

Un presidente, un secretario general, otros 12 secretarios,
un tesorero, un coordinador de comisiones operativas, un

secretario técnico, un representante legal y los
presidentes de las comisiones25

Un presidente, un secretario general, un oficial mayor,
otros 11 secretarios, y los 11 integrantes de la Comisión

de Honor y Justicia

Un presidente, un secretario general, un oficial mayor, 16
secretarios, los siete presidentes y los siete secretarios
generales de los comités directivos estatales (mín.), los
presidentes de las comisiones de Honor y Justicia y de

Recursos y Valores

Un presidente, un secretario general y 13 direcciones
específicas

No específica

Un presidente, ocho secretarios, un coordinador de
asuntos jurídicos y los tres integrantes de la junta de

honor y justicia.

Un presidente, un coordinador ejecutivo, un secretario
general, 21 otros secretarios y un oficial mayor

Un presidente, un secretario general, otros tres
secretarios, los tres integrantes de la Comisión de Honor y

Justicia y los tres de la Comisión Técnica

Un presidente, un secretario general y otros 12 secretarios

Un presidente, un secretario general y otros 20 secretarios

El presidente y el secretario general del CEN, los titulares
de las delegaciones estatales y coordinaciones municipales

Un presidente, un secretario general, 10 otros secretarios
y un representante ante el Consejo General del IFE

El Comité Ejecutivo Nacional, los Comités de
Administración y Finanzas y de Honor y Justicia; los
presidentes, secretarios generales y de finanzas de los

Comités Estatales

El Comité Ejecutivo Nacional, los presidentes de los
Comités Ejecutivos Estatales y 14 consejeros

Un presidente, un secretario general y un tesorero

Un presidente, un secretario general y otros siete
secretarios

Comités estatales y
comités municipales

Comités estatales,
distritales y municipales

Comités directivos
estatales

Comités directivos
estatales

Consejos políticos
estatales

Comités estatales

Comités ejecutivos y
delegaciones estatales

Delegaciones estatales

Comités directivos
estatales

Comités directivos y
delegaciones estatales

Delegaciones estatales y
coordinaciones

municipales

Delegaciones estatales

Comités Estatales

Comités ejecutivos
estatales

Delegaciones estatales

Comités ejecutivos
estatales

25 Comisión Nacional de Administración y Finanzas, Comisión Nacional de Honor y
Justicia.

26 Cuenta también con un Comité Ejecutivo Nacional y una Comisión de Honor y
Justicia.

27 Tiene además un Comité Ejecutivo Nacional y dos Comisiones Nacionales: de Ho-
nor y Justicia, y de Recursos y Valores.

28 Además, Comisiones Editorial, de Financiamiento, de Honor y Justicia, y Nacional
de Administración y Finanzas. También una Coordinación Política.

▲
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Propuesta Cívica

Unión Nacional de
Ciudadanos

Fraternidad Socialista

Confluencia Ciudadana
Chimalli

Fundación para la
Autonomía Municipal y

Delegacional

Movimiento al Socialismo

Asociación para el
Progreso y la Democracia

de México, A. C.

Unidad Nacional
Progresista

Conciencia Ciudadana

Democracia
Constitucional

Asociación Profesional
Interdisciplinaria de

México Acción Ciudadana
(APIMAC)

Frente Nacional de Apoyo
Mutuo, A. C.

Agrupación Libre de
Promoción a la Justicia

Social

Movimiento Nacional de
Enlaces Ciudadanos y
Organización Social

Sentido Social

Legalidad y
Transparencia Primero

(LT1°)

Unidad Nacional
Lombardista

Coordinación Nacional

Comité Político Nacional

Dirección Nacional

Comité Nacional Ejecutivo

Comité Directivo Nacional

Comité Central29

Comité Ejecutivo Nacional

Pleno Nacional

Comité Directivo Nacional30

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Directivo Nacional

Consejo Directivo Nacional

Comité Directivo Nacional

Consejo Nacional31

Dirección Nacional32

Comité Ejecutivo Nacional33

Comité Ejecutivo Nacional

Un presidente, tres coordinaciones y de siete a 21 delegados

Un presidente, un vicepresidente, un secretario general y
un secretario técnico

Un presidente, un secretario general y otros cuatro
secretarios

Un director ejecutivo, dos secretarios y siete coordinadores

Un presidente, cinco centros temáticos y una dirección de
administración y finanzas

El número de miembros que determine el Congreso General

Un presidente, un secretario general y otros cinco
secretarios

Un presidente, un secretario y un secretario técnico, seis
otros secretarios y los presidentes de los Comités

Directivos Estatales y los dirigentes de las Asociaciones
Adheridas

Un presidente, un secretario general y otros ocho
secretarios

Un presidente y al menos otros 19 secretarios

Un presidente, un coordinador general, cuatro
vicepresidentes directivos y 20 secretarios

Un presidente, un secretario general, un tesorero y otros
siete secretarios

Un presidente y los demás miembros que decida la
asamblea nacional

Un presidente, un secretario y dos vocales, además los
ocho integrantes del Comité Ejecutivo Nacional, un

consejero nacional por cada 300 miembros y el presidente
y secretario de cada Comité Ejecutivo Estatal

Un director, un secretario general, un tesorero y los
presidentes de tres comisiones

Un presidente, un secretario, un tesorero y direcciones de
actividades específicas

Un presidente, un secretario, un tesorero y dos vocales

Comités delegacionales

Comités directivos
estatales

Delegaciones estatales

Comités estatales

Delegaciones estatales y
subdelegaciones

municipales

Comités ejecutivos
estatales, municipales y

delegacionales

Comités estatales

Comités directivos
estatales

Comités directivos
estatales

Comités ejecutivos
estatales y municipales

Comités delegacionales
estatales

Consejos directivos
estatales y municipales

Delegaciones estatales

Consejos estatales

Direcciones estatales

Comités estatales

Comités ejecutivos
estatales y municipales

29 Existe también un Comité Moral y un Comité Ejecutivo Nacional.
30 Otro de sus órganos es un Consejo Consultivo integrado por miembros vitalicios
31 Existen también Comités Ejecutivos tanto Nacional como Estatales y Comisiones

de Vigilancia de los dos ámbitos también.
32 También cuenta con una Dirección de Justicia.
33 Además cuenta con dos Comisiones, una de Ingresos-Egresos y otra de Honor y

Justicia.

▲
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Plenos estatales y
municipales

Comités directivos
estatales

Coordinaciones estatales

Comités directivos
estatales y municipales

No disponible

Comités directivos
estatales

Delegaciones estatales

Un presidente, un secretario y un secretario técnico

Un presidente, un secretario general y 13 secretarios

Un coordinador, una co-coordinación política y 16
coordinaciones

Un presidente, un vicepresidente, un secretario y un
secretario técnico

Un presidente, un vicepresidente, cuatro secretarios y un
tesorero

Un presidente, un secretario general y otros seis
secretarios

Un presidente, un secretario general, 13 otros secretarios,
un consejo asesor y los titulares de las delegaciones

estatales

Pleno Nacional

Comité Directivo Nacional

Coordinación Nacional

Consejo Político Nacional

Consejo Directivo

Comité Ejecutivo Nacional

Comité Directivo Nacional

Fundación Democracia y
Desarrollo

Esperanza Ciudadana

Poder Ciudadano

Estructura Ciudadana

Erigiendo una Nueva
República

México Nuestra Causa

Jóvenes Universitarios
por México

▲

34 Por esta misma razón el Consejo General del IFE determinó hacerles observaciones
a sus estatutos por no cumplir con la obligación de contar con ciertos requisitos
básicos fundamentales en sus estructuras directivas y procesos de decisión. Esta
información se presenta en el cuadro que contiene el resumen de las observacio-
nes del IFE a los documentos básicos del las APN que solicitaron registro durante
2005, y que se incluye más adelante.

Notas importantes:
1.- Los órganos directivos cuya integración incluye fórmulas que no permiten el cálculo exacto del número de integrantes han sido calculadas al número

mínimo posible. Por ejemplo, las que incluyen un delegado por cada Estado en el que tenga presencia la agrupación, se calculó siete delegados
puesto que el Cofipe exige como requisito para constituir una APN tener presencia en al menos siete entidades federativas.

2.- Los estatutos de algunas APN no permiten calcular el número de integrantes del órgano directivo, por ejemplo Popular Socialista menciona un
Consejo Político Nacional pero no dice quiénes lo integran. Las APN en ese supuesto se han contabilizado como “inestimable”.34
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E

El desarrollo económico y el
medio ambiente: el caso de
México

ANA BERTHA
CUEVAS TELLO*n los últimos años ha surgido una discusión, no acotada, sobre la estrecha

relación entre el desarrollo económico y el medio ambiente. Tanto el crecimien-
to económico global como el deterioro ambiental han presentado tasas de au-
mento sin precedentes. El producto interno bruto (PIB) mundial pasó de 14.3
billones de dólares en 1970 a 53.1 billones de dólares en 2007 (UNEP, 2003; The
World Bank, 2009). Durante estos 37 años la economía mundial presentó un
crecimiento promedio anual de 3.6%, mientras que se incrementaron los gases
de efecto invernadero (generadores del cambio climático), las tasas de deforesta-
ción de los bosques, la destrucción de la capa de ozono, la extinción de algunas
especies de flora y fauna: éstos son algunos de los ejemplos que explican la
degradación paulatina del medio ambiente global.

Algunos especialistas aluden que el crecimiento económico tiene un efecto
negativo sobre la calidad del medio ambiente (Field y Field, 2003: 3-16). Otros
afirman que los habitantes de los países desarrollados tienden a valorar más la
naturaleza en la medida que su ingreso es más alto (idem). Otro grupo defiende
la tesis de que es el sistema económico actual (capitalista) el único responsable
de la severa degradación del entorno natural (Wallerstein, 1998).

Una corriente de economistas afirman que el crecimiento económico permite
proporcionar a los ciudadanos mejores niveles de consumo, acceso a los servicios
de salud, la educación, elevar la esperanza de vida, incrementar las pensiones
públicas para los jubilados, entre otros beneficios (Samuelson y Nordhaus, 2002:
491). En síntesis, la postura economista señala al crecimiento económico como
la única vía para mejorar la calidad de vida de los habitantes del mundo.

Sin embargo, estudios recientes sobre el medio ambiente señalan que los
problemas globales como el cambio climático podrían afectar los elementos bá-
sicos de la vida de la gente, como el acceso al agua, la producción de alimentos,
la salud y el ambiente. Agregan que cientos de millones de personas podrían

1Profesora e investigadora del Departamento de Estudios del Pacífico, Centro Uni-
versitario de Ciencias Sociales y Humanidades de la Universidad de Guadalajara.
Correo electrónico: anact@hotmail.com
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sufrir hambre, escasez de agua o inun-
daciones, y destacan que si no se toman
las medidas inmediatas correspondien-
tes, los costos económicos podrían ser
muy altos (Stern, 2006). Es decir, el
descuido del medio ambiente amenaza
no sólo con disminuir la calidad de vida
(o en su defecto terminar con ella),
sino que pone en riesgo el tan apre-
ciado crecimiento económico que sus-
tenta la sociedad actual.

La discusión anterior permite in-
tuir la cercana relación entre las dos
variables y su complejidad; la prepon-
derancia de una (el crecimiento eco-
nómico) como causante de la otra (el
deterioro ambiental) y viceversa; la
amenaza que vive la sociedad como
medio de acción para la continuidad
del sistema y como receptora de sus
efectos.

Bajo este singular contexto, Méxi-
co se presenta como un caso intere-
sante de analizar, ya que se distingue
por poseer una de las ciudades más
contaminadas del planeta, por ser el
segundo país con más tratados de li-
bre comercio en el mundo, por disfru-
tar de una gran biodiversidad y recursos
naturales, y por pasar de una econo-
mía proteccionista a una gran apertu-
ra económica.

Por lo anterior resulta interesante
analizar esta serie de interrogantes: ¿de
dónde surge la relación del crecimien-
to económico con el medio ambiente?,
¿es el deterioro ambiental consecuen-
cia del crecimiento económico?, ¿por
qué se dice que el sistema capitalista
es el causante del deterioro ambien-
tal?, ¿es el desarrollo sustentable una
opción viable?, ¿es México una repre-
sentación micro del acontecimiento
global?

Éstos son algunos de los temas que
se presentan en este trabajo. En el pri-
mer apartado se analizan las caracte-
rísticas económicas de los recursos
naturales y su papel como insumo eco-
nómico. En el segundo, se realiza un
debate teórico sobre la relación creci-
miento económico-medio ambiente, a

la vez que se estudia la propuesta del
desarrollo sustentable como una vía
alternativa. En el tercero, se analiza el
caso particular de México. En el últi-
mo se concluye.

CARACTERÍSTICAS ECONÓMICAS DE
LOS RECURSOS NATURALES Y EL
MEDIO AMBIENTE COMO INSUMO

ECONÓMICO

Los recursos naturales y el medio am-
biente son factores de producción: a)
la tierra proporciona alimento, mine-
rales, combustibles fósiles, bosques,
etcétera; b) el agua es la fuente de vida,
suministra una diversidad de víveres,
actividades recreativas, funge como
medio de transporte, entre otras; c) la
atmósfera brinda aire respirable, pues-
tas de sol y espacio para el traslado de
aviones (Samuelson y Nordhaus, 2002:
319).

Bajo esta perspectiva, donde se com-
binan elementos de sobrevivencia, como
de producción y servicio, los economis-
tas clasifican los recursos naturales en
cuatro categorías: 1) apropiables o in-
apropiables, 2) renovables y no reno-
vables, 3) esenciales o no esenciales y
4) privados o públicos y público mun-
diales.

Se dice que un recurso natural es
apropiable cuando el dueño del bien o
el consumidor pueden recoger el valor
económico del producto, es decir, se
obtiene un beneficio monetario de ello
o una satisfacción interior; ejemplo de
esto son los combustibles energéticos,
las piedras preciosas, los árboles, etcé-
tera. Los bienes inapropiables generan
costos y beneficios no sólo para sus
propietarios o a los consumidores, pues

generan externalidades que no se re-
flejan “totalmente en los precios y en
las transacciones del mercado”.1

Prueba de los bienes inapropia-
bles son los bosques, ya que los árbo-
les no sólo tienen un valor económico,
sino que dentro de sus funciones es-
tán las de generar oxígeno, regular el
balance del agua y la temperatura de
la tierra (al facilitar la infiltración a
los mantos freáticos), además de fungir
como hogar de una gran diversidad bio-
lógica y como fuente de recreación
(Ludevid, 1999: 97). En otras palabras,
cuando se corta un árbol para la pro-
ducción, el mercado no se apropia o
recoge todos los beneficios de este
bien, ni se responsabiliza de los males
que ocasiona; en este sentido, se ge-
neran efectos negativos en el mundo
de los que nadie se hace responsable.

Los recursos naturales son renova-
bles cuando sus servicios se reponen
periódicamente o tiene capacidad de
renovación propia (suelo agrícola, ma-
dera, energía solar).2  Un recurso no
renovable3  es “aquel cuya oferta es
esencialmente fija o no se regenera
suficientemente deprisa” (Samuelson
y Nordhaus, 2002: 320); entre éstos
tenemos el oro, la plata, el petróleo,
el gas, entre otros.

Los recursos naturales que no tie-
ne sustitución, como el oxígeno, el
agua, los bosques (por la absorción de
dióxido de carbono, aire limpio), son
considerados bienes esenciales porque
no hay otro elemento que los supla.
En cambio, todos los recursos que tie-
nen reemplazo se les considera como
no esenciales, como los combustibles
fósiles (el petróleo y el gas), ya que se
pueden sustituir por carbón, y cuando

1 “Son las situaciones en las que la producción o el consumo impone a otros costes
o beneficios que no son compensados” (Samuelson y Nordhaus, 2002: 320-324).

2 Los recursos renovables se clasifican en dos grupos: los biológicos y los fluidos. Los
primeros consisten en las especies de plantas y animales. Ellos pueden ser capa-
ces de autorrenovarse; sin embargo, si su explotación va más allá de su capacidad
de regeneración, éstos tienden a la desaparición. Mientras que recursos fluidos
son expedidos por la atmósfera y la circulación hidráulica (Hussen, 2004: xxvi).

3 Éstos se clasifican en dos: los reciclables y los no reciclables (idem).
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este último llegue a agotarse se susti-
tuirá con energía nuclear o solar.

Los bienes naturales públicos man-
tienen dos cualidades fundamentales:
“sus beneficios no presentan rivalidad
en su consumo y no son excluibles”
(Kaul, Grunberg y Stern, 2000: 4); ade-
más, su beneficio y utilidad se difun-
den indivisiblemente para toda la
comunidad, independientemente de
que las personas deseen o no comprar-
la (Samuelson y Nordhaus, 2002: 324-
325), muestra de esto son los beneficios
positivos de los bosques. Por otro lado,
los bienes privados tienen la caracte-
rística de “que se pueden dividir y su-
ministrar por separado a diferentes
individuos sin que produzcan benefi-
cios ni costes externos a otros” (idem).
Por último, dentro de los recursos na-
turales existen bienes públicos mun-
diales, que son aquellos cuyos recursos
se difunden indivisiblemente por todo
el planeta.

Hasta aquí se ha presentado la im-
portancia de los recursos naturales en
la economía y la clasificación de éstos.
Es clara la dependencia que tiene el
sistema económico de los recursos na-
turales, tanto como bienes de produc-
ción como de servicio. Evidentemente,
el primero se sostiene del segundo,
pues la naturaleza provee la materia
prima y la energía que hace funcionar
al sistema. Sin embargo, hay otra rela-
ción que va más allá del uso que el
sistema de producción hace de los re-
cursos naturales, es decir, lo que el
modelo económico le regresa al medio
ambiente.

De acuerdo con Field y Field, “las
funciones económicas básicas que se
realizan en una sociedad son la pro-
ducción y el consumo”. Estas activida-
des generan, durante su marcha,
productos de desecho (residuos) que
invariablemente regresan, en el corto
o largo plazo, a la naturaleza, lo que
invariablemente genera contaminación
o degradación al medio ambiente (Field
y Field, 2003: 27).

El gráfico 1 ilustra la interrelación
de la naturaleza con la economía (ibid.:
28). Se puede apreciar cómo la natu-
raleza es el soporte de la economía. En
este sentido, la producción y el consu-
mo generan residuos que van a parar
de manera directa al aire, al agua o la
tierra.

El modelo anterior refleja el fun-
cionamiento simple del sistema econo-
mía-naturaleza. En la actualidad hay
una diversidad de propuestas de ges-
tión de los flujos de residuos que in-
tentan reducir el daño ambiental y que
al mismo tiempo agregan complejidad
al modelo. No obstante, el gráfico es
pertinente pues permite entender este
proceso. Si posteriormente se le agre-
gan las medidas de reciclaje, tecnolo-
gía limpia o reducción de producción
y consumo, se verá que los residuos
disminuyen pero no desaparecen del
todo, pues como Uranga lo menciona:

el reciclaje industrial implica la dila-
pidación de más recursos para hacer
útil lo ya degradado, y en su andar
genera otros residuos que suelen pa-
sarse por alto en el conteo final
(Uranga, 2006: 177).

Bajo este análisis, es relevante se-
ñalar que la Tierra tiene una capacidad
finita de asimilación de contaminan-
tes, por lo que no es inmune a los resi-
duos. En otras palabras, la naturaleza
está dotada con capacidad para acoger
ciertos elementos contaminantes y

convertirlos en benignos o inofensivo;
empero, esta característica no es infi-
nita, por lo que poco a poco se está
minando la calidad del entorno (Field
y Field, 2003: 28).

Hasta este punto se ha presentado
el manejo que la economía hace del
medio ambiente. Es evidente, con base
en los elementos analizados, que confor-
me se eleven los niveles de producción y
consumo, aumentará la degradación del
ambiente, y que además los recursos
naturales con los que cuenta el plane-
ta no serán permanentes (incluso los
renovables).4  Bajo estas condiciones
esto representaría, en un futuro no
muy lejano, un problema de proveedu-
ría y una amenaza a la sustentabili-
dad. El análisis se complica cuando se
incluyen como elementos fundamen-
tales a los bienes esenciales, los in-
apropiables y los públicos, pues éstos
no sólo funcionan en el sistema eco-
nómico de la oferta y la demanda, sino
que además son elementales dentro
del sistema de sobrevivencia de los
seres vivos.

No obstante lo anterior, existen di-
versas posturas dentro de la misma
economía que postulan al crecimiento
económico como el medio más eficaz
para hacer frente al deterioro ambien-
tal, y que propone al desarrollo sus-
tentable como la vía adecuada para
combinar el bienestar del medio am-
biente permitiendo la continuidad
del crecimiento y el desarrollo eco-
nómico.

Factores de
producción

GRÁFICO 1

Medio ambiente natural La economíaResiduos

Recreación
medioambiental

Fuente: Hussen, 2004

4 Cuando su explotación es más rápida que su capacidad de renovación.
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DEBATE TEÓRICO SOBRE
LA RELACIÓN CRECIMIENTO

ECONÓMICO Y MEDIO AMBIENTE

Incrementar el PIB es una de las
principales metas de cualquier admi-
nistración pública nacional. Según
Samuelson y Nordhaus, “el crecimiento
económico continúa siendo un objeti-
vo fundamental de la política econó-
mica de los países” (Samuelson y
Nordhaus, 2002: 491). No obstante el
interés y la búsqueda constante de ello,
las economías del mundo presentan
tasas de crecimiento muy diferentes
que las ha llevado a alcanzar un des-
igual nivel de desarrollo doméstico,
quedando en el sistema internacional,
según una clasificación del Banco Mun-
dial, tres tipos de países: con desarro-
llo alto, con desarrollo medio y con
desarrollo bajo.

Field y Field señalan que anterior-
mente los problemas ambientales se
relacionaban con las economías desa-
rrolladas y que se creía que

los países en vías de desarrollo ten-
drían menos problemas ambientales
porque sus tecnologías preindustria-
les eran más respetuosas con la na-
turaleza y sus habitantes aún no ha-
bían adoptado un estilo de vida ma-
terialista (Field y Field, 2003: 451).

Sin embargo, los autores afirman
que en las últimas décadas las cosas
han cambiado, ya que se ha compro-
bado que los países en desarrollo ge-
neran grandes desastres ambientales,
lo que implica que los problemas
ecológicos para este tipo de economías
son “una cuestión de vida o muerte”.
Lo anterior lo manifiestan debido a que
los altos niveles de contaminación de-
gradan no sólo el medio ambiente sino
los recursos naturales, es decir, su
principal insumo productivo, lo que
los posiciona como entidades con pro-
fundo grado de vulnerabilidad, pues
es sabido que en este tipo de econo-
mías, especialmente las de desarrollo

bajo, el sector primario es el que ma-
yor contribución tiene en el PIB.

Otro problema que según Field y
Field se presenta dentro de los países
en vías de desarrollo, en el corto y
mediano plazo, es que aunque ellos
quisieran aspirar a una mejor calidad
ambiental no pueden hacerlo, porque
esto significaría sacrificar el nivel de
producción nacional. La afirmación
anterior la sostienen mediante una
explicación gráfica de las curvas de
posibilidades de producción.

mico) se esperarían cambios en el sec-
tor productivo como consecuencia de
la innovación en la tecnología y en el
desprendimiento de la dependencia de
los recursos naturales para su economía;
así la CPP se desplazaría hacia afuera.

Social y políticamente, Grossman
afirma que

en la medida que el ingreso se incre-
menta, la preocupación por el medio
ambiente, tanto de gobernadores
como de la ciudadanía en general, au-
menta y esto induce a una respuesta
de política pública que mejore el me-
dio ambiente” (citado en Banco Mun-
dial, 2002: 114).

Por su parte, Esty señala

que en las naciones acaudaladas, los
temas relacionados con la calidad de

La gráfica 2 presenta, desde una vi-
sión estática, la curva de posibilidades
de la producción (CPP) de un país de-
sarrollado y otro en vías de desarrollo.
La CPPA representa a un país desarro-
llado y la CPPB corresponde a una eco-
nomía en desarrollo.

Sea por la explotación que se hiciera
de los recursos en el pasado, por la
presión demográfica o por el uso de
tecnología menos avanzada […], la
curva B se encuentra por debajo de
la A (Field y Field, 2003: 454).

Si B decidiera alcanzar niveles de
producción superiores debe estar dis-
puesto a sacrificar la calidad de su
medio ambiente; en otras palabras

si quisiera producir una cantidad
como C1

 
tendría que permitir que la

calidad se deteriorase hasta el nivel e2.
Es decir, el desarrollo económico y la
calidad ambiental guardan entre sí una
relación de intercambio (ibid.: 454).

Además, el país desarrollado puede
permitirse un nivel de producción en C1

 
y

mantener mayor calidad ambiental en e1.
No se debe perder de vista que el

gráfico anterior muestra un modelo de
naturaleza estática, pues en el largo
plazo (el cual se encuentra conectado
directamente con el desarrollo econó-

GRÁFICA 2

Producción de
mercado

C

A: País desarrollado
B: País menos desarrollado

Calidad
ambiental

Fuente: Field y Field, 2003.
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vida han adquirido una mayor rele-
vancia y la gente siente que pude
pagar estándares ambientales más
altos (2001: 28).

Hasta aquí hemos visto un solo lado
del problema, del cual podríamos con-
cluir que efectivamente los países de-
sarrollados tienen mejor manejo
ambiental. Sin embargo, vale la pena
recordar que los países desarrollados en
su proceso de evolución también usaron,
de manera indiscriminada, los recursos
naturales, y al mismo tiempo emitieron
grandes cantidades de contaminantes
y residuos tóxicos; por lo tanto, se
podría interpretar como que en el sis-
tema internacional existe una constan-
te por la que necesariamente atraviesan
los países en el transcurso de su desa-
rrollo. La explicación de esto es una
propuesta de Samuelson y Nordhaus.

de los gases de efecto invernadero que
se generan en el planeta le resta confia-
bilidad al gráfico; y que además, a par-
tir de finales de los años 1960, algunos
de los países desarrollados trasladaron
sus empresas contaminantes (hierro,
acero, metales no ferrosos, compues-
tos químicos industriales, pulpa y papel,
etcétera) a los países no desarrollados
conocidos como paraísos de contami-
nación. Por lo tanto, parece que en al-
gunos de los países desarrollados no
aplica el modelo o son los mismos go-
biernos los que manejan el doble dis-
curso (clamar ante sus ciudadanos
bienestar ambiental sin tomar medi-
das firmes para lograrlo o mandar a
otras naciones, con regulaciones am-
bientales más bajas, las industrias
contaminantes).

De acuerdo con la gráfica 3, la ge-
neración de contaminación y el uso de
los recursos ambientales es un dere-
cho natural que tienen los países como
medio para alcanzar su desarrollo. En
este sentido, los países desarrollados
no tendrían elementos para debatir o
criticar este asunto, pues ellos en el ca-
mino hacia su industrialización hicie-
ron lo mismo. Sin embargo, existe el
riesgo de que en la defensa de este de-
recho (del uso de los recursos natura-
les y de contaminar) el medio ambiente
natural colapse y frene el crecimiento
económico de todos los países, pues re-
cordemos que algunos fenómenos na-
turales no respetan fronteras, pues son
males públicos mundiales: es el caso del
calentamiento global, de los hoyos en la
capa de ozono, la erosión del suelo, las
lluvias ácidas, entre otros. De hecho, es-
tudios recientes, como el Reporte Stern,
mencionan que de no tomarse medi-
das inmediatas para reducir la emisión
de gases de efecto invernadero,

los riesgos y costos en conjunto del
cambio climático equivaldría a per-
der al menos 5% del PIB cada año,
ahora y por siempre. Si un amplio
rango de riesgo e impactos son to-
mados en cuenta, la estimación del

la contaminación disminuye en el punto
C (Samuelson y Nordhaus, 2002: 319).

En la primera mitad de la curva hay
una relación positiva entre el deterio-
ro ambiental y el crecimiento econó-
mico, es decir, que el segundo es
responsable directo del primero. Em-
pero, según el gráfico, a partir de la
segunda mitad, los niveles de conta-
minación son decrecientes. Hasta aquí
es necesario dejar en claro cuatro as-
pectos: a) en el planeta los países de-
sarrollados son los menos; b) el proceso
de desarrollo es bastante complejo, por
lo que no existe una receta que apli-
que a todos los países y que sea capaz
de impulsar el desarrollo; c) el gráfico
deja de lado el ingreso per cápita, que
tiene relación directa con el consumo,
el cual no desciende porque el país al-
cance un desarrollo económico alto; d)
la distribución de la riqueza entre los

La gráfica 3 muestra el efecto que
tiene la contaminación con el creci-
miento económico. En los niveles de
renta baja del punto A, la agricultura
de subsistencia produce poca contami-
nación. Después, en la fase inicial de
desarrollo, el crecimiento de la indus-
tria pesada sin control de residuos pro-
voca una contaminación per cápita
mayor en el punto B. Por último, con
la reducción de la contaminación y el
desplazamiento de la industria hacia
los servicios en los países avanzados,

países es muy inequitativa. En este
sentido, son pocos los países que al-
canzan a desarrollarse. Aquí cabe ha-
cer una pregunta, ¿soportaría el medio
ambiente si todos los países iniciaran
su proceso de industrialización? Si no
se establece un proyecto diferente al
actualmente empleado en el proceso de
producción, la respuesta es no, pues
el costo sería muy alto.

Además, el hecho de que el país más
desarrollado del mundo (Estados Unidos)
sea el que emita casi la cuarta parte

Renta per cápita
Fuente: Samuelson y Nordhaus, 2002
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peligro podría aumentar al 20% o
más. Por el contrario, el costo de ac-
tuar ahora para reducir las emisiones
de dióxido de carbono para evitar los
peores impactos del cambio climático
pueden ser limitados alrededor del 1%
del PIB por año (Stern, 2006).

La afirmación anterior es sumamen-
te seria, ya que hasta hoy sólo se ha-
bían presentado resultados científicos
sobre las consecuencias del cambio
climático en la naturaleza y su efecto
en los seres vivos (inundaciones, ero-
sión del suelo, sequias, escases de ali-
mentos y agua, tormentas más fuertes,
deshielo de los glaciares, entre otros),
pero ahora se tienen los primeros es-
tudios sobre el costo económico que
traerá este fenómeno. El reporte Stern
anuncia que resulta más económico ac-
tuar ahora que ignorar el hecho y actuar
después: la primera tendría un costo de
aproximado de 1% anual, mientras que
el no hacer nada traería un costo de en-
tre 5% y 20% del PIB.

En suma, resulta casi imposible
imaginar lo que pasaría si el medio
ambiente limitara el “tan preciado”
crecimiento económico, ya que además
de las desgracias naturales (que gene-
rarían desolación, enfermedad y muer-
te) se sumarían las adversidades
sociales como altos niveles de desem-
pleo, incremento de las cifras de po-
breza, marginación, delincuencia, entre
otros. Al respecto, los economistas
mantienen una postura optimista al
apostar por los avances tecnológicos
en la búsqueda de frenar la degrada-
ción ambiental y mantener el creci-
miento económico.

La gráfica 4 señala que las restric-
ciones impuestas por el medio ambien-
te, es decir, la posibilidad de que el
medio ambiente limite el crecimiento
económico, pueden superarse con nue-
vas tecnologías. El análisis inicia en el
período 1 con una Frontera de Posibi-
lidades de Producción (FPP) entre la
calidad del medio ambiente y la pro-
ducción (AA).

El crecimiento económico sin cambio
tecnológico traslada la FPP a BB. En
esta nueva situación, la sociedad podría
producir más a costa de deteriorar la
calidad del medio ambiente.

Ésta es la visión pesimista. La si-
tuación mejora cuando se incorpora la
tecnología (limpia),5  la cual desplaza
la curva hacia la derecha de la FPP has-
ta CC; en este punto la sociedad puede
consumir más y gozar de un medio am-
biente más limpio.

Como se presenta en las gráficas 3
y 4, en un futuro, si se innova en tec-
nología y se aplican políticas ecológi-
cas, el sistema productivo no generará
contaminación. Pero todo esto parecie-
ra ser mera especulación, ya que en la
actualidad el proceso productivo de
algunos países desarrollados, identifi-
cados con tecnología de punta, gene-
ran altas tasas de contaminación y las
medidas políticas y económicas que se
aplican no intentan dar una solución
real sino que fungen como paliativos.
Además, cuando hablamos de un futu-
ro sin contaminación como consecuencia
de la implementación de la tecnología,
¿en cuánto tiempo se está pensando?,

pues desde las últimas décadas los de-
sastres naturales se han estado presen-
tado de manera más constante y con
más fuerza (Gore, 2007). Es decir, las
predicciones hechas por los especialis-
tas ya están ocurriendo, y se pronosti-
ca que vayan en aumento. ¿Cuándo
llegará el tan anhelado futuro que
mencionan los economistas? Esperemos
que no sea demasiado tarde. Sin duda,
la situación mundial se ha convertido,
como Beck lo mencionó, en una socie-
dad de riesgo (U Beck, citado por
Lezama, 2001).

Existe la certeza de una crisis am-
biental y al mismo tiempo se contempla
la posibilidad de minarla recurriendo a

la eficiencia energética (producir más
con menos energía mediante el uso
de innovaciones tecnológicas) y al
aprovechamiento de tecnología más
benigna, como las fuentes de energía
renovables (Uranga, 2006: 178-179).

El problema es que ambas medidas
requieren de cuantiosas inversiones
económicas que de alguna manera afec-
tarían a varios sectores de cualquier
país; incluso se ha manejado que la

Calidad del medio ambiente

Fuente: Samuelson y Nordhaus, 2002
Pr

od
uc

to
 in

te
rn

o 
br

ut
o

GRÁFICA 4

Periodo 1

Periodo 2 sin C.T.

Periodo 2 con C.T.

5 La introducción de equipo para extraer y quemar carbón bajo en azufre, la obliga-
ción de llevar mecanismos en los automóviles controlar la contaminación o el
desarrollo de energía solar, etcétera (Samuelson y Nordhaus, 2002: 497).r 
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protección al medio ambiente genera
aumento en los precios de los produc-
tos, cierre de fábricas, incremento del
desempleo y disminución de la com-
petitividad internacional. Entonces,
¿quién correría con los costos?

De acuerdo con el Reporte Stern,
implementar medidas para frenar el
cambio climático requiere sacrificar el 1%
del PIB anual, y aunque evidentemen-
te esta medida afectará de manera muy
distinta a los países y a pesar de no
tener los elementos para realizar un
análisis de cómo afectaría a cada una
de las economías, sí se puede afirmar
que si esta medida del 1% del PIB la
emplearan todos los países, la compe-
titividad a nivel internacional será
comparable a la actual.

Sin embargo, si tomamos en cuen-
ta que en la actualidad el sistema eco-
nómico que rige es, según Wallerstein,
el capitalismo histórico, el cual se ca-
racteriza por tener un

escenario integrado, concreto, limita-
do por el tiempo y el espacio, de las acti-
vidades productivas dentro de las cuales
la incesante acumulación de capital
ha sido el objetivo o ley económica
que ha gobernado en la actividad eco-
nómica fundamental” (1988: 7).

Entonces resulta poco conveniente
para el sistema dejar de acaparar ga-
nancias económicas.

De acuerdo con Wallerstein, para
conseguir una constante acumulación
de capital el sistema necesita de ex-
pandirse tanto en materia de produc-
ción como en términos geográficos, así

el capitalismo histórico ha llegado a
ser una amenaza para la posibilidad
de una existencia futura viable de la
humanidad, por haber sido el primer
sistema histórico que ha englobado
toda la Tierra y que ha expandido la
producción y la población más allá
de todo lo previamente imaginable
(Wallerstein, 1998).

Definitivamente, para Wallerstein,
dentro del capitalismo no existe una
solución posible para frenar el dete-
rioro ambiental, ya que esto iría en
contra de su propia esencia. Así, el
autor afirma que establecer “medidas
ecológicas significativas […] podría ser
el golpe de gracia a la viabilidad de la
economía-mundo capitalista” (idem).
Es decir, mantener el crecimiento eco-
nómico apostando en la tecnología lim-
pia y en la aplicación de medidas
ecológicas resulta insuficiente en un
mundo regido por un sistema econó-
mico como el capitalismo, pues éste
basa su funcionamiento en el incre-
mento incesante de la producción (lo
que implica aumento de consumo), y
las ganancias económicas que obtiene
de ellas. Así, en esta carrera, quien
repuntará será siempre la producción.

Joan Martínez-Alier apoya lo ante-
rior al mencionar que en el

sistema económico industrial el creci-
miento de la producción y el crecimien-
to del consumo implican a la vez el
crecimiento de la extracción y destruc-
ción final de los combustibles fósiles.

Así, tras el sistema capitalista re-
sulta imposible priorizar en el medio
ambiente.

Desde 1987 como resultado del
Informe Brundtland,6  se ha venido
generando la idea que la única manera
de mantener el desarrollo económi-
co, de gozar de los recursos naturales
y del medio ambiente es emplear el de-
sarrollo sustentable, es decir,

satisfacer las necesidades del presente
sin comprometer la capacidad de las
generaciones futuras de satisfacer sus
propias necesidades (Barcena, Ibarra
y Zubiaga, 2000: 12).

De acuerdo con Capalbo, el discur-
so del desarrollo sustentable

se preocupa en producir en un modo
más limpio, se propone consumir recur-
sos renovables, enfatiza en la preven-
ción –si es posible– o la minimización
de los impactos negativos, pero ja-
más se menciona la idea de producir
menos (2000: 16).

 En este sentido, no se está cortan-
do el problema de raíz. La propuesta
tiene dos inconvenientes: 1) ofrecer el
concepto pero no explicar, de manera
clara, cómo realizarlo; 2) mantenerlo
bajo el esquema del sistema capitalis-
ta, es decir, privilegiando lo económi-
co antes que lo ambiental.

Evidentemente, como aquí se plan-
teó, existen elementos para afirmar la
cercana relación entre el crecimiento
económico y el medio ambiente, don-
de el primero, en su sistema producti-
vo degrada al segundo. Sin embargo,
se carecen de los elementos necesarios
para afirmar si la ciencia y la tecnolo-
gía son la panacea que solucionará los
problemas ambientales o si lo que se
necesita es un cambio del sistema eco-
nómico. Por lo pronto, en el siguiente
apartado se intentará realizar un es-
tudio empírico del caso de México en
su proceso de desarrollo económico.

EL CRECIMIENTO ECONÓMICO Y EL
DETERIORO AMBIENTAL:

EL CASO DE MÉXICO

A principios del siglo XIX inició el pro-
ceso de Independencia en México. Por
poco más de cien años la economía me-
xicana se enfocó principalmente en la
minería (oro y plata) y la agricultura
(Cárdenas, 1990: 26 y 60). De estos
sectores dependía tanto el flujo mone-
tario como el intercambio comercial y el
empleo. Entrado el siglo XX el petróleo
se incorporó a la actividad económica,
debido a que iniciada la primera guerra
mundial fue el insumo más solicitado
del comercio exterior (Ortiz, 1990: 30).

6 Cuyos objetivos principales son examinar los temas críticos de desarrollo y medio
ambiente; formular propuestas realistas al respecto; proponer nuevas formas de
cooperación internacional.r 
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Hasta mediados de la década de
1940 los factores de producción y el
dinamismo económico de México de-
pendían fundamentalmente del sector
primario. No obstante, a partir de esta
fecha, tanto las condiciones sociales
internas [la emigración de los campe-
sinos a las áreas urbanas (Flores, 1973:
26-27)], como los acontecimientos ex-
ternos (la segunda guerra mundial)
modificaron, de manera determinante,
el sistema de producción del país dan-
do inicio al proceso de industrializa-
ción nacional.

La creciente demanda de produc-
tos mexicanos por parte de Estados
Unidos encajó muy bien con las necesi-
dades de empleo que requería la progre-
siva población urbana. Para enfrentar
tal situación el gobierno de México, a
través del gasto público, destinó fon-
dos hacia la inversión industrial, la cual
fue apoyada por organismos interna-
cionales y los bancos oficiales (Ardito-
Barletta, 1973: 145). Así,

el desarrollo industrial impulsado por
la producción de bienes intermedios
y de capital creó una estructura in-
dustrial más diversificada (ibid.: 146).

Mientras que la política económica
que el gobierno empleó como medida
para proteger la incipiente industria
fue el modelo de sustitución de impor-
taciones.7

De acuerdo con Trejo, los objetivos
del gobierno a través de la política de
sustitución de importaciones fueron:
1) reducir la dependencia del país res-
pecto del exterior y facilitar así el de-
sarrollo económico; 2) propiciar el
crecimiento industrial de México me-
diante la promoción de nuevas indus-
trias, “las cuales contribuirían a un
aumento generalizado en las tasas de
crecimiento del sector industrial”
(Trejo, 1973: 152).

El proteccionismo empleado para
la promoción de la industria nacional
presentó un resultado relativamente
benéfico. El crecimiento económico

del país fue de 6.7% en promedio
anual, lo que permitió mejorar la ca-
lidad de vida de los habitantes. El
período de 1950-1960

fue favorable en cuanto a la dismi-
nución de importaciones totales, pero
tal éxito no se dio en cuanto a la dis-
minución en los coeficientes de im-
portaciones con respecto a los espe-
rados, lo que sugiere que tal sustitu-
ción se llevó a cabo principalmente
en las etapas finales de la produc-
ción (Ardito-Barletta, 1973: 147).

Ardito-Barletta afirma que el cre-
cimiento industrial no fue superior al
esperado, “por el contrario, resultó
inferior en alguna de las ramas prote-
gidas” (idem).

Iniciada la década de 1970, el siste-
ma monetario internacional presentó
una crisis con consecuencias mundia-
les. Primero, porque la interdependen-
cia entre los estados facilitaba las
repercusiones de los acontecimientos
de un país a otro. Segundo, al no exis-
tir una disciplina financiera interna-
cional, los estados se veían seducidos
a manipular su tipo de cambio con el
fin de mejorar relativamente su posi-
ción. Todo esto resultó, a finales de
los años 1970, en una inflación mun-
dial, la cual se complicó con la crisis pe-
trolera (Gilpin, 1990: 155-160).

Ante tal acontecimiento la econo-
mía mexicana se afectó severamente.
En primer lugar, la inflación interna
aumentó a cifras alarmantes; en segun-
do, la especulación financiera provocó
fuga de capitales; y en tercero, la ad-
ministración federal se vio en la nece-
sidad de devaluar el peso. Lo que pudo
terminar en graves fracturas económi-
cas se controló a tiempo, debido al des-

cubrimiento de yacimientos petroleros
(De Alba, 1999: 128-130).

En este tiempo se privilegió la pro-
ducción de manufactura con mayor
necesidad de capital y tecnología, y se
protegieron las actividades estratégi-
cas como la petroquímica, la siderúr-
gica y la industria automotriz. La
protección de estos sectores resultó
atractiva para la inversión extranjera
como un medio de penetrar al merca-
do mexicano (Moreno, 1990: 77-94).

Durante 1978 y 1981, la economía
mexicana tuvo un repunte importan-
te: el PIB se incrementó 8% en prome-
dio anual. Sin embargo, a mediados de
1981, el precio internacional del pe-
tróleo empezó a descender y el gobier-
no no supo manejarlo, por lo que, a
pesar de recurrir al endeudamiento
externo, la crisis económica fue inevi-
table en 1982 (De Anda, 1999: 78-90;
Lustig, 1994: 102-104).

Tras el desgaste del modelo de sus-
titución de importaciones, el gobierno
de Miguel de la Madrid inició una tran-
sición para desmantelar las políticas
populistas e iniciar un esquema neoli-
beral donde la apertura económica fue
una prioridad. Para 1986 México ingre-
só como miembro del GATT (General
Agreement on Tariffs and Trade, hoy
conocido como la Organización Mun-
dial de Comercio) e implantó un desa-
rrollo centrado en el fomento de las
exportaciones, la liberalización y la
desregulación económica (Lustig, 1994:
102; De Anda, 1999: 89).

A estas fechas el comercio de Méxi-
co se comportaba como se muestra en
el cuadro 1.

Para 1975 las exportaciones de
México se concentraban principalmente
en productos de la industria manufac-
turera (42%), la industria extractiva

7 Consiste en la intervención directa e indirecta del gobierno por medio de incenti-
vos fiscales y crediticios y protección comercial. Esta medida se aplicó no sólo por
la existencia de fallas en los mercados, sino por las debilidades estructurales de la
economía, la concentración de las exportaciones en el sector primario, escasez de
capital y de mano de obra calificada, la dependencia tecnológica y débil espíritu
empresarial (Clavijo y Valdivieso, 1994: 31).
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(26%) y en la agricultura y silvicultu-
ra (21%). Los otros dos sectores (ga-
nadería y productos no clasificados) no
rebasan, de manera individual, el 6.2%
de las exportaciones totales.

En el transcurso de cinco años, el
crecimiento promedio anual de las ex-
portaciones totales fue de casi 40%.
No obstante el aumento, el sector ga-
nadero y los productos no clasificados
presentaron un importante descenso,
mientras que la exportación de petró-
leo creció cerca de 68% anual, hecho
que tuvo relación con las circunstan-
cias del contexto internacional y el
descubrimiento de yacimientos petro-
líferos en el interior del país. También
la industria manufacturera presentó un
importante incremento (23% promedio
anual) como consecuencia de la políti-
ca económica nacional y la inversión
extranjera directa que se estableció en
el país. Sin embargo, en lo que se refie-
re a la configuración de las exportacio-
nes mexicanas hubo una modificación
importante: el petróleo acaparó casi el
70%, la industria manufacturera dis-
minuyó casi por la mitad, mientras que
la agricultura no alcanzó el 10%.

Para 1985 los sectores que mayor
contribución tenían con las exporta-
ciones totales del país fueron la indus-
tria extractiva (63%) y la manufactura
(31%). Con estas cifras, es evidente que
aun cuando la primera industria du-
rante este período disminuyó su apor-

tación al total, el producto que soste-
nía el comercio exterior en este país
era el petróleo, pues más de la mitad
de los ingresos provenían de él. Es no-
table cómo la industria manufacturera
fue avanzando en las exportaciones,
pues para estas mismas fechas presen-
tó un incremento promedio anual del
casi 15%.

Aunque el modelo de sustitución de
importaciones no fue del todo perfec-
to, sí produjo ciertos resultados favo-
rables en cuanto a la industrialización
del país, pues haciendo un recuento
desde principios del siglo XX, se puede
observar que los productos de expor-
tación se fueron diversificando, prin-
cipalmente una vez que se adoptó el
modelo de sustitución de importacio-
nes, dejando de depender sólo del sec-
tor primario.

Al mismo tiempo resulta importan-
te destacar el aumento neto del comer-
cio mexicano, pues en estos diez años
el crecimiento promedio anual fue de
23%; es decir, México pasó de exportar
2 858 625 a 21 866 406 miles de dóla-
res, y queda con mayor crecimiento el
petróleo (34%), la manufactura (19%)
y la agricultura (7%).

Lo que este análisis nos indica es:
1) el inicio paulatino de la industriali-
zación del país; 2) la importante par-
ticipación del petróleo en el comercio
exterior; 3) la postura del gobierno
mexicano. Una vez descubiertos los
yacimientos petrolíferos, la misión fue
explotar y exportar sus recursos natu-
rales, en vez de emplear una política
económica clara de reforzamiento al
proceso de industrialización que pre-
viamente se había iniciado.

CUADRO 1
EXPORTACIONES MEXICANAS POR SECTOR DE ORIGEN, 1975-1985

(MILES DE DÓLARES)

Concepto 1975 Porcentaje 1980 Porcentaje Crecimiento 1985 Porcentaje Crecimiento Crecimiento
respecto respecto prom. anual respecto prom. anual prom. anual
al total al total 1975-1980 al total 1980-1985 1975-1985

Exportación total 2 858 625 100.0 15 307 480 100 39.9 21 866 406 100 7.4 22.6
Algricultura y silvicultura 597 707 20.8 1 424 285 9.3 19.0 1 143 172 5.2 -4.3 6.7
Ganadería, apicultura,
   caza y pesca 176 271 6.2 121 314 0.8 -7.2 179 484 0.8 8.1 0.2
Industrias extrativas 737 271 25.8 10 373 717 67.8 69.7 13 819 095 63.2 5.9 34.1
Industrias manufactureras 1 201 815 42.0 3 382 900 22.1 23.0 6 720 604 30.7 14.7 18.8
Productos no clasificados 147 564 5.2 2 853 0.0 -54.6 4 051 0.0 7.3 -30.2

Fuente: Banco de México, citado en Ortiz, 1990.
*Las columnas de crecimiento promedio anual y la de los porcentajes son de elaboración propia.

Fuente: Elaboración propia con datos del INEGI. Disponible en: http://www.inegi.org.mx
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En la segunda mitad de la década
de 1980, la administración de Miguel
de la Madrid impulsó una reforma de
Ley de inversión extranjera, donde se
dieron muchas facilidades de estable-
cimiento a aquellas industrias que es-
tuvieran acorde con los objetivos del
desarrollo del país. Además, el gobier-
no mexicano empezó a participar acti-
vamente en los foros emergentes de
cooperación económica entre los paí-
ses de la Cuenca del Pacífico (Gurría:
1997: 65).

Como se puede observar en el grá-
fico 5, las medidas empleadas por el
gobierno mexicano para atraer la in-
versión extranjera, aunque con algu-
nos altibajos, en general fueron
efectivas. Para 1985, la IED alcanzó la
suma de 1 729 millones de dólares; sin
embargo, para 1993 esta actividad eco-
nómica alcanzó un total de 4 900 mi-
llones de dólares. Lo anterior significa
que durante estos diez años el creci-
miento promedio anual fue del 14%.

De 1989 a 1994 se consolidó en
México la liberalización y la apertura
comercial. A partir de esta fecha, con
la entrada en vigor del Tratado de Li-
bre Comercio de los países de América
del Norte (TLCAN), la economía mexi-
cana se colocó en una posición estra-
tégica, ya que con la firma del TLCAN

México pasó a convertirse en socio co-
mercial de la principal potencia econó-
mica de estos tiempos. Este acuerdo le
adjudicó confiabilidad al país. Al mis-
mo tiempo, el resto de los países vieron
en el territorio mexicano la posibili-
dad viable de penetrar al mercado es-
tadounidense, iniciando así el interés
por la firma de tratados de libre co-
mercio con este país.

Al día de hoy, México es el segun-
do país con mayor número de Tratados
de Libre Comercio (43 países).8  Es de-
cir, existe una gran apertura comercial
y de inversión, la que le ha permitido
aumentar la inversión extranjera directa
(que se estableció en territorio mexica-
no), el volumen comercial y el produc-
to interno bruto, lo que a su vez trajo

como efecto, desde 1990, que el pe-
tróleo dejara de ser la mercancía prin-
cipal de las exportaciones mexicanas.

Como se observa en la gráfica 6, las
exportaciones mexicanas presentaron
un crecimiento constante. Hasta 1990
las ventas al exterior se mantenían en
un nivel relativamente bajo. Iniciada
la década de 1990 el repunte se dio de
manera peculiar, lo que lo llevó a pre-
sentar, en el período de 1986-2007, un
crecimiento promedio anual de 14%.

Otro dato interesante es que hasta
los años 1990 las exportaciones petro-
leras como las no petroleras se mantu-
vieron en proporciones similares; sin
embargo, después de estas fechas la
brecha entre los dos tipos de exporta-
ciones se fue ampliando hasta predo-
minar las exportaciones no petroleras.
No obstante cabe destacar que, aun-

que con crecimiento lento, las expor-
taciones petroleras se mantienen como
un producto importante del mercado
exterior mexicano.

Si consideramos que el producto in-
terno bruto es, de acuerdo con Samuelson

la suma de los valores monetarios del
consumo, la inversión bruta, las com-
pras de bienes y servicios por parte
del estado y las exportaciones netas
producidas en un país durante un de-
terminado año (2002: 377),

entonces podemos considerar que
el PIB de México, durante el período de
expansión de las exportaciones, tam-
bién presentó aumento.

La gráfica 7 presenta la evolución
del PIB real de México en el período de
1986-2007. Se puede observar que du-

Fuente: elaboración propia con datos del INEGI. Disponible en: http://www.inegi.org.mx

GRÁFICA 6
EXPORTACIONES MEXICANAS, 1986-2007

300000

250000

200000

150000

100000

50000

0

19
86

19
87

19
88

19
89

19
90

19
91

19
92

19
93

19
94

19
95

19
96

19
97

19
98

19
99

20
00

20
01

20
02

20
03

20
04

20
05

20
06

20
07

8 Para mayor información, consúltese la página http://www.promexico.gob.mx/
wb/Promexico/tratados_de_libre_comercio.

M
ile

s 
de

 d
ól

ar
es

Fuente: elaboración propia con datos del INEGI. Disponible en: http://www.inegi.org.mx

GRÁFICA 7
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rante estos 21 años, con excepción de
1994-1995, 2000-2004, el incremento
económico del país fue positivo. En
general, durante este lapso, el creci-
miento del PIB mexicano fue de 3%
promedio anual.

Esta gráfica refiere que si bien el
PIB de México también presentó un cre-
cimiento positivo a partir del ingreso
del país al GATT, las cifras no se dieron
en las mismas proporciones que lo hi-
cieron las exportaciones, pues el cre-
cimiento del PIB real fue de 3%,
mientras que el de las exportaciones
fue 14%, lo que significa once puntos
de diferencia. Esto explica que, si bien
la implementación del modelo neoli-
beral en México le permitió al país
experimentar un desarrollo comercial
mundial sin precedentes (con transfor-
mación en la industria, el empleo y los
servicios financieros), al gobierno me-
xicano le ha faltado la implementación
de una política económica que vele por
los intereses de los ciudadanos, es de-
cir, que deje de asumir la cómoda pos-
tura de dejar en manos de la IED el
desarrollo económico del país (con todo
lo que esto implica).

Una vez que se ha realizado un bre-
ve análisis de la evolución de la eco-
nomía mexicana, resulta relevante
retomar el tema central de este traba-
jo: encontrar la relación del crecimiento
económico con el deterioro ambiental.
Previo a iniciar, es claro que, además
de que el proceso de desarrollo indus-
trial de un país implica la utilización
de recursos naturales y que México está
viviendo su propia industrialización, el
gobierno, a través de los años, ha ex-
plotado sus recursos no sólo como ma-
teria prima sino como un bien final
para el mercado. En este sentido, es
evidente que en México la disminución
de los recursos naturales es obvia. Sin
embargo, el análisis práctico de cifras
reales resulta necesario.

En México, como en algunos otros
países del mundo, desde fines del siglo
XIX se emplearon algunas leyes am-
bientales como la Comisión Internacio-

nal de Límites y Aguas (formada por
una sección mexicana y una estado-
unidense) y el Tratado de las Aguas
Internacionales, firmado en 1944. Sin
embargo, no fue hasta principios de los
años 1970 cuando iniciaron de manera
concreta las regulaciones ambientales
(Garza, 1996). En 1971 se estableció la
Ley Federal para Prevenir y Controlar
la Contaminación Ambiental y el Re-
glamento para la Prevención y Con-
trol de la Contaminación, en 1982 la
Ley Federal de Protección al Ambien-
te. En 1988 se publicó la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente (LGEEPA) y el Reglamento
de Prevención y Control de la Conta-
minación Atmosférica (Villa y Sánchez,
2007). A partir de 1992, fecha de la
Cumbre de Río, México inició una se-
rie de reformas estableciendo como
base el desarrollo sustentable. En 1998
se añadió un párrafo clave al artículo
4 de la Carta Magna mexicana, que ac-
tualmente señala que “toda persona
tiene derecho a un medio ambiente
adecuado para su desarrollo y bienes-
tar” (Gutiérrez, 1999).

A principios de la década de 1990,
la superficie forestal de México era de
69 millones de hectáreas; para 2005
ésta sólo es de 64 millones. Es decir,
en 15 años la disminución del área fo-
restal es de 5 millones, lo que repre-
senta una reducción promedio anual
de 0.5%. El problema se acentúa cuan-
do, de acuerdo con las cifras de la Food
and Agriculture Organization of the
United Nations (FAO), este país es im-
portador neto de productos madereros;
y México se distingue por satisfacer su
consumo del exterior, lo que de alguna
manera sugiere una capacidad produc-
tiva relativamente mala y la evidencia
de tala ilegal.

En relación con el petróleo, a prin-
cipios de 2008 el Centro de Estudios
Económicos del sector privado anun-
ció que a México sólo le queda el 1%

de las reservas petroleras a nivel
mundial, es decir, al país sólo le res-
ta una provisión de diez a doce años
de este producto.9  Por otro lado, en el
anuario estadístico de 1988 elaborado
por PEMEX, se afirmó que México se en-
contraba en el lugar número 8 de los
principales países con mayor reserva
de petróleo, mientras que en el anua-
rio de 2008 México apareció en el lu-
gar número 16 en importancia a nivel
mundial: 20 años después el nivel de
reservas mexicanas bajaron ocho esca-
ños. En la relación reservas-producción-
años en 1988 se preveían 56 años; sin
embargo, con base en las cifras ante-
riores, en el pronóstico actual existe
un desfase de 24 años, lo que siguiere
tres hipótesis: 1) los cálculos hechos
en 1988 fueron erróneos; 2) el consu-
mo de petróleo ha sido más grande y
ha ido más de prisa de lo previsto; 3)
la política petrolera ha sido deficiente
(PEMEX, anuarios estadísticos de 1988
y 2008).

En cuanto a los recursos naturales,
México es rico en plata, cobre y oro.
De hecho, la participación de la mine-
ría no petrolera en el PIB nacional de
2008 fue de 3.6%. Además, México ocu-
pa el segundo lugar a nivel mundial de
producción de plata, fluorita y bismuto.
Por lo anterior, existen elementos para
afirmar que, pese a que en México se
ha alcanzado cierto grado de industria-
lización, aún se explotan y exportan
los recursos naturales (Secretaría de
Economía, 2009).

El análisis anterior trató del con-
sumo directo (reducción) de los recur-
sos naturales; sin embargo, resulta
necesario realizar un análisis de los
residuos contaminantes que provoca el
sistema económico actual (basado en
la producción y el consumo), el cual
utiliza la quema de combustibles fósi-
les como medio de energía. Al mismo
tiempo, el sistema de transporte y el
consumo de las viviendas, entre otros,

9 El Informador (25/02/08). “Tiene México reservas petroleras para 12 años: CEESP”.
Disponible en: http://www.el-universal.com.mx/notas/485120.html.r 
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hacen uso de esta fuente de energía
para su funcionamiento, lo que provo-
ca emisiones de gases contaminantes
generadores del cambio climático. En
este sentido, el estudio de la emisión
de estos gases contaminantes en Méxi-
co se realizó partir de su ingreso al GATT.

Como se puede apreciar en la gráfi-
ca 8, la emisión de gases de efecto in-
vernadero en México, a través de los
años, ha presentado una tendencia
positiva de 2.5% en promedio anual,
es decir, casi el mismo incremento que
presentó el PIB del país en el mismo
período (3%). Lo anterior significa que
las emisiones de México pasaron de
aproximadamente 270 a casi 450 mi-
llones de toneladas métricas. Estas ci-
fras de alguna manera representan una
importante relación entre el crecimien-
to económico y el deterioro ambiental
pues, con base en el análisis anterior,
México inició su proceso de industria-
lización en volúmenes relativamente
altos a partir de su ingreso al GATT.

Si observamos las gráficas 7 y 8, se
puede advertir la similitud que hay, en
la evolución de la tendencia, en ambas
variables. Resulta relevante indicar que
en los dos gráficos el comportamiento
recesivo (durante los períodos de cri-
sis) fue muy parecido, mientras que en
los años de repunte económico tam-
bién se presentó tendencia positiva en
la emisión de dióxido de carbono.

CONCLUSIÓN

Con base en los elementos analizados
(teóricos y prácticos), se puede esta-
blecer que hay una estrecha relación
entre el crecimiento económico y el
deterioro ambiental, porque el prime-
ro depende de los recursos naturales
para echar a andar el proceso produc-
tivo, mientras que el medio ambiente
funge como captador de los residuos
contaminantes inherentes al sistema
de producción, dos actividades que de-
gradan, de manera constante, la cali-
dad del entorno natural.

Lo peligroso en esto es que no sólo
la economía depende de la naturaleza
para funcionar, sino que también los
seres humanos necesitamos invariable-
mente de ella para sobrevivir. En este
sentido, qué tanto valor tiene que el
crecimiento económico ofrezca elevar
los estándares de vida de los habitan-
tes en materia de salud, educación,
laboral y en el desarrollo personal, si
el medio ambiente amenaza con gran-
des desastres naturales que ponen en
riesgo todo lo ofrecido por el crecimiento
económico. En esta subasta de ofreci-
mientos, ¿quién resulta más convin-
cente? ¿A quién le entregaremos el más
grande de los tesoros, es decir, la vida
misma?

Algunas corrientes economistas son
optimistas en cuanto que apuestan por
la tecnología para hacer frente al de-
trimento ambiental, y es muy posible

que se alcancen logros. Sin embargo,
es claro que la tecnología se innova en
los países desarrollados y que el pro-
ceso de difusión entre los países re-
quiere de tiempo. Además, aunque es
evidente que la tecnología empleada
en el proceso productivo de la actuali-
dad es menos contaminante que en el
pasado, aún generan daños al medio
ambiente. Así mismo, la tecnología del
futuro será mejor que la del presente.
Entonces, de lo que se está hablando
es de tiempo, que también requiere la
naturaleza para recuperarse y renovar-
se; en este sentido, ¿qué tanto se pue-
de esperar de esta propuesta?

Otra cosa que no contempla el mo-
delo esta corriente economicista son
los costos económicos de la innovación
y el empleo de la tecnología limpia.
¿Quién los asumirá? Recordemos que el
sistema económico capitalista (que rige
en la actualidad) se basa en el creci-
miento constante de la producción y
el consumo, los cuales lo llevan a la
obtención de ganancias económicas.
Así, ¿cómo se podrá combinar la dis-
minución de las ganancias monetarias
(producto del empleo de medidas eco-
lógicas) y el mantenimiento de la ló-
gica capitalista? Según Wallerstein no
hay salida favorable para el restableci-
miento de la salud medioambiental
dentro del sistema histórico existente.

Sin embargo, según se apreció en
el trabajo, existen medidas propuestas
dentro del Reporte Stern para hacerle
frente al cambio climático (no es el
único problema ambiental pero sí uno
de los más apremiantes por la magni-
tud de su alcance). Éste propone asu-
mir un costo equivalente al 1% del PIB

para emplear medidas eficientes que
logren reducir los niveles de gases de
efecto invernadero causantes del cam-
bio climático y con ello los efectos ad-
versos a la naturaleza y a la sociedad.
De lo contrario, señala el Reporte, el
no hacer nada (que es lo que en gene-
ral ha venido ocurriendo) implicaría, a
mediano y largo plazo, un costo de
entre 5% y 20% del PIB. Evidentemen-

Fuente: elaboración propia con datos del International Energy Annual 2006, Energy Information
Administration Official Energy Statistics from the US Government.

GRÁFICA 8
EMISIÓN DE DIÓXIDO DE CARBONO DE MÉXICO

(POR CONSUMO Y QUEMA DE COMBUSTIBLES FÓSILES, 1986-2006)
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te para cualquier gobierno la primera
opción es la más viable, pues se consi-
dera que el sistema económico puede
seguir funcionando con esto.

El no tomar medidas ahora (que
requiere el mínimo de gasto), las cir-
cunstancias obligarían, en un futuro
no muy lejano, a realizarlo sin mayor
opción (cuando los costos serán mayo-
res), ya que ese sería el único camino
para enfrentar los desastres naturales
junto con sus consecuencias. En este
sentido, es muy probable que llegado
a este punto existirían las condiciones
necesarias para que sin más el sistema
capitalista colapse.

El análisis particular de México es la
muestra real de que el camino hacia
la industrialización viene acompañado

de deterioro ambiental. Desde que
ambos países adoptaron un sistema
económico que impulsó su industriali-
zación, el crecimiento económico, con
algunos altibajos, ha sido constante,
mientras que su dificultad para man-
tener el bienestar del medio ambiente
también ha aumentado.

La relación del crecimiento econó-
mico con el deterioro ambiental es tal,
que la emisión de gases es directamente
proporcional (aunque no idéntico) con
el tamaño del aumento de la economía.
Se destaca además el hecho de que, en
la mayoría de los casos, en tiempos de
recesión económica también se presen-
ta recesión en la emisión de gases.

El mostrar el caso de México sirvió
para ilustrar el comportamiento micro-

práctico-real de lo que en teoría se
maneja. Sin embargo, es necesario se-
ñalar que, aunque se realizó un análi-
sis por separado, el deterioro ambiental
en algunos casos no es exclusivo de un
país, pues tiene un impacto global. Es
el caso de la deforestación de los bos-
ques (que se les considera los pulmo-
nes del mundo) y la emisión de dióxido
de carbono (gas generador del calen-
tamiento global).

Como dato final sólo se puede agre-
gar que, a medida que se agraven los
problemas de contaminación y aumen-
ten los niveles de gases de efecto in-
vernadero, se pondrá en peligro la
seguridad alimenticia, la comodidad,
el bienestar y la salud tanto a nivel
local como mundial.
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Qué mecanismos de interacción fue-

En este ensayo se reflexiona la relación que hay entre los empresarios y el
régimen político desde una experiencia regional: Jalisco. El periodo tempo-
ral de estudio abarca los años de 1989 a 2008, y en él se traza la interacción
y los mecanismos que los empresarios locales tuvieron con los gobiernos del
PRI y el PAN en un contexto de cambio político.

Palabras clave: empresarios, cambio político, interacción política

Businessmen and political change in Jalisco

In this testthere is thought over the relation that exists between the
businessmen and the political regime from a regional experience: Jalisco.
The temporary period of study includes the years from 1989 to 2008, and in
him there are planned the interaction and the mechanisms that the local
businessmen had with the governments of the PRI and the PAN in a context
of political change.

Key words: businessmen, political change, political interaction
Empresarios y cambio político en Jalisco

posturas o formas de explicación: una
de ellas está ligada a las cuestiones
político-electorales y la otra se encuen-
tra vinculada a estudios políticos que
intentan observar cómo se ligan algu-
nos procesos sociales y económicos con
la apertura del régimen político en las
tres últimas décadas del siglo XX.

Sobre la primera habría que decir
que el cambio político se entendió en
el concepto de la transición. Este en-
foque, por llamarlo de otro modo, sos-
tiene que se pasó de un sistema
autoritario mayoritario hacia una de-
mocracia consensual, tal y como lo ca-

lificó en su momento Alonso Lujambio
(2000: 31).

Cabe decir que el concepto de tran-
sición aún lo seguían usando los
politólogos, ya fuera sosteniéndolo
abiertamente o bien o velándolo con
el concepto de la consolidación demo-
crática. Al respecto, el caso mexicano
no siguió el proceso que este esquema
de análisis político proyectaba. Nues-
tro país no se dirigió en la lineal
secuencial que los procesos transicio-
nales anunciaban, fue así que después
de la instauración democrática no lle-
gó el profundo proceso de consolida-

¿
ron remplazados entre los empresarios
y el régimen político de Jalisco en el
proceso de cambio político? ¿Y cuáles
se erigieron? Estas son las dos pregun-
tas que articulan el presente ensayo.

Para responderlas este texto se
estructura en cuatro apartados. En el
primero esbozamos el cambio político en
México en tanto modelo de teórico y
de análisis social. En el segundo hace-
mos someramente una revisión del tipo
de relaciones que los empresarios es-
tablecieron con el Estado mexicano en
el siglo XX. En el tercero especifica-
mos las relaciones que establecieron los
empresarios jaliscienses con los gobier-
nos de Jalisco en el marco de un pro-
ceso de cambio político local, mientras
que en el último damos cuenta de los
mecanismos establecidos desde la dé-
cada de 1990 en el régimen político
local.

¿CÓMO SE ENTENDIÓ O ANALIZÓ EL
CAMBIO POLÍTICO EN MÉXICO?

Sin pretender hacer un exhaustivo es-
tado del arte de la bibliografía escrita
sobre el cambio político en nuestro
país, diríamos que hay dos grandes

▲
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¿Un empresario, por el hecho de serlo, está vetado
para aspirar a un cargo público?, ¿quién lo dice?1
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ción democrática que se esperaba (cfr.
Cansino, 2005: 27-45).

Nosotros somos de la idea que los
modelos transicionales, y una parte de
los de consolidación democrática, se
han agotado para comprender y anali-
zar la realidad política. Compartimos
la idea básica de que el cambio políti-
co fue un proceso de la periferia hacia
el centro, que fue un movimiento que
inició en los municipios hasta llegar a
la Presidencia de la República, no sin
antes pasar por las entidades federati-
vas, los poderes legislativos locales y
federales, pero en el que una vez lo-
grada la posibilidad real de la alter-
nancia partidista el cambio político se
estancó.

La segunda posición en el estudio
del cambio político sostiene que el
cambio en el sistema político tuvo dos
pilares en los cuales el Partido Revolu-
cionario Institucional (PRI) marcó la
pauta y los ritmos al considerar la pre-
sión interna y externa. Por un lado,
impulsando la apertura económica y
comercial que se concretó en las lla-
madas reformas neoliberales. Éstas fue-
ron un intentó de modernización para el
país, y con ellas el régimen pretendió
legitimarse después de haberse agotado
el modelo económico de Industrializa-
ción por Sustitución de Importaciones.
Y, por el otro lado, tenemos que en el
país se suscitaron presiones internas
para lograr un proceso de apertura po-
lítica, el cual fue lento y tortuoso.
Aunque selectivo al principio éste se
profundizó en la década de 1990.

A estos procesos generales suscita-
dos desde el centro, confluyeron otros
de tipo regional en donde las élites
locales con intereses agro-exportado-
res, y teniendo como brazo político al
PAN (Partido Acción Nacional), co-
menzaron a movilizarse y enfrentar al
régimen priísta. Estos procesos regio-
nalistas o de rebelión de las élites,
como en su momento los llamó Sole-
dad Loaeza, fueron los orquestadores
del contexto social y político que en-
volvió o estuvo detrás de los triunfos

de la entonces llamada oposición en
México (Loaeza, 2001: 363-380).

Sin embargo, lo que cuestionamos
es que una vez lograda la democracia
electoral el cambio político se ha es-
tancado. No seguimos la ruta y el sen-
tido que los modelos politológicos de
la transición nos señalaron. Es más, en
el año 2006 nos colocamos en la situa-
ción en que el conflicto electoral re-
tornó y puso al país al borde de una
confrontación social (Aziz, 2007: 13-
54). Lo desconcertante fue que en el
proceso electoral no se superó lo que
subyace en las fuerzas políticas mexi-
canas: un problema de prácticas que
son todo, menos democráticas. La rea-
lidad sociológica le demostró a la in-
geniería institucional que aún con
complejas reglas están ausentes los
requerimientos mínimos de la demo-
cracia política. Esto pese a que de nueva
cuenta los partidos reformaron y
adecuaron nuestro complejo sistema
electoral.

¿Qué se desprende de lo expuesto
hasta el momento? Una vez más, que
el rumbo que habrán de tomar los pro-
cesos sociales es difícil de prever en el
momento y éstos se hacen en el tra-
yecto, por un lado; y por el otro que el
conflicto entre las fuerzas políticas
evidencia que éste se determina en
función de lo que está en juego y del
lugar que ocupan en él.2  Siendo así,
el problema de nuestro campo político
es que éste se ha reducido al monopo-
lio compartido de los partidos políti-
cos (Guillén, 2005: 389-403), y que de
vez en cuando expresa las demandas
de algunos grupos de interés.

Dicho esto, en las siguientes líneas
no pretendemos agotar el análisis de
una imagen colectiva que se ha apo-
derado en la sociedad mexicana, la cual
señala que los partidos políticos tie-

nen estancado el proceso de democra-
tización; ni tampoco la idea de que los
empresarios a raíz del proceso electo-
ral de 2006, y aun cuando los partidos
legislaron para limitar su participación,
dan muestra de su enorme influencia
en los procesos políticos.

Con base en lo anterior, la inten-
ción de este ensayo es exponer desde
una experiencia regional cómo se lle-
gó a la situación en la que los empre-
sarios abierta y públicamente son
actores relevantes en algunos procesos
políticos, sociales y económicos, así
como de las políticas que se formulan
en torno. Siendo esto muy complejo,
limitamos nuestra observación al fe-
nómeno a Jalisco en el lapso de 1989
al 2008 para analizar la actuación y
desenvolvimiento de la llamada Inicia-
tiva Privada. Pero antes haremos una
revisión general de la forma en cómo
han interactuado los empresarios y el
Estado mexicano.

LOS EMPRESARIOS Y ESTADO
MEXICANO: ENTRE EL

COLABORACIONISMO Y LA
CONFRONTACIÓN

Los gobiernos posrevolucionarios del
Estado mexicano tuvieron como ele-
mento legitimador el haberse declara-
do los herederos de la Revolución
Mexicana de 1910. Para ello intenta-
ron concretizar muchos de los anhelos
que dieron origen al movimiento ar-
mado y se plasmaron en la Constitu-
ción de 1917. Además, el discurso
nacionalista y una serie de políticas
económicas y sociales con fuerte in-
tervención estatal provocó que el ré-
gimen revolucionario contara con una
amplia base social y apoyo popular. En
contraparte, diversos grupos expresa-
ron resistencia, despreció y hasta en

2 Siguiendo al sociólogo francés Pierre Bourdieu (1982), el campo político-electoral
es un espacio de lucha en el que los contrincantes existen y se desenvuelven en
función de sus oponentes y de las reglas que subyacen en él. Lo que está en
disputa es además de los cargos es un capital simbólico que radica en el peso
político o reconocimiento social.
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ciertos momentos la confrontación al
régimen.

La conformación de lo que sería el
Estado mexicano de tipo presidencia-
lista y corporativo le significó al sec-
tor empresarial en el discurso un ente
estatizante y populista que impedía el
desarrollo individual. Sin embargo, la ex-
periencia histórica nos dice que los em-
presarios reconocieron al régimen
emanado de la revolución en tanto par-
ticipaban ventajosamente de él. Esto
fue así porque el Estado mexicano creó
a la clase empresarial, y aunque a la
distancia pareciera que ésta se emancipó,
nadie puede negar que en los orígenes de
los actuales grupos empresariales, el
régimen revolucionario fuera quien los
incentivó y los fortaleció. Quien mejor
expone las condiciones por las que esto
fue posible es el sociólogo mexicano
Arnaldo Córdova (1987: 9) en las si-
guientes palabras:

el Estado se convierte a partir de un
cierto momento en el principal pro-
motor, si no es que en el único, del
desarrollo social, debido, sobre todo, a
la enorme dispersión de los factores
productivos y a la debilidad de las
relaciones económicas modernas.

Y aunque los empresarios y el Es-
tado mexicano tuvieron diferencias
políticas en el transcurso del siglo XX,
en los años de mayor fortaleza del régi-
men priísta éstas fueron de enorme co-
laboración y cercanía política. Las
diferencias en el plano ideológico se in-
tensificaron cuando el régimen trató
de cooptarlos por medio de la Ley de
Cámaras. Esto provocó que los empresa-
rios trataran escapar de su manipula-
ción, pero en buena parte de la historia
tuvieron una posición ambigua entre
el colaboracionismo y la confrontación
(Story, 1990). En ese entorno, los em-
presarios supieron crear mecanismos de
organización para combatir la injeren-
cia e intromisión del Estado, pero al
mismo tiempo se integraban o aliena-
ban a las políticas económicas del ré-

gimen revolucionario. Nacieron así, en
diferentes épocas y con diferentes co-
metidos, organizaciones empresariales
como la Cámara Nacional de Comercio
(Canaco), la Confederación Obrero Patro-
nal de la República Mexicana (Coparmex),
o la Cámara Nacional de Industria de
Transformación (Canacintra).

De esta forma, las organizaciones
empresariales empezaron a erigir un
conjunto de compañías o empresas re-
lacionadas entre sí por el capital y la
rama económica para defender sus in-
tereses frente al Estado. La Canaco se
creó en 1917 y la Cancintra en 1942,
como consecuencia de lo estipulado en
la Ley de Cámaras de 1941. Dicha ley
estableció como mandato que la
Cancintra se constituyera como órga-
no de consulta del Estado para el dise-
ño de las políticas en la materia.

En tanto, las pretensiones de do-
minación que el régimen priísta tuvo
hacia los empresarios se concretizaron
cuando, por medio de la ya menciona-
da ley de 1941, les prohibió abierta-
mente hacer política. También el Estado
determinó que la afiliación a dichas
organización dejaba de ser voluntaria
y poseyó el poder para determinar a
cuál cámara debería unirse cada una
de las empresas (Cordero et al., 1983:
118). De esta forma, la dominación del
régimen priísta se manifestó en el mo-
mento en que él era quien aprobaba la
organización, la estructura, constitu-
ción y estatutos de las organizaciones
empresariales, así como de la vigilancia
que tenía de las discusiones, decisio-
nes y acciones que en las corporaciones
empresariales se llevaban a cabo, pues-
to que a cada una de las reuniones de
consejo acudía un representante gu-
bernamental.

Pero la Coparmex fue la organiza-
ción empresarial que se creó única y
exclusivamente por iniciativa empre-
sarial en 1929. Lo decidieron con base
en una interpretación de la Carta Mag-
na como un sindicato patronal para
hacer frente al fuerte contenido sindi-
cal del artículo 123.

Empero a lo que se pudiera pensar
en los años de mayor apogeo del go-
bierno revolucionario los conflictos
entre el Estado y los empresarios fue-
ron mínimos, y al contrario fueron de
mayor colaboración. Esta situación
cambió radicalmente en la década de
1980. Los conflictos entre ambos se
intensificaron cuando algunos gobier-
nos priístas manifestaron claramente
una actitud anti-empresarial, o bien
por los corroídos mecanismos de inte-
racción previamente establecidos. Es-
tos frentes abrirán el paso a uno de los
procesos de confrontación política des-
de donde se presionará a los gobiernos
revolucionarios para que se diera ma-
yor apertura política.

¿Pero qué tipo de relaciones han
tenido los empresarios y el Estado me-
xicano en la historia de la segunda
mitad del siglo XX? La respuesta nos la
da Francisco Valdés (1995: 241) cuan-
do nos dice que dicha relación subsis-
tió porque fue más un proceso de
negociación de intereses de ida y vuel-
ta. Esto se debió a que los empresarios
contaron con amplios márgenes de
autonomía frente al régimen priísta en
tanto estaban excluidos formalmente
del partido oficial. El empresariado, al
no ser parte del partido hegemónico,
como lo fueron los sectores campesi-
no, trabajador y popular, logró esca-
par de la disciplina partidista. Lo
anterior causó que sus decisiones y su
desenvolvimiento frente al gobierno,
y en los márgenes que el sistema polí-
tico imponía, pudieran transitar al es-
tablecimiento de mayores y nuevas
relaciones más allá de lo estatal. Esta-
blecieron con diversos actores y secto-
res de la economía y la sociedad.

Sus vínculos con la sociedad se ci-
mentaron porque una de las claves para
que esto fuera así de debió a que lu-
charon y cuestionaron a los gobiernos
en turno. Esto fue posible, y tomando en
cuenta lo dicho por Jorge Regalado
(2001), porque las organizaciones em-
presariales hicieron suya la represen-
tación de la sociedad y en su nombre
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suscribieron acuerdos, programas, pac-
tos, planes y políticas públicas. La rela-
ción política que los empresarios le
plantearon al Estado parte de una visión
de liberalismo económico-conservador.
Esto es así porque los empresarios res-
petan y enarbolan a la propiedad pri-
vada y de allí se deriva su visión y
acción modernizadora. Reconocieron
públicamente valores como la libertad,
la democracia y la soberanía popular,
éstos fueron los componentes de la
plataforma de defensa contra el Estado
y en los que se sustentó la ideología para
combatir al régimen revolucionario.

No obstante, la situación que les
permitió mayor activismo arena públi-
ca fue que los mismos empresarios, si-
guiendo a Valdés Ugalde (1995: 251),
transitaron de corporaciones a organi-
zaciones empresariales. Este cambio les
permitió presentarse como un actor
político que exigía derechos plenos, lo
que devino en un mayor activismo y la
puesta en práctica de nuevas formas
de hacer política desde el empresariado.
El empresariado consolidó de esta for-
ma su autonomía frente al Estado y
pudieron gestionar sus intereses en
condiciones de mayor equidad. También
fue gracias a la expansión de su vo-
luntad política para ensanchar su pre-
sencia en la sociedad y del lugar que
ocupaban en el régimen político.

Es necesario señalar que en las or-
ganizaciones empresariales hay dife-
rencias organizativas y de estilo de
conducirse. La que más notoriedad y
activismo político tiene es, quizá, la
Coparmex. Tanto que muchos han cali-
ficado su forma de conducirse como el
Estilo Coparmex cuya característica cen-
tral es la rudeza empresarial (Ai Camp,
1990: 159).

Este organismo cúpula se diferen-
cia de las demás organizaciones semi-
oficiales, como la Canaco o la Canacintra,
porque realiza la mayor presión políti-
ca y porque no estaba ligada al reco-
nocimiento oficial que el Estado debe
hacer según lo manda la Ley de Cáma-
ras. Reiteramos que los empresarios no

son un grupo homogéneo, pero hay
algo en común que nos permite tener-
los una visión de conjunto. Primero,
ellos limitan en su discurso la función
del Estado a asumir un papel de com-
plementariedad en la creación de la
riqueza (Cordero et al., 1983: 72).
Desde esta idea-base, los organismos
empresariales se conciben como orga-
nizaciones-clase encaminadas a cum-
plir con la función de defender el
interés general en la medida que no
afecten la actividad de los particula-
res. Siendo más enfáticos, su actitud
frente al Estado se podría comprender
en cuatro puntos:

1. Su participación activa y directa en
el sistema político tiene como fin
vetar toda decisión populista y
estatizante que pretendan desarro-
llar los dirigentes políticos y su bu-
rocracia.

2. Tienen como intención política in-
tervenir abiertamente en todos los
ámbitos de las actividades cívicas,
educativas y culturales de México.

3. La presión que realizan intenta por
todos los medios posibles hacer que
las direcciones políticas y públicas
las tomen considerando su visión, y

4. Tienen como propósito fortalecer el
conjunto de las organizaciones em-
presariales y elaborar un proyecto
común de mediano y largo plazo.

Nos encontramos después de un
profundo proceso de apertura política
en el momento en que el sector em-
presarial fue un claro protagonistas del
cambio político. Pero aún así, ni las
mismas organizaciones empresariales
se escapan a las contradicciones que
les proporcionan la pluralización polí-
tica. Por un lado, la democracia políti-
ca les ha permitido expresarse,
mantener y cambiar diferentes meca-
nismos de interacción. Por el otro, al
mismo tiempo que impulsan en el dis-
curso el cambio, lo detienen en fun-
ción de sus intereses y de un proyecto
político claramente delineado. Quien

mejor expresa la situación es Adrián
Acosta (2004: 18) cuando, como arti-
culista y en un proceso coyuntural,
escribió lo siguiente:

Las organizaciones empresariales, las
mimadas por el gobierno de la revo-
lución y por el gobierno del cambio,
hoy están nutridas de la anti-políti-
ca y del anti-estatismo más feroz y
rudimentario que se fue incubando
poco a poco desde los tiempos de la de-
molición del milagro mexicano para
declarar abiertamente que la política
es una lata y el gobierno una carga.

Pero ¿cómo fueron las relaciones
entre los empresarios y el régimen po-
lítico en Jalisco? es la interrogante que
ahora vamos a tratar de contestar.

LOS EMPRESARIOS Y EL PODER
POLÍTICO EN JALISCO

Una de las claves para entender la re-
lación entre el empresariado con el
poder político, al menos en Jalisco, se
explica por la influencia y el peso que
tienen las autoridades eclesiásticas
(Sánchez Susarrey, 1989: 74). Esto es
posible gracias a las costumbres y va-
lores que el empresariado local tapatío
comparte con la jerarquía católica. Con
ello contribuyen a la conformación de
un bloque histórico que se opone a
ideas liberacionistas en materia de la
educación sexual, a programas guber-
namentales o cambios en la legislación
que vayan contra el concepto tradicio-
nal de familia (Ramos, 1992). Estas
posiciones ideológicas son las que me-
dian o hacen converger al empresa-
riado, la jerarquía católica y los
gobiernos de Jalisco.

Durante buena parte del siglo XX
el cardenal José Garibi Rivera fue quien
sancionó el pacto de relaciones que los
empresarios tapatíos construyeron con
los gobiernos del PRI. Esta función la
asumió el cardenal Juan Sandoval du-
rante los gobiernos panistas. En am-
bos casos el empresariado tapatío se
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acomoda a la situación y respeta el
orden social. Sin embargo, el empre-
sariado tapatío no estuvo ajeno a la
confrontación con los gobiernos
priístas de Jalisco, pero tales diferen-
cias no traspasaron la hostilidad ideo-
lógica o cultural.3  Los desacuerdos
entre ambos no trascendieron más allá
porque lo que los une siguió intacto.
El empresariado tapatío, la jerarquía
católica y los gobiernos de Jalisco, ya
fueran del PRI o del PAN, mantenían
lazos y relaciones de tipo endogámico.

Para que las relaciones fueran fun-
cionales en el sistema político local, la
discreción y la privacidad jugaron un
papel fundamental. Dicho en palabras
más llanas, mientras los gobiernos y
actores del PRI se presentaban e iza-
ban un discurso liberal, anticlerical y
nacionalista tras las bambalinas del
espacio público, éstos concretaban
acuerdos con los sectores más conser-
vadores del país (Alba y Kruijt, 1988:
251). Esta situación cambió con los
gobiernos del PAN.

Por otro lado, los empresarios de Ja-
lisco se caracterizan por implementar
formas simples, autoritarias y pater-
nalistas en sus relaciones de produc-
ción y organizativas de sus empresas.
María Elena de la Paz Hernández (2002:
132) nos dice que en ellos no hay la
racionalidad capitalista, ni el espíritu
emprendedor que en el empresariado
regiomontano hay, por ejemplo. Los
empresarios tapatíos son conservado-
res y prudentes en sus negocios, pues
se localizan en una amplia gama de
actividades productivas a corto plazo
que les brinden seguridad o bien no sean
riesgosas. Esto explica el hecho de que
los empresarios de Jalisco no sobresal-
gan en las ramas industriales, pero sí
en las comerciales, de bienes raíces, en
la construcción o la hotelería. Siendo
categórica, nos dice que el empresaria-
do tapatío tiene ganado el calificativo
de ser una burguesía rentista a la vieja
usanza mercantilista de la Colonia.

Estas explicaciones nos llevan a
señalar que los empresarios tapatíos se

entorno de descomposición del régimen
político en tanto éste se alejó de la
sociedad. Al no tener el consenso y el
apoyo total como antes lo tuvo, las altas
clases sociales y económicas confluye-
ron con otros sectores de la sociedad
para demandar mayor apertura políti-
ca. Inició así el cambio político en Ja-
lisco.5

Las anteriores instituciones bisagra
del siglo XX: el Banco Refaccionario de
Jalisco, el Consejo de Colaboración
Municipal y la vicepresidencia en el
Ayuntamiento de Guadalajara ya no
satisfacían a un empresariado cada vez
más demandante de apertura política.6

Ante esta situación de cambio políti-
co, los últimos gobiernos del PRI y del
PAN se dieron a la tarea de abrir o crear-
le más espacios en las instituciones del
régimen político.

No obstante, antes de indicar en
qué o cuáles fueron los mecanismos y
espacios de interacción conviene ilus-
trar brevemente el proceso de cambio
político que inició para nosotros en

desenvuelven en el sistema político local
como si estuvieran en una gran fami-
lia. Al concebirlo como tal, los empre-
sarios cumplen los roles y las funciones
que les designa ésta. Una idea expre-
sada en otros términos que los em-
presarios se articulan no sólo como una
clase social, sino que aprovechan sus
vinculaciones con la estructura de po-
der que en muchos casos son de tipo
familiar (Alba y González, 1989: 381-
394).4

Pero aun así las relaciones entre los
empresarios y los gobiernos de Jalisco
no estuvieron exentas de tensiones
políticas con el régimen revoluciona-
rio en Jalisco. La diferencia de otras
regiones del país es que los empresa-
rios tapatíos se rebelaron contra el cen-
tro y el gobierno priísta de la entidad
hasta la década de 1990, y no en la
década pasada, como sucedió en el nor-
te del país (Guillén, 2005: 380-403).
La rebelión de esta élite, siguiendo a
Soledad Loaeza (2001: 363-383), se de-
bió a que en Jalisco se conformó un

3 La historia regional, después de la década de 1940, está marcada por el enfrenta-
miento de dos visiones que devienen del siglo XIX, las cuales se concretizan en
dos culturas políticas antagónicas: la religiosa y la anticlerical. El escenario prin-
cipal de lucha entre ambas culturas políticas se dio en el ámbito universitario que
originó la creación de la Universidad Autónoma de Guadalajara, el Instituto Tec-
nológico de Estudios Superiores de Occidente, la Universidad del Valle de
Atemajac, la Universidad Panamericana, entre otras universidades privadas.

4 Carlos Alba y Fernando González plantean que la organización étnica y endogámica,
más que el agrupamiento formal en cámaras industriales, le otorgan a las relacio-
nes de los empresarios con el gobierno de Jalisco, peculiaridades más allá de la
idea de clase económica. Esto explica con mayor precisión su convivencia cercana con
el poder político. Se conforma más una élite (político, económica y religiosa)
con características muy bien definidas (Alba y González, 1989: 381-386).

5 Sobre el cambio político en Jalisco véase Alonso, 2007: 73-108; 2006 y 1995;
Ceja, 2007: 32-3-43; Acosta, 2004: 53-78; Romero, 2004: 65-81; Hurtado y Valdez,
2003; Romero, 2001; Ramírez y Regalado, 2000; Gómez, 1997.

6 El Banco Refaccionario de Jalisco fue creado en 1930 por iniciativa del goberna-
dor de Jalisco, y fue una institución mixta que buscó conjugar capital estatal con
privado para conceder créditos a la industria local. El Consejo de Consejo de Cola-
boración Municipal de Guadalajara se creó en 1943 y también se concibió como
una institución mixta y espacio de negociación para obtener y designar las con-
cesiones. Finalmente, la figura de la vicepresidencia fue creada a mediados de
1940, y en el caso del Ayuntamiento de Guadalajara éste espacio sirvió para
incluirlos al sector empresarial. La regla no-escrita decía que el vicepresidente
debía ser un empresario (véase Alba y González, 1989: 387-388).
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1989, se intensificó en 1995 y 1997 y
se estancó posteriormente. Para fines
expositivos dividimos nuestro espacio
temporal (1989-2008) en administra-
ciones estatales vinculadas al gober-
nador en turno, siendo éstos: Guillermo
Cosío, Carlos Rivera, Alberto Cárdenas,
Francisco Ramírez y Emilio González.

Los conflictos con
los gobiernos del PRI

En el gobierno de Guillermo Cosío
Vidaurri se expresó lo más acabado del
régimen priísta. En un inició su admi-
nistración contó con el consenso y la
unidad de los intereses de los grupos
locales económicos y políticos, así
como de la aceptación popular, pero
después, su forma de hacer y ejercer el
poder lo llevó a la expresión más aca-
bada del autoritarismo (Ramírez y Re-
galado, 1995: 28). La corrupción, el
nepotismo y el enriquecimiento de
Cosío y sus hijos, fueron a decir de va-
rios actores y sectores, lo que trastocó
el apoyo que antes había recibido de
los grupos locales de poder.7

El conflicto del gobierno de Guiller-
mo Cosío con un grupo de empresarios
inició cuando éste desapareció el Co-
mité de Adquisiciones. La disipación
de este organismo le permitió amplios
márgenes de discrecionalidad y como
consecuencia, y a decir de una percep-
ción muy generalizada en la opinión
pública, muchas de las compras se hi-
cieron por recomendación suya sin las
licitaciones y los concursos que para
la obra pública la ley exigía. Pero los
conflictos con la mayoría de los em-
presarios tapatíos se dieron cuando
entre ellos hubo una especie de con-
sentidos y la mayoría no pudo obtener
algún beneficio del Estado. También
cuando éste trató de intervenir en la
vida interna de las organizaciones em-
presariales o bien designar la gente que
encabezaría algunos de sus proyectos.8

En síntesis, la intromisión Cosío
Vidaurri en la vida interna de los orga-
nismos patronales y en los procesos

electorales provocó en los empresarios
de Jalisco un fuerte rechazo a la forma
en como éste se conducía (Regalado,
1998: 53). Pero además, el sentimien-
to de inseguridad y zozobra que en la
sociedad jalisciense se vivía hizo que
los empresarios hicieran suyos los re-
clamos de seguridad pública que termi-
naron por tensar aún más las relaciones
con el gobernador. Un tirón público
entre ambos se suscitó cuando en fe-
brero de 1992, el Consejo Coordinador
Empresarial de Jalisco, la Canaco-Gua-
dalajara, la Canacintra-Jalisco, el Conse-
jo Nacional de Comercio Exterior de
Occidente y el Centro Bancario de Gua-
dalajara publicaron un desplegado
en donde expresaron su preocupación

por el incremento de la inseguridad en
Jalisco.9

Las diferencias entre ambos se
acentuaron cuando días después de pu-
blicado el desplegado, aconteció el ase-
sinato de Ivette Roux Salomón, una
joven de los estratos sociales altos de
Jalisco, que generó una reacción co-
lectiva y crítica social hacia las auto-
ridades gubernamentales (Regalado,
1998: 54).

Fue tanta la conmoción que la in-
dignación de las altas clases sociales
llegó a la calle. El 4 de marzo de 1992
por las calles de Guadalajara un con-
tingente de 2 mil 760 personas mar-
chó silenciosamente. Las Madres Unidas
Contra la Violencia, conocidas desde ese

7 Según el periodista Felipe Cobián la familia Cosío tenía jugosos negocios turísti-
cos (Coco Club Vallarta, Coco Club Moranda y Club Maeva). Éstos tenía como cabe-
za visible al ingeniero Arturo Altamirano Shehab del Grupo Alta, compadre de
Guillermo Cosío Vidaurri y también relacionado con Enrique Dau Flores en el
momento de ser alcalde electo de Guadalajara. Además, su hijo Salvador Cosío, sin
contar con los requisitos que la Ley del Notariado fue designado como tal por el
fugaz gobernador interino Francisco Rodríguez Gómez. De este modo no tenía
sentido entonces vender servicios o bienes al gobierno según las reglas del merca-
do, pues lo que contaba era la venia del gobernador. Las relaciones de compadraz-
go y de amistad que se tuvieran con el gobernador eran razones suficientes para
asegurar los beneficios de intercambio del sector privado con el poder político.
Véase Felipe Cobián, “En la costa de Jalisco, grandes negocios hoteleros a la
sombra de Cosío Vidaurri”, Proceso, México, núm. 798, 17 de febrero, pp. 26-29.

8 Dos ejemplos de ello son los siguientes: uno fue en lo concerniente a la designa-
ción del presidente del patronato de la Expo Guadalajara. Guillermo Cosío Vidaurri
propuso como candidato a Aurelio López Rocha, y al no lograrlo retiró la partici-
pación del Gobierno de Jalisco en dicho patronato; el otro fue la diferencia públi-
ca que hizo la Canacintra-Jalisco y el Consejo Coordinador Empresarial de Jalisco
por los altos costos que se tendrían en la construcción la presa de El Purgatorio.
Esta presa a su vez formaba parte de un sistema de abastecimiento de agua pota-
ble para la Zona Metropolitana de Guadalajara conocido como La Zurda. Véase
Proceso, 17 de febrero de 1992, passim.

9 Aun cuando pidieron respetuosamente al gobernador que combatiera la inseguri-
dad, el desplegado había evidenciado y hecho pública, por primera vez, las dife-
rencias entre el Gobierno de Jalisco y la cúpula empresarial. El desplegado, entre
otras cosas, planteaba lo siguiente: “Respetuosamente le solicitamos, se tomen
las medidas que correspondan a los organismos responsables de la seguridad pú-
blica en nuestro Estado y convoque a las diversas instituciones representativas de
nuestra comunidad para que juntos, gobiernos y particulares, aportemos nuestro
compromiso para resolver con decisión este problema”. El desplegado apareció en
el periódico El Occidental el 12 de febrero de 1992 que, aunque respetuoso, con el
tiempo se interpretó como un mensaje fuerte y duro que rompió la aparente
buena relación que tenían las autoridades y el sector privado.
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momento como Mujeres de Negro, rea-
lizaron una insólita movilización so-
cial, pues quienes esta vez lo hacían
eran mujeres pertenecientes a las élites
tapatías.10  Dos días después de la mar-
cha, Guillermo Cosío recibió una comi-
sión de las mujeres de negro pero sus
respuestas fueron muy triviales. Des-
pués siguió otro desplegado en el que
diversas organizaciones civiles, vecina-
les y deportivas vinculadas al PRI, y
aceptando un entorno de inseguridad
pública, respaldaban las acciones del
gobierno del Estado y de los ayunta-
mientos de la zona conurbada.11

Este fue el entorno social y políti-
co previo al 19 de marzo de 1992, día
en que Guillermo Cosió debió presen-
tar su tercer informe de gobierno. Así
lo hizo pero fue con más pena que glo-
ria. El gobernador cosechó lo que sus
desaciertos políticos ocasionaron. Pero
los azares del destino, o más bien la
negligencia gubernamental, llevó a que
las explosiones del 22 de abril de abril,
como triste colofón, hartaron de su go-
bierno a la sociedad civil, los partidos polí-
ticos, grupos empresariales y la Iglesia.

Ante esta grave crisis social, el sis-
tema político mexicano le recordó a
Guillermo Cosió que cuando un ejecu-
tivo estatal no era funcional a los in-
tereses del Presidente de la República
o su estancia política creaba más pro-
blemas de los que resolvía, éste tenía
que ser removido del cargo. Y así suce-
dió, Guillermo Cosió presentó su licencia
al cargo y fue condenado al ostracismo
con una embajada en Guatemala.12

El interinato, y la posterior susti-
tución de Guillermo Cosío, pedía un
hombre ampliamente conocedor de los
recovecos de la forma de hacer políti-
ca en el sistema político. El elegido fue
Carlos Rivera Aceves. Su designación
evidenció claramente las prácticas po-
líticas de entonces; por un lado, el ri-
tual y el estigma de las designaciones
o vistos buenos desde el centro del país
sobre quiénes habrían de gobernar una
entidad federativa; y por el otro, la sa-
lida formal por medio de la desapari-

ción de poderes o la solicitud de licen-
cia del Gobernador que era incómodo.
Conforme a las reglas no escritas del
sistema Carlos Rivera tomó posesión del
cargo y tuvo como misión buscar sali-
das a los conflictos que había en la
entidad.13

Carlos Rivera concentró sus accio-
nes en mantener el orden político pero
varios hechos contrariaron esta inten-
ción y marcaron su gobierno. A pocos
días de entrar en funciones se dio el
violento desalojo de los damnificados
del 22 de abril de la Plaza de Armas (1
de junio de 1992). Pero lo más grave

fue que cuando se encontraba en el
proceso de reconciliación con los gru-
pos locales, aconteció el asesinato del
cardenal Juan Jesús Posadas Ocampo
en el Aeropuerto Internacional de Gua-
dalajara. Esto hecho dinamitó cualquier
intento de pacto con los grupos políti-
cos y económicos en pro de la estabili-
dad. El magnicidio ocasionó una severa
crisis en la que incluso amplios secto-
res de la sociedad exigían la interven-
ción del Ejército. Consideraban que el
grave entorno de inseguridad que se
vivía en Jalisco constituía un proble-
ma de seguridad nacional.14

10 Las esposas de los hombres que se codeaban con el poder político esta vez se
movilizaban. Como dijo la prensa en su momento, las mujeres de la clase alta
dejaron las reuniones sociales y salieron a la calle a exigir al gobierno del Estado
que disminuyera la inseguridad pública. Señoras guapas, elegantes, bien vesti-
das, portaron cartelones con las leyendas “Basta ya”, “Basta la violencia”, “Basta
de crímenes”. Se dirigieron del Parque Revolución al Palacio de Gobierno. Los
apellidos Covarrubias, Agnesi, Ascencio, Álvarez Bermejillo, García Arce, Quiñónez,
Fernández del Valle, Plascencia, Martín del Campo, González Luna, Leaño, Camarena,
entre otros, formaron parte de la marcha. Los círculos oficiales le atribuyeron la
organización de la marcha al DHIAC (Desarrollo Humano Integral, A. C.) y al PAN.
El gobierno atendió a una comisión integrada por 25 personas. En ese momento el
gobernador se encontraba en la ciudad de México. Cosío atribuyó la organización
de la marcha a personas y grupos interesados en desestabilizar su gobierno argu-
mentando que calcularon su ausencia. Cuando el Gobernador las recibió les expli-
có que para mejorar la seguridad habría que elevar el nivel de vida de los policías
y las invitó a darles incentivos. La reunión no tuvo trascendencia en las políticas
de seguridad pública, pero a decir de varios actores la marcha había logrado dar el
golpe más fuerte a la forma de ejercer el poder en Jalisco. Véase “La indignación
llegó a la calle”, Siglo 21, Guadalajara, 5 de marzo de 1992, p. 3; y “Una marcha
con clase”, Siglo 21, Guadalajara, 5 de marzo de 1992, p. 3.

11 Véase El Occidental, Guadalajara, 8 de marzo de 1992, passim.
12 Cosío fue el séptimo gobernador de los 18 gobernadores que no terminaron su

periodo en el gobierno de Carlos Salinas de Gortari. Véase entrevista a Carlos
Marínez Assad, “Récord: 18 gobernadores interinos”, en Siglo 21, Guadalajara, 6
de febrero de 1994, p. 6.

13 Como hubo de esperarse hubo cambios en la administración pública, pero quedó
intacta la titularidad de Leobardo Larios Guzmán al frente de la Procuraduría de
Justicia del Estado. Con este refrendo, el gobernador Rivera Aceves mandó el
mensaje de continuidad en la lucha contra la inseguridad pero al mismo tiempo
anunció medidas que se encaminaron a la coordinación de los cuerpos de seguri-
dad. Una de sus estrategias fueron las campañas de despistolización y el combate
a los vínculos de los cuerpos policíacos con la delincuencia.

14 Poco tiempo después se suscitó una explosión de un coche-bomba a las afueras del
hotel Camino Real cuando se realizaba una fiesta de narcotraficantes y donde se
rumoró que asistieron personajes de clase política. Véase “Que se acabe con la insegu-
ridad pública, clamor popular”, en Siglo 21, Guadalajara, 25 de mayo de 1993.
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Lo anterior hizo que se diera en
Jalisco la acción colectiva más signifi-
cativa en su historia reciente. El clí-
max de insatisfacción por el entorno
de inseguridad pública provocó que
múltiples organizaciones civiles y so-
ciales de las más distintas posiciones
políticas e ideológicas convocaran a
una marcha el domingo 6 de junio de
1993 con el nombre de “Una Sola Voz”
(Regalado, 2001: 388).15 Si bien la mar-
cha no fue desestimada por Carlos Ri-
vera, no le dio respuesta a las exigencias
que el movimiento social le planteó.

La conformación de un entorno
como el que acabamos de describir sólo
mostró la forma en que se descompuso
el régimen priísta en Jalisco, el cual,
junto con la transición generalizada en
el país, permitió el pluralismo político
y la posibilidad de una alternancia era
cada día más cercana. El régimen cayó,
según Alicia Gómez (1997: 192), por-
que había una crisis en los canales tra-
dicionales de participación (el
corporativismo); el sistema de los par-
tidos no competitivos impedía la ma-
nifestación de la pluralidad política;
hubo desajustes entre las demandas y
la incapacidad de las instituciones para
resolverlas; y porque el pacto político
que sostenía la élite política ya había
monopolizado el poder entró en crisis.

La interacción
con los gobiernos del PAN

En 1995 se dio la posibilidad de usar el
voto como instrumento de cambio pa-
cífico. La amplia participación ciuda-
dana insatisfecha con los gobiernos del
PRI inhibió la maquinaria del Estado a
que cometiera un fraude; y en las elec-
ciones de febrero, Jalisco se pintó de
azul. Llegó la alternancia en el Ejecu-
tivo estatal, el PAN obtuvo la mayoría
en el Congreso local, ganó los ayunta-
mientos de la Zona Metropolitana de
Guadalajara y medio centenar de mu-
nicipios más.

Este cambio político vía las urnas
fue posible, según Jorge Alonso (1995:

cuño provinieron de las organizacio-
nes empresariales como la Coparmex o
la Canaco, o bien dejaron la comodi-
dad de la vida privada para tomar las
riendas del Estado.

Por lo que toca a la gestión de Al-
berto Cárdenas, ésta fue no estuvo exen-
ta de escándalos ni de confrontaciones
con los diversos sectores sociales, eco-
nómicos y políticos. Sin embargo, siem-
pre contó con amplios márgenes de
popularidad y apoyo ciudadano porque
fue calificado como un hombre bien
intencionado, honesto y con dotes de
buen administrador. Las diferencias que
Alberto Cárdenas tuvo con los empre-
sarios fueron en materia de inseguri-
dad pública, y fue su talón de Aquiles
en su gestión. Un dato significativo que
ilustra lo anterior es que durante su
gobierno hubo cuatro procuradores.
Además algunas diferencias entre su
gobierno y personajes del antiguo ré-
gimen ligados a la seguridad provoca-
ron un fallido rescate en donde murió
una joven. Este hecho repercutió gra-
vemente en la opinión pública.17

15 Ese día publicó un desplegado diciéndole a las autoridades lo siguiente: 1) Mani-
festamos nuestro profundo pesar por el asesinato del Señor Cardenal Juan Jesús
Posadas Ocampo y de seis personas. 2) Repudiamos la situación de violencia e
inseguridad que prevalece en el estado de Jalisco. 3) Denunciamos la incapacidad
y corrupción de algunas autoridades, tanto para acabar con la delincuencia como
para controlar a sus propias corporaciones policíacas. 4) Exigimos a las autorida-
des que se nos diga la verdad acerca de todos los asuntos que, como el pasado día
24, son de interés de la población; y 5) Exhortamos a la ciudadanía a que pase del
dolor a la acción, de la queja a la participación activa de la denuncia a la propo-
sición de alternativas. Hagamos valer así nuestros derechos, rescatemos nuestra
dignidad. Véase “Por la vida, por la verdad..., ¡Una sola voz! Marcha familiar
silenciosa”, Siglo 21, Guadalajara, 6 de junio de 1993, p. 12.

16 Véase Francisco Ortiz Pincheti. “Ahí vienen: cómo se vive bajo el gobierno de los
panistas en Baja California, Chihuahua, Guanajuato y Jalisco”, Proceso, México,
núm. 1046. 17 de noviembre de 1996, p. 24.

17 Alberto Cárdenas siguió la regla no escrita de que el comandante de la XV zona
militar elegía al jefe la policía, Alberto Cárdenas le pidió al entonces general
Gutiérrez Rebollo a que nombrara al Director de Seguridad Pública del Estado. El
general eligió al capitán Horacio Montenegro, quien ya estando al frente chocó
con el gobierno de Jalisco al grado de que el gobernador lo destituyera. Una
decisión que tomó no sin antes consultar a Gutiérrez Rebollo, quien tajante se
opuso a ella. La historia de vinculación de ambos con el “Señor de los Cielos” puso
al descubierto que los cuerpos policíacos estaban coludidos con el crimen organi-
zado. Cuando Horacio Montenegro fue removido 500 policías antimotines con

200-207), no por el ánimo democrati-
zador del régimen mismo sino por el
temor a una grave crisis post-electoral
que intranquilizara a los mercados y
pusiera en apuros el recién iniciado
gobierno de Ernesto Zedillo. El arribo
de Alberto Cárdenas Jiménez y el PAN
trastocó el poder y los esquemas sim-
bólicos con los que operaba el sistema
político de Jalisco. Esta situación im-
plicó una serie de reacomodos y corre-
lación entre las fuerzas políticas. La
urgencia de cambio se manifestó en
la necesidad de desmantelar el régi-
men político, y este anhelo se crista-
lizó con la reforma política de 1997.
En ella participaron conjuntamente
gobierno, partidos y sociedad (cfr.
Arellano Ríos, 2008a; y Romero, 2000:
258-261).

La nueva clase política, como muchos
otros gobiernos de la primera oleada
panista, contó con amplia legitimidad
democrática, y en contraparte tuvie-
ron poca habilidad política para llevar
a cabo la gestión gubernamental.16

Muchos políticos panistas de nuevo
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en las secretarías y dependencias del
Gobierno de Jalisco (Marván, 2001: 17).

Las confrontaciones que Francisco
Ramírez tuvo con los empresarios se
dieron en temas de violación a los de-
rechos humanos. En cuanto a quejas por
violación de derechos humanos su ad-
ministración tuvo 753 quejas, muy por
encima de la 53 que recibió Alberto Cár-
denas. El “tlajomulcazo” del 2 de marzo
de 2002 y la represión altermundista de
mayo de 2004 fueron la muestra más
evidente de la política de mano dura.22

Sin embargo, pese al acuerdo entre las
cúpulas empresariales, los partidos de
oposición y el Gobierno de Jalisco, el
sentimiento de inseguridad pública en
la ciudadanía no disminuyó.23  Si aca-
so hubo un hecho que indignó al em-

En su administración aumentaron
los índices delictivos como el secues-
tro de prominentes empresarios, la ola
de ajusticiamientos y el homicidio del
ex procurador Leobardo Larios Guz-
mán.18  Este entorno ocasionó zozobra
en los empresarios que, alarmados por
el entorno de inseguridad pública, uti-
lizaron diversos mecanismos de presión
política. La más recordada fue una rue-
da de prensa en donde la cúpula em-
presarial criticó, con un tono discursivo
que en momentos fue agresivo, al ga-
binete de seguridad y le exigió cam-
bios drásticos en las políticas.19  La
rueda tuvo repercusiones políticas
equiparables al despegado que los em-
presarios le hicieron al gobierno de
Guillermo Cosío. También los empresa-
rios se enfrentaron con la Comisión
Estatal de Derechos Humanos arguyen-
do que ésta defendía delincuentes y
no tenían un lugar en su consejo ciu-
dadano. Fue así como en el gobierno
de Alberto Cárdenas la cúpula empre-
sarial fue el principal interlocutor en
la formulación de las políticas de se-
guridad en Jalisco.20

En el 2001 el PAN volvió a ganar el
gobierno de Jalisco pero con un apre-
tado triunfo, y Francisco Javier Ramí-
rez Acuña asumió la titularidad del
Ejecutivo prometiendo devolverle al Es-
tado el protagonismo que éste había
perdido. El gobernador electo ofreció
encabezar un gobierno de unidad des-
pués de las fisuras que se presentaron al
interior del PAN como resultado de su
nominación a la candidatura y porque el
PRI no quedó satisfecho con la derrota.

Amante del orden, a Francisco Ra-
mírez le fue reconocido su oficio y ol-
fato político, pues a diferencia de su
antecesor él fue el eje en torno al cual
se reunieron las fuerzas políticas en el
Estado. Con la idea de mantener la paz
y la estabilidad, cultivó relaciones aún
con opositores políticos e ideológicos
que fueron mediadas con el estableci-
miento de redes y relaciones de amis-
tad. El ejemplo más significativo de
esta forma de hacer política fue el he-

cho de que a su toma de protesta como
gobernador asistieron los ex goberna-
dores del PRI Guillermo Cosío Viadurri,
Carlos Rivera Aceves y Alberto Orozco
Romero.21

Según sus detractores, Francisco
Ramírez metió reversa a los cambios
impulsados por Alberto Cárdenas. Dio
marcha atrás al proceso de descentra-
lización y desconcentración del poder
público. Con la complicidad del Con-
greso arrebató a los ciudadanos espa-
cios a costa de la legalidad; uno fue el
desaseado proceso de no nombramien-
to del titular de la CEDH, el otro, el
nombramiento de consejero del Conse-
jo Electoral del Estado del Jalisco (CEEJ),
y por último, la concentración de re-
cursos del programa de regionalización

armas en mano, y alentados probablemente por el Ejército, se manifestaron en
palacio de gobierno exigiendo su reinstalación (Preston y Dillon, 2004: 207-228).

18 Entre los empresarios secuestrados estuvieron el ex presidente de la Canaco, René
Rivial, y otros empresarios como Antonix Antonio, Federico del Toro, Daniel Cas-
tellanos León, Eduardo Valencia Uribe, Emiliano Santana Alencaster y Alfredo
Rosales Ruvirosa, entre otros (cfr. Arellano Ríos, 2008b).

19 Véase “Cambios drásticos en la PGJE, exigen empresarios”, Público, 6 de mayo de
1999, www.milenio.mx

20 Los delitos, que según las cifras, aumentaron exponencialmente en el gobierno de
Alberto Cárdenas, fueron disminuyendo significativamente en sus dos últimos
años de gestión, hasta llegar a la situación en la que éstos se habían controlado en
el gobierno de Francisco Ramírez. Tenemos así que el secuestro y otros delitos del
fuero común, incentivaron una participación política en esta materia y moldearon
las acciones de los gobiernos estatales (cfr. Arellano, 2008a: 119-134).

21 La mayoría de esas relaciones fueron cultivadas a partir de que fue miembro de la
XLIX Legislatura estatal (1980-1983). Esta Legislatura se considera histórica por-
que por primera vez se incrustaron diputados de representación proporcional.
Entre los políticos locales que formaron parte de esa legislatura se encontraron
José Luis Leal Sanabria, Gustavo García Villa, Porfirio Cortés Silva, José Guillermo
Vallarta Plata, Juan José Bañuelos Guardado del PRI, y Claudio Palacios del PRD,
en ese entonces del Partido Comunista de México. Por otro lado, Francisco Ramí-
rez se reunía periódicamente con Enrique Dau Flores; Enrique Zambrano Villa, ex
rector de la Universidad de Guadalajara; y Hugo Iván Ramírez. Estas relaciones le
permitieron a Francisco Ramírez atenuar la protesta de los priístas por los resul-
tados electorales. Las relaciones se pusieron en práctica en diversos procesos
legislativos. La lógica de acercamiento con el PRI fue muy sencilla: negociar or-
den y tranquilidad por reconocimiento de los priístas.

22 Véase “La tortura se desbordó en Jalisco con Ramírez Acuña”, La Jornada, 12 de
septiembre de 2006, www.lajornada.unam.mx; y “Llueven críticas a la postura oficial
sobre quejas de tortura”, Público, Guadalajara, 19 de septiembre de 2006, pp. 6-7.

23 Esta percepción de inseguridad fue provocada por una ola delictiva y de violencia
en marzo del 2004. En dicho mes fue asesinado un empresario joyero de 45 años
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presariado tapatío, y éste consistió en
el asesinato del empresario Alejandro
Cabrera.24

En síntesis, las cifras oficiales pa-
recieron indicar que Francisco Ramí-
rez presentó mejores resultados, pero
lo fueron en detrimento de los dere-
chos humanos. Su gobierno se presen-
tó con mejores resultados en este tema,
y cuando la situación se le salía de sus
manos señalaba que el origen de és-
tos, tenía relación con el narcotráfico
y del crimen organizado por lo tanto
eran del ámbito federal y competen-
cias de ellos.

En el gobierno de Emilio González
Márquez la relación con los empresa-
rios fue más sosegada, tendencia que
ya venía desde el gobierno de Francis-
co Ramírez. El problema de Emilio Gon-
zález fue que se quiso imponerse, según
analistas y detractores, por encima de
la ley, los órganos autónomos de la
entidad, la sociedad jalisciense y so-
bre su propio partido.25  Quizá el ma-
yor posicionamiento que la cúpula
empresarial tuvo hasta junio de 2008
por el problema de inseguridad fue para
apoyar las medidas gubernamentales.
El presidente de Coparmex, Pablo
Lemus Navarro, pidió el amplio res-
paldo ciudadano al gobierno ante la
ola confrontaciones entre bandas y
sicarios.26 Tenemos así que el gobier-
no de Francisco Ramírez fue eficaz pero
a costa de violar las garantías indivi-
duales. Y si bien el gobierno dio mejo-
res resultados en materia de seguridad,
los empresarios no se mostraron tan
activos como lo hicieron con su pre-
decesor porque éste supo negociar y con-
ceder espacios a cambio de orden y
estabilidad como veremos más adelante.

Los hechos allí quedan, pero hemos
visto así que en los gobiernos panistas
no hubo insurgencias civiles a causa
de la inseguridad pública, como le pasó
a los del PRI, tampoco que el problema
delictivo implicará un problema en la
continuidad del panismo. A reserva de
haber encontrado una explicación cau-
sal en el sentido de que la inseguridad

propició el cambio político en dos vías:
hacia la movilización y la alternancia.
La relación se da de manera parcial. Es
cierto que lo incentivó y propició, pero
no fue el único, sino que fueron una
multiplicidad de hechos y procesos. Lo
que aquí queremos puntualizar fue que
en un momento coincidieron varios
procesos o fenómenos. Hecho lo ante-
rior nos queda identificar los procesos
o mecanismos de interacción que los
empresarios y el régimen político han
establecido.

LAS NUEVAS FORMAS DE INCLUSIÓN
Y PARTICIPACIÓN POLÍTICA

Los mecanismos que explican el que
los empresarios, antes activos y hoy
meros críticos del actual estado de co-
sas, se debe a que tienen garantizada
su participación política; también por-
que los gobiernos que han surgido de
las alternancias partidistas, al menos
en Jalisco, los hace compartir un pro-
yecto ideológico. Esto es así porque la

actividad electoral, la participación
partidista, las libertades democráticas,
le han permitido usar los medios de
comunicación y tener un espacio en la
llamada opinión pública. Con esto que-
remos señalar que hay un nuevo con-
texto simbólico que no por ello es menos
importante. Esta diferencia es sustan-
cial si consideramos que en el antiguo
régimen las desavenencias políticas
entre los grupos de poder se arregla-
ban en privado y se les prohibía hacer
política de manera pública y abierta.
En ese entorno se les exigía subordina-
ción al requerimiento gubernamental.

Sin embargo, a raíz del cambio po-
lítico y de la apertura democrática, el
escenario en el que se desarrolla la re-
lación entre los grupos de poder en
Jalisco se manifestó de modo diferen-
te. Es cierto que estos nuevos compor-
tamientos públicos no transformaron
en lo fundamental las relaciones y re-
des que por muchos años e incluso de
siglos las élites de Jalisco establecie-
ron. Para la década de 1990 lejos esta-

en Tlajomulco y asaltados otros más. Esto obligó coordinar estrategias entre los
distintos cuerpos policíacos metropolitanas. Un caso más que explicó la sensa-
ción de inseguridad que fue el caso del “violador del Periférico” que desde el año
2000 atacó a más de 15 mujeres de entre 17 y 24. Cfr. Mural, Público, y Ocho
Columnas. Guadalajara, 17 de marzo del 2004.

24 Ante tal situación el gobernador en un evento público se comprometió ante la
cúpula empresarial a reforzar la seguridad pública. “Ejecutivo ofrece más seguri-
dad”, Público, Guadalajara, 11 de abril del 2003, www.publico.com.mx

25 Su estilo personal de gobernar se caracterizó por lo siguiente: se impuso al Con-
greso del Estado, cuando vetó el Presupuesto de Egresos de la entidad que en el
fondo quisieron pagar favores políticos a la Iglesia Católica, las televisoras y a
diversos empresarios. Además de la contratación de familiares directos en espa-
cios de primer nivel de la administración estatal, la implementación de cursos
bíblicos en la casa de gobierno, cuya realización no tenían un costo para los
asistentes. Su gestión se caracterizó por el manejo discrecional y poco productivo
de los recursos públicos. Algunos calculan que en su gobierno se repartió casi 427
millones en igual número de días. Véase Xavier Marconi Montero Villanueva, “Emilio:
el gobernador sin ley”, Guadalajara, La Jornada Jalisco, 17 de abril de 2008,
www.lajornadajalisco.com.mx; y “El góber que quiso ser Dios”, Emeequis, 5 de
mayo de 2008, pp. 21-43.

26 En rueda de prensa, siguiendo el estilo de rudeza y protagonismo empresarial,
comentó que era urgente fomentar la cultura de la denuncia y que el sector
empresarial se encontraba preocupado por la ola de ejecuciones y actos violentos.
Véase “Pide Coparmex-Jalisco respaldar acciones del gobierno contra el narco”, El
Informador, Guadalajara, 13 de mayo de 2008, www.informador.com.mx
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ban el Banco Refaccionario de Jalisco,
la vicepresidencia de Guadalajara y el
Consejo de Colaboración Municipal
(Alba y González, 1989: 387-388).

Los empresarios exigían nuevos
mecanismos formales de interacción.
En este punto hay un elemento distin-
to que no debe ser minimizado y nos
indica que asistimos a un mayor inter-
juego en donde la publicidad de las
relaciones fue parte del campo políti-
co. Los empresarios intensificaron su
participación pública e incluso guber-
namental. En esta nueva realidad el
empresariado logró una mayor y acti-
va participación en el sistema políti-
co, mostró su preponderancia sobre
otros actores en el momento en que
sus pronunciamientos públicos y de-
mandas fueron escuchados por los go-
biernos en turno.

No fue casualidad que el sector
empresarial fuera el grupo social que
más influyó y participó en las decisio-
nes de gobierno. En las dependencias
en las que se tenía contemplada la
participación por ley, en la mayoría de
ellos los empresarios tenían una posi-
ción. De ahí que en la práctica los go-
biernos de Jalisco concibieran que
atender y promover la participación
sólo se lograba sí se incluía a los em-
presarios.27  A la participación formal
que se les reconoció en diversas de-
pendencias se deberían sumar los pues-
tos de elección popular que había como
diputados locales o federales, regidu-
rías, o su inclusión en el gobierno del
Estado o en el ámbito federal.28

Sobre los puestos de primer nivel
en el gobierno de Jalisco es necesario
recalcar los puestos que ocupaban en
las carteras del gabinete como secre-
tarios de Estado. Fue el PRI quien abrió
las puertas del Gobierno del Estado
cuando el entonces gobernador Enrique
Álvarez del Castillo e invitó al empre-
sario inmobiliario Gabriel Covarrubias
Ibarra y al empresario restaurantero
Pedro Jiménez González a colaborar con
él. El primero como tesorero general y el
segundo como jefe de planeación. Des-

pués el gobernador Guillermo Cosío
Vidaurri concedió dos secretarías al
empresariado. La secretaría de Finan-
zas se la asignó al empresario de la
industria textil, Ignacio Montoya Gon-
zález; y la Secretaría de Desarrollo Ur-
bano al empresario de la industria de
la construcción: Enrique Dau Flores.

En tanto, Carlos Rivera Aceves con-
cedió tres secretarías a Gustavo Martí-
nez Guitrón, Carlos González Lozano y
Eugenio Pelayo López, de la industria
metalúrgica, zapatera y hulera respec-
tivamente. El primero fue Secretario de
Promoción Económica, el segundo fue
diputado y secretario de Turismo, mien-
tras que el tercero estuvo al frente de
la Secretaría de Turismo.

Los gobiernos del PAN no rompie-
ron con esta tradición, y al contrario
aumentaron su representación. Alber-
to Cárdenas Jiménez concedió seis
puestos en el gabinete. Los empresa-
rios en su gabinete fueron: José Levy
García de la Coparmex lo designó como
secretario de Finanzas; a Sergio García
Alba de Canacintra lo nombró secreta-
rio de Promoción Económica; a Fran-
cisco Mayorga Castañeda, del Consejo
Agropecuario de Jalisco se le concedió
la Secretaría de Desarrollo Rural; Pablo
Gerber Stump, de la Canaco la Secreta-

ría de Turismo; Carlos Meterse Biester
de la industria de la construcción la
cartera de Desarrollo Urbano; y al tam-
bién empresario constructor, Leopoldo
Montelogo, la Secretaría de Vialidad y
Transporte.

En el gobierno de Francisco Ramí-
rez Acuña no hubo excepción, y éste
otorgó cuatro secretarías a los empre-
sarios y la ayuda política para que Ale-
jandro Elizondo presidiera el entonces
Consejo Estatal Electoral de Jalisco.
Nombró a Guillermo Martínez en diver-
sos periodos como secretario de Admi-
nistración y Educación; a José Luis
Macías Romano de la industria de la
construcción, secretario de Desarrollo
Urbano; a Abraham González Uyeda,
de la industria lechera y, en diferentes
fases, secretario de Promoción Económi-
ca y de Administración; a Horacio Gon-
zález Pardo, proveniente de la Canaco,
secretario de Turismo. Cabe mencionar
el caso del priísta Enrique Dau, quien
lo designó director de la Comisión Esta-
tal de Agua y Saneamiento.

Finalmente, el gobierno de Emilio
hizo lo propio e integró a cinco em-
presarios. Guillermo Martínez Mora re-
pitió como secretario de Promoción
Económica; Oscar García Manzano, has-
ta mayo de 2008, fue secretario de Fi-

27 Los empresarios tienen participación en el Consejo del Comité de Adquisiciones
de la Secretaría de Administración, Instituto Jalisciense de Asistencia Social; el
Colegio de Estudios Científicos y Tecnológicos; el Consejo Estatal para el Fomento
Deportivo; el Instituto de Fomento al Comercio Exterior, que incluye también
universidades públicas y privadas; el Consejo Estatal de la Secretaría de Promo-
ción Económica, que incluye también a líderes sindicales; el Consejo Estatal de
Transplantes de Órganos y Tejidos; el Consejo Estatal de la Secretaría de Desarro-
llo Urbano; el Consejo Ciudadano de la Comisión Estatal de Derechos Humanos; el
Consejo Estatal para la Prevención de Accidentes; el Consejo de Seguridad Pública,
Prevención y Readaptación Social; el Consejo Estatal de Familia; hay otras cuatro
instituciones en cuya estructura el gobierno considera la participación ciudada-
na, pero en realidad sólo tienen funcionarios públicos: el Instituto Jalisciense de
Antropología e Historia, el Consejo Estatal de Población y el Consejo Estatal Edi-
torial, véase “Privilegian a empresarios en consejos ciudadanos”. Mural. Guadala-
jara, 6 de agosto de 2001, www.mural.com

28 Algunos dignos que se deben mencionar son los de Guillermo Martínez Mora,
Abraham González Uyeda y Alejandro Elizondo, que no sólo ocuparon puestos en
la administración pública sino que ocuparon o ganaron puestos de elección popu-
lar. Además de transitar por diversas dependencias estatales y federales.
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nanzas; Aurelio López Rocha, miem-
bro del Consejo de Administración Gua-
dalajara World Trade Center, fue
designado secretario de Turismo; José
Luis González de Alba González, con-
cesionarios de la firma Apple en Jalis-
co, fue designado secretario de
Administración, pues terminó sustitu-
yendo a García Manzano; y Herbert
Arthur Taylor, empresario inmobiliario,
ocupó el cargo de Coordinador General
de Innovación y Desarrollo del Gobier-
no del Estado.

Nos encontramos en la situación en
la cual el salto de los empresarios a la
escena pública corroboró el peso que
en las decisiones políticas de Jalisco
tenían desde antes. Éstas dejaron el
ámbito de lo privado y ahora se hacían
públicas. Resultó entonces que la
Coparmex, Canaco, Canacintra, y otras
organizaciones empresariales ahora
eran proveedores y formadores de los
cuadros político-administrativos.

RECAPITULANDO

Es cierto que los gobernantes del PRI
privilegiaron las relaciones privadas y
discretas con los empresarios por la
ideología revolucionaria, ya que no era
políticamente correcto el hecho de que
la clase política ostentara relaciones de
igualdad y respeto con este sector so-
cial; sin embargo, esta situación se

transformó totalmente con la alternan-
cia, permitiéndoles a los empresarios
asumir públicamente su papel y el peso
que en los pasillos y antesalas del po-
der se les reconocía.

Conviene rescatar que el salto a la es-
cena pública demostró que su activismo
no sólo incidiera en las decisiones de
Jalisco sino que fuera reafirmado sim-
bólicamente con la atención que el po-
der político le hacía sobre otros actores
y sectores. Lo evidente, y no por ello
anecdótico, es que de los organismos
empresariales proveyeron y formaron
a los primeros cuadros político-admi-
nistrativos del nuevo régimen político.

Atrás quedaron el Banco Refaccio-
nario de Jalisco, el otorgamiento de la
vicepresidencia municipal de Guadala-
jara a los empresarios y el Consejo de
Colaboración Municipal, que ya no sa-
tisfacían a un empresariado cada vez
más demandante de apertura política.
Se remplazaron estos mecanismos de
interacción política y se erigieron otros.

En el proceso de apertura política
fueron los más beneficiados. No sólo
contaron con mayores espacios de
participación en las dependencias pú-
blicas donde se tenía contemplada la
participación, sino que mediáticamente
se erigieron en grupo de interés o de pre-
sión. Lo cierto es que el pluralismo per-
mitió el ensanchamiento del campo
político al insertarse en los partidos po-

líticos: principalmente al PAN y en
menor medida al PRI. Sin embargo, el
cambio político en Jalisco se ha estan-
cado e incluso hasta ha habido regresio-
nes, pues la forma en cómo se estructura
el poder local y regional en Jalisco no se
ha modificado o trastocado.

En términos más particulares po-
demos decir que en la experiencia ja-
lisciense el fenómeno de la inseguridad
pública vivido en los años de 1990 pro-
pició el cambio político en dos vías:
en el de la movilización ciudadana y el
de la alternancia partidista. Pero una
vez que la alternancia partidista fue
una realidad, el grave entorno insegu-
ridad pública no fue capaz de movili-
zar a la ciudadanía para profundizar la
democratización del régimen político.

Esto colocó el fenómeno de la inse-
guridad pública y el cambio político en
vías distintas. Por un lado, los empre-
sarios participan en las dos sabiendo
combinar estrategias de colaboración
y confrontación con el poder político,
y se valen de la irritación o moviliza-
ción ciudadana para cumplir con sus
intereses. Por el otro, que forman parte,
y no al mismo tiempo, del poder po-
lítico. Esta realidad coloca que los nuevos
mecanismos de interacción institucio-
nal son más complejos, permiten un inter-
juego más diverso en el campo político
local, pero que en esencia el poder se
sigue estructurando de la misma forma.
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La reforma política del Distrito
Federal de 1986-1996/1997:
avances y tareas pendientes

CARLOS ALBERTO
BRISEÑO BECERRA*

territorial que configuraba el centro
político de México (Peschard, 1997).

No obstante lo anterior, después de
las cuestionadas elecciones de 1988,
en México surgió la necesidad de esta-
blecer cambios institucionales que res-
pondieran a una creciente demanda por
la democratización del sistema políti-
co mexicano. A pesar de que los resul-
tados electorales publicados por la
Comisión Federal Electoral (CFE, 1989)
dieron como triunfador al candidato
presidencial del PRI, Carlos Salinas de
Gortari con el 50.74% de los votos,1

* Licenciado en Derecho por la Universidad de Guadalajara. Actualmente está inscrito
en el Programa de Doctorado en Procesos Políticos Contemporáneos, Universidad de
Salamanca, España. Correo electrónico: albertobri@hotmail.com

1 Aunque los datos computarizados arrojaron el porcentaje de 48.7% de la votación
total que es el la diferencia entre los votos efectivamente emitidos contra los votos
oficialmente computados (Molinar y Weldon, 1990: 234).

I

seguido por el candidato de la coali-
ción denominada Frente Democrático
Nacional (FDN) y del Partido Mexicano
Socialista (PMS), Cuauhtémoc Cárdenas,
quien obtuvo el 31.6% de los votos; la
demanda por una mayor apertura po-
lítica se expresó con gran fuerza en la
ciudad capital, ya que el PRI obtuvo
menos del 30% de la votación en el
Distrito Federal (Molinar y Gutiérrez,
1996).

Por lo anterior, una de las estrate-
gias de la oposición aglutinada en el
FDN cuyo candidato era el ex priista,

RESUMEN

El objetivo de este trabajo es dar cuenta del proceso de reforma política de
1986-1996/1997 en el Distrito Federal (D. F.) y su impactó en la autonomía
de las estructuras gubernamentales y de representación de la ciudad de
México. En este sentido, la reforma al gobierno del D. F. se inscribe en un
proceso mayor de democratización en México, primero con una lógica de
otorgamiento del PRI a la oposición y después con un reclamo de democra-
tización en el cual el gobierno federal, los partidos políticos y la “sociedad
organizada”, a través de complejas negociaciones acordaron que el Jefe de
Gobierno de la Ciudad, los miembros de la ALDF (asamblea legislativa del D. F.)
y los jefes de las 16 delegaciones fueran elegidos por la ciudadanía con lo
que se restituyeron los derechos políticos de los habitantes de la ciudad y
se politizó un espacio político que desde 1928 funcionaba como una enti-
dad administrativa del priismo. No obstante lo anterior, queda pendiente la
puesta en marcha de una nueva reforma política que establezca un gobier-
no local autónomo sustentado en un diseño democrático y la erradicación de
prácticas clientelares de los partidos políticos que impiden la formación
de una ciudadanía local.

Históricamente el Distrito Federal ha
sido el centro de la vida política de
México. Por la tradición centralista del
país en el D. F. se encuentran asenta-
dos los poderes federales. De manera
que en la capital del país se han pro-
cesado las decisiones más importantes
que tienen consecuencias para la vida
política nacional. Así mismo, los pro-
yectos más importantes en términos de
modernización política y económica del
país se han llevado a cabo en la ciudad
capital.

Por su estatuto jurídico y su im-
portancia política el D. F. ha sido fre-
cuentemente asociado a la nación. Lo
que acontece en este ámbito local se
ha confundido en diversas ocasiones
con lo que acontece a nivel nacional,
pues lo que sucede en el D. F. rápida-
mente trasciende su dimensión local.
En el D. F. los niveles local y nacional
han generado una dinámica particular.

Tradicionalmente las autoridades
políticas habían sido designadas por el
Ejecutivo, ya que se pretendía evitar
dificultades o querellas entre las auto-
ridades locales y federales debido a que
ambas compartían un mismo espacio

ntroducción
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Cuauhtémoc Cárdenas, era la ocupación
territorial y simbólica a través de ma-
nifestaciones públicas en el centro del
país. El D. F. es significativo desde el
punto de vista electoral, pero el retra-
so de su proceso de democratización,
en un contexto de apertura política
nacional, también se explica porque
tradicionalmente ha sido una ciudad
subvencionada y protegida, además de
contar con un complejo entramado
de relaciones clientelares entre el gobier-
no federal y distintos sectores sociales
agrupados en gremios cuya mediación
era a través del partido oficial.

A pesar de este primer gran “desa-
fío organizado” al régimen político, en
las elecciones de 1991 el PRI obtuvo
un avance considerable en todo el te-
rritorio nacional. Lo anterior tuvo con-
secuencias importantes para contener
el avance de la oposición y de la refor-
ma política del D. F. de manera que el
PRI pudo introducir una serie de res-
tricciones para aplazar su discusión. En
este sentido, el gobierno federal sólo
permitió aquellas posiciones de refor-
ma que no establecieran modificacio-
nes al status quo. El gobierno y el PRI

acordaron aplazar aquellos debates que
discutían la posibilidad de que la ciu-
dadanía participara de la elección de sus
gobernantes, delegados y jefe de go-
bierno, y del status jurídico del D. F.
como estado 32.

En la década de 1990 coinciden por
un lado el debilitamiento del aparato
corporativo clientelar y, por el otro, el
fortalecimiento de la demanda por la
ampliación de los derechos de los ca-
pitalinos, que serían una de las ban-
deras de la oposición, sobre todo de la
izquierda, que hizo suya la lucha elec-
toral. De esta manera, entrarían en
sintonía la lucha por la democratiza-
ción y la lógica gradualista de las re-
formas políticas en el ámbito federal,
ya que por su peso político el destino
del DF estuvo “encadenado” al desti-
no nacional (Peschard, 1997: 217).

El movimiento democratizador que
permitió impulsar la participación de

la ciudadanía en la elección directa de
sus autoridades y la discusión del ca-
rácter del DF como estado 32 fue un
proceso paulatino y de cambio gradual.
Lo anterior no fue producto de una
lógica de “otorgamiento” o “concesión”
del partido gobernante a la oposición,
por el contrario “el proceso se le salió
de las manos”, ya que inscribe en mo-
vimiento de democratización en el que
coincidieron una serie de cambios insti-
tucionales introducidos por las refor-
mas políticas e intensas y arduas
negociaciones entre los actores políti-
cos que establecieron un sistema elec-
toral centrado en instituciones
administrativas y judiciales autónomas
(IFE y TRIFE).

Las reformas políticas, sobre todo
la de 1996, impactaron de manera im-
portante las estructuras gubernamen-
tales y de representación de la ciudad
de México. Los cambios introducidos
por la reforma posibilitaron que el Jefe
de Gobierno de la Ciudad fuese elegido
por la ciudadanía, con lo cual se ter-
minó la época en la cual su nombramien-
to era atribución exclusiva del
Ejecutivo. Así mismo, a partir de 1993
se consolida la Asamblea de Represen-
tantes del D. F. (ALDF) como órgano de
gobierno con facultades legislativas que
dejan de ser meramente reglamenta-
rias. Pero, a pesar de lo anterior aún
está pendiente la discusión sobre el sta-
tus de D. F. como el estado 32.

Para dar cuenta del proceso de de-
mocratización en el cual se inscribe el
caso de la reforma al D. F. se abordan
un conjunto de cambios políticos y so-
ciales que posibilitaron tal apertura;
en segundo lugar, se señalan las refor-
mas políticas de 1986, 1993-94 y 1996;
en tercer lugar, los resultados políti-
cos y los problemas que se tiene para
el establecimiento de un gobierno lo-
cal autónomo y, finalmente, apunta-
remos algunas conclusiones finales.

I. EL PROCESO DE
DEMOCRATIZACIÓN EN MÉXICO Y EL

LUGAR DEL DISTRITO FEDERAL

México ha experimentado una profun-
da transformación política a través de
reformas negociadas y cambios insti-
tucionales. Este proceso se ha caracte-
rizado por su lentitud y gradualismo
que se explica fundamentalmente por
dos factores: la forma que adoptó el
“modo de transición” y el alto grado
de continuidad entre el antiguo y el
nuevo régimen (Schedler, 2001). El
proceso de transición a la democracia
puede explicar que en México hubo una
sustitución de “fuentes de legitimi-
dad”: se pasó de un régimen que fun-
daba su legitimidad en un “origen
revolucionario” y donde el presidente
tenía atribuciones “metaconstituciona-
les” (y actuaba a través del partido
hegemónico) a otro donde el principio
de soberanía popular se expresa en el
voto y las elecciones dejaron de ser so-
lamente un ritual (Woldenberg, 2000).

Por su parte, Todd Eisendstadt
(2004) señala que en México se susti-
tuyó de forma gradual a las institucio-
nes “oficiosas” (de negociación del
botín electoral) por instituciones ofi-
ciales relacionadas con la democrati-
zación y la llegada de elecciones libres
e imparciales. Explica que el PAN, des-
de 1939, logró cimentar su posición en
el ámbito local por medio de una serie
de luchas poselectorales en las cuales
el propio partido junto con otros par-
tidos perdedores impugnaron las elec-
ciones en mesas de negociación y
obtuvieron “concesiones” del PRI para
desmovilizarse pacíficamente. De 1977
a 2000, pocas veces pudieron ganar los
partidos de oposición por las reglas
desiguales implantadas por el PRI-go-
bierno.

En síntesis, durante las últimas tres
décadas México experimentó cambios
graduales de “enorme significación”, ya
que se pasó de tener una vida políti-
ca que se basaba sólo en una opción
partidista a otra que se constituye a
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través de un sistema de partidos. Este
cambio ha trascendido los tres niveles
de gobierno (federal, estatal y munici-
pal) y ha trastocado al sistema presi-
dencial, la relación entre poderes, el
federalismo y la organización de la so-
ciedad civil. Con las reformas electora-
les de 1977 hasta 1996 se avanzó de
forma paulatina y permitieron incor-
porar fuerzas políticas significativas de
izquierda que en otros momentos de la
política estuvieron excluidas de la con-
tienda electoral, así como la creación
de instituciones electorales especiali-
zadas y autónomas (IFE y TRIFE) que
brindarían certidumbre e imparcialidad
para dirimir los conflictos electorales
(Woldenberg, 2000: 153).

Por lo anterior, dos momentos “cla-
ve” de la transición fueron las eleccio-
nes de 1997, en la cual el PRI perdió la
capital del país y las elecciones del 2
de julio del año 2000, en las cuales
perdió la presidencia de la república
que era la pieza clave del sistema pre-
sidencialista.

En este contexto democratizador,
como señalaremos más delante, el pro-
ceso de cambio político del Distrito
Federal está muy ligado al impulso de
reformas políticas a nivel federal. Las
reformas que han cambiado la compo-
sición jurídica del D. F. desde 1928 y
que eliminaron la figura de municipios
en la ciudad de México han tenido sus
antecedentes en los cambios en el ám-
bito federal, de manera que este nivel
ha definido y orientado los procesos
políticos locales.

¿Qué fue lo que permitió que un
espacio político tan importante como
el D. F. haya sobrevivido tanto tiempo
los embates democratizadores de ma-
nera que retardara la aplicación de los
derechos políticos de sus habitantes?
La respuesta a esta interrogante desde
el punto de vista de Peschard (1997)
fue la combinación de dos lógicas que
estructuraron la gobernabilidad en la
ciudad. La primera se refiere al carác-
ter asistido y proteccionista del D. F. y,
por otro lado, una serie de intercam-

bios clientelares del gobierno con dis-
tintos grupos organizados cuya media-
ción era el mismo partido político (PRI).

Durante la década de 1980 estas dos
lógicas comenzaron a erosionarse. A
partir de un cambio de la élite gober-
nante que tiene una orientación más
liberal en la que el papel del mercado
es central (González Plascencia, 2006).
Este giro coincide con el perfilamiento
de un nuevo modelo económico donde
el mercado es privilegiado frente a un
estado mínimo centrado en la preven-
ción de riesgos y el control de eventua-
lidades para el propio mercado. Además,
se exigía que los gobiernos estable-
cieran un Estado de derecho para prever
a las instituciones de certidumbre y
predictibilidad ante el aumento de la
corrupción y la ineficacia que son per-
judiciales para establecimiento del
mercado.

Las reformas económicas empren-
didas en esa década estaban orienta-
das a los procesos de globalización y
apertura comercial, para lo cual se ne-
cesitaban cambios en el diseño insti-
tucional de manera que el Estado
garantizara certidumbre en el merca-
do. Por lo tanto, la reforma económica
y la reforma política desmantelaron el
modelo de Estado vigente durante el si-
glo XX a través de procesos de privati-
zación, desregulación y competencia
política.

En este contexto de democratiza-
ción y erosión del modelo autoritario,
la demanda por la democratización en
el D. F. fue cobrando importancia, de
manera que la ampliación de los dere-
chos de los capitalinos para elegir a
sus autoridades se colocó en el centro
de la agenda política y en “sintonía”
con las reformas políticas federales. Por
la importancia política del D. F., en vez
de acelerar el proceso de reforma polí-
tica lo encadenó a una lógica de refor-
ma política nacional con una lógica de
“juego anidado”.

Las elecciones de 1988 representa-
ron el primer gran “desafío organiza-
do” al régimen. La campaña política

de Cuauhtémoc Cárdenas logró agluti-
nar el descontento político y social.
Este episodio inauguraría una nueva
etapa en la lucha política en la cual la
oposición tendría cada vez más un peso
político importante; además, el peso de
las urnas cobraría un nuevo significa-
do para la competencia electoral.

A pesar del triunfo del candidato
del PRI, Carlos Salinas, con el 50.74% de
los votos, y la gran derrota del candi-
dato de la coalición denominada Fren-
te Democrático Nacional (FDN) y del
Partido Mexicano Socialista (PMS),
Cuauhtémoc Cárdenas, quien obtuvo el
31.6% de los votos, la demanda por
mayor democratización se expresó con
gran fuerza en la ciudad capital, ya que
el PRI obtuvo sólo el 27% de la vota-
ción en el Distrito Federal (Molinar y
Gutiérrez, 1996). Lo anterior es signi-
ficativo, ya que por primera vez los ciu-
dadanos decidieron apostarle a las
urnas como manera de expresión de
nuevas orientaciones y preferencias
políticas.

Si bien es cierto que la llegada al
poder de Carlos Salinas estuvo empa-
ñada por la imagen del “fraude electo-
ral” en relación con la famosa frase de
la “caída del sistema” en la jornada
electoral, también es cierto que el nue-
vo gobierno trataría de remontar su es-
casa legitimidad a través de una
estrategia de recuperación y de ataque
a la oposición que no reconocía su au-
toridad y que se había convertido en
un movimiento social importante que
aglutinó una serie de organizaciones y
asociaciones ciudadanas: el neocarde-
nismo.

En un contexto complicado por los
saldos del proceso electoral, con una
oposición fortalecida y la pérdida de la
mayoría calificada en la Cámara de
Diputados (260 de los 500 escaños) ne-
cesaria para la aprobación de modifi-
caciones a la Constitución, el ejecutivo
se vio en la necesidad de negociar
con el otro partido de oposición rele-
vante: el PAN. De manera que se inicia-
ría una dinámica que se extendería
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hasta la reforma de 1994 de coopera-
ción entre el PRI y el PAN y de confron-
tación entre el PRI y el PRD.

II. LAS REFORMAS DE 1986,
1993-1994 Y 1996

La relación entre el gobierno federal y
el D. F. se puede entender como una
serie de equilibrios políticos. Las au-
toridades del D. F. han sido tradicio-
nalmente designadas de manera que la
gestión gubernamental en principio fue
su fuente de legitimidad. Lo anterior
era posible gracias a una gran canti-
dad de recursos destinados a la infra-
estructura y servicios urbanos y al
complejo sistema de redes clientelares
entre el gobierno y sectores organiza-
dos (por ejemplo, el sector popular del
partido) lo que le daban un margen de
maniobra política importante.

Los habitantes del D. F. han estado
relacionados de manera directa con el
gobierno a través de grandes subsidios
económicos y control político:

Mantener precios bajos para los ser-
vicios públicos y las tasas impositivas
fue una regla que compensaba la in-
tolerancia gubernamental frente a ex-
presiones de disidencia de desconten-
to (Loaeza, 1995: 99).

Los acuerdos políticos importantes
que sustentaban la gobernabilidad en
el D. F. estuvieron cimentados en el
clientelismo gubernamental, de manera
que configuraron una serie de inter-
cambios gremiales y vecinales con el
poder público. Las temáticas asociadas
a esta dinámica clientelar, por ejem-
plo, vivienda y servicios urbanos tu-
vieron su origen en un arreglo político
con el PRI. Estos canales de gestión
mantuvieron la estabilidad política en
el DF por muchas décadas.

La gestión local contaba con el res-
paldo del poder federal, de manera que
se imbricaban la lógica local y federal
en el juego anidado, lo que permitió
que la cuestión electoral se retrasara

porque la situación respondía justa-
mente a los equilibrios políticos. A
pesar de que el D. F. ha contado con
una tradición de oposición ya que his-
tóricamente en esta entidad el PRI ha
registrado niveles bajos de votación
cuyo punto crítico fueron las eleccio-
nes de 1988 no ha sido necesariamen-
te en detrimento del régimen, ya que
intervienen los efectos del sistema elec-
toral de fórmula preponderantemente
mayoritaria y la presencia del partido
hegemónico (Peschard, 1997).

A partir de la década de 1980 se
puede hablar de una revitalización los
ciudadanos del DF. La coyuntura de
1988 cristalizó una serie de tensiones
sociales en la organización y expresión
de las demandas ciudadanas. En este
periodo también se dieron numerosas
movilizaciones ciudadanas en las que
participaron organizaciones tales como
el Movimiento Urbano Popular (MUP),
la Coordinadora Única de Damnificados
del terremoto de 1985 (CUD), la Asam-
blea de Barrios (AB), por citar algunas,
cuyo objetivo era incidir en la crea-
ción de canales alternativos de la ex-
presión de demandas ciudadanas
independientes y el cuestionamiento
de los canales tradicionales de inter-
mediación política (Cadena Roa, 2004).

La movilización y la confrontación
de las organizaciones sociales, así como
la gestación de distintas formas de par-
ticipación autónoma, además de evi-
denciar la capacidad auto-organizativa
de la sociedad organizada motivó la
puesta en marcha de la reforma políti-
ca del gobierno del D. F. en 1986 a ini-
ciativa del entonces presidente de la
república, Miguel de la Madrid, cuyo
objetivo sería la creación de nuevas
condiciones para la gobernabilidad así
como la expresión de las demandas ciu-
dadanas.

La reforma se tradujo en algunas
modificaciones a la Ley Orgánica del
Distrito Federal (LODDF) para que se
creara la Asamblea de Representantes
del Distrito Federal (ARDF). Luego de
una tradición de supresión de los de-

rechos políticos de los capitalinos y de
que se eliminara el régimen municipal
en el D. F., la creación de la ARDF repre-
sentó el inicio de un proceso lento y
sinuoso de restitución de los derechos
políticos de los habitantes de la ciu-
dad para elegir libremente a sus repre-
sentantes.

A pesar de estos avances el desper-
tar ciudadano pronto se eclipsaría. El
retraso de la evolución política del D. F.
continuó a pesar de un contexto de
efervescencia social y política de los
distintos movimientos sociales. El ré-
gimen jurídico del D. F. no se modificó
de manera sustancial, ya que el gobier-
no del D. F. continuaba en manos del
Ejecutivo Federal y el papel de la ARDF

era sobre todo de carácter administra-
tivo y por la vía de los hechos estaba
subordinada al Congreso de la Unión y
por supuesto al Ejecutivo.

Algunos analistas señalan que la
creación de la ARDF representa una con-
cesión u otorgamiento del régimen a
la oposición ante la demanda de crear
el estado 32 cuyo objetivo era la ins-
tauración de un gobierno autónomo
donde sus habitantes pudieran elegir
democráticamente a sus propios gober-
nantes (Peschard, 1997, Woldenberg,
1997). De manera que en sus inicios,
este órgano no incidió en la estructu-
ra de representación ciudadana, sino
justo lo contrario, reforzó los mecanismos
clientelares ya existentes (su integra-
ción estuvo a cargo de funcionarios y
operadores partidistas del PRI) con lo
que se garantizó la reproducción del
sistema político mexicano en el ámbi-
to local.

La ARDF logró reunir, a través de
los procedimientos electorales, una plu-
ralidad de fuerzas políticas en la capi-
tal del país y logró la integración de la
pluralidad y la diversidad política. A
pesar del contexto problemático de
1988 en la discusión de las reformas
constitucionales y electorales de 1989
y 1990 este tema no apareció más. Lo cual
se explica en parte por la gran recupe-
ración del partido oficial en 1991.
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La llamada recuperación oficial le
permitió al partido hegemónico retra-
sar los cambios en la reforma política
del D. F. ya que obtuvo el 58% del total
de votos a nivel federal y también re-
cuperó la mayor parte de los distritos
que perdió en las elecciones de 1988,
lo que le permitió obtener el triunfo
en 290 diputaciones de mayoría. Al
parecer, la caída del voto priista en
1988 había quedado atrás gracias a una
combinación de factores económicos,
políticos y sociales, así como a la es-
trategia de recuperación de la legiti-
midad por el ejercicio de gobierno que
incluía la puesta en marcha de un ambi-
cioso programa social denominado Pro-
grama Nacional Solidaridad (PRONASOL).

Hasta 1992 se abrió el debate de
manera que se perfiló una reforma pa-
ralela a la electoral que, como hemos
señalado, tiene una lógica de imbrica-
ción local-nacional. Las posiciones de
todos los partidos señalaban la necesi-
dad de transformar al D. F. en el estado
32 con su propia estructura de gobier-
no (ejecutivo y legislativo electos),
mientras que del lado del PRI su posi-
ción era ambigua y distorsionadora del
proceso de diferenciación política.

Se instaló una Mesa de Concertación
en la que participaron todos los parti-
dos y el gobierno del D. F., así como
también autoridades del ex Departa-
mento del Distrito Federal (DDF), y se
expusieron múltiples puntos de vista de
los partidos y las autoridades a través
de la Mesa de Concertación de la Refor-
ma Política del D. F. (Woldenberg, 1997).

El objetivo de la Mesa era lograr una
serie de acuerdos entre las autorida-
des y los partidos políticos para pre-
sentar una iniciativa de reforma
jurídica y política del DF que contem-
plara cuatro puntos fundamentales: 1)
forma de gobierno y derechos de la ciu-
dadanía; 2) hacienda pública; 3) coor-
dinación metropolitana y organización
territorial y servicios públicos y; 4)
procuración de justicia.

Uno de los puntos importantes de la
reforma fue la puesta en marcha de un

“plebiscito” que contribuiría a darle
visibilidad al tema de la reforma polí-
tica del D. F., aunque en ese contexto
tanto la mesa de negociaciones como
ésta consulta ciudadana entrarían en
contradicción con la estructura verti-
cal gubernamental, es decir, la incom-
patibilidad entre el “lugar o la sede de
los poderes federales” y la formación
de un gobierno local elegido democrá-
ticamente.

El trabajo desarrollado por la Mesa
de negociación se complicó, ya que las
posiciones partidistas iniciales se modifi-
caron, algunos amenazaron con retirarse
del proceso y otros se encaminaron al
logro de acuerdos iniciales. Finalmen-
te, en febrero de 1994, por decreto del
Congreso de la Unión, el Distrito Federal
pasaría a ser una “entidad federativa”
y se expidió el nuevo Estatuto de Go-
bierno del Distrito Federal (EGDF) y
meses después la ARDF pasaría a cons-
tituirse en un órgano de gobierno de
manera conjunta con el Regente capi-
talino y el Tribunal Superior de Justi-
cia, y se le ampliarían sus facultades
para transformarse en la Asamblea Le-
gislativa del Distrito Federal (ALDF).

Las modificaciones constituciona-
les introducidas por las reformas aco-
taron las facultades del Ejecutivo
federal en relación con el nombramien-
to del jefe de gobierno del D. F. que si
bien seguiría siendo su atribución, a
partir de 1997 sería un miembro de la
Asamblea, diputados federales o sena-
dores del D. F. electos y su ratificación
sería por la propia ALDF.

Estas pequeñas modificaciones in-
troducidas en el diseño gubernamen-
tal del D. F. si bien fueron algunas
concesiones del gobierno a la oposición,
no se entienden sin el aumento de la
participación ciudadana en la ciudad
capital. En buena medida las modifica-
ciones constitucionales durante el go-
bierno de Carlos Salinas estuvieron
precedidas por una vigorosa participa-
ción ciudadana. La experiencia del ple-
biscito ciudadano, a pesar de los
problemas de organización, influyó de

manera importante sobre la reforma
política del Distrito Federal. El plebis-
cito marcó también una nueva forma
de participación de la sociedad civil que
puso en el centro del debate la deman-
da ciudadana de mayor democratiza-
ción en la capital del país.

La reforma más significativa es la
de 1996, la cual sí modificó el régimen
jurídico y político de Distrito Federal.
Esta reforma quedó inscrita en el mar-
co de la reforma federal anunciada por
el ex presidente Ernesto Zedillo y califi-
cada como “definitiva”. El contexto en
que se produce esta reforma está liga-
do a una crisis política marcada por la
violencia política (asesinato en 1994
del candidato presidencial del PRI y el
asesinato del secretario general de ese
mismo partido), un levantamiento ar-
mado (el EZLN) y una severa crisis eco-
nómica conocida como el “error de
diciembre”.

La puesta en marcha de esta reforma
era una manera de darle salida institu-
cional a la crisis política y económica
del país. Así, se incorporó a las nego-
ciaciones al PRD que anteriormente es-
taba excluido de la negociación del
juego electoral. Al gobierno federal “no
le quedó de otra” más que ofrecer la
elección directa del jefe de gobierno
de la ciudad de México, pero dejó de
lado el asunto del estatuto jurídico del
D. F. de convertirlo en el estado 32 de
la federación.

Los avances introducidos por la re-
forma de 1996 contemplaban que el
gobierno capitalino ya no dependería
de los poderes federales, sino que su
organización y administración sería a
partir de los poderes Ejecutivo, Legis-
lativo y Judicial de carácter local. Así
mismo, a partir de 1997 el Jefe de Go-
bierno del D. F. sería electo mediante
el voto de los ciudadanos de la capital
con lo que se anulaba la facultad del
presidente de la República para nom-
brarlo y su legitimidad dependería del
apoyo electoral.

En cuanto a las facultades de la ALDF

para evitar conflictos con otros órga-
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nos federales, quedarían asentadas en
la Constitución Política. Otro cambio
significativo fue el nombramiento de
los titulares de las delegaciones políti-
cas que a partir del año 2000 serían
mediante el sufragio libre y secreto de
los ciudadanos del D. F. Posteriormen-
te, en el año de 1997 se promulgó la
Ley de participación ciudadana del Dis-
trito Federal y el Código Electoral del
D. F.

A manera de síntesis, el cuadro 1
hace un breve recuento de los cambios
introducidos por las distintas reformas
políticas de 1986 a 1997, las cuales
modificaron la naturaleza jurídico-po-
lítica del D. F. En particular con la
reforma de 1996 se restituyeron los
derechos de los ciudadanos de la ciu-
dad capital para elegir a sus gobernan-
tes y la legitimidad de sus autoridades
estaría sustentada en el voto popular.

III. RESULTADOS POLÍTICOS Y
DIFICULTADES PARA EL

ESTABLECIMIENTO DE UN GOBIERNO
LOCAL AUTÓNOMO

Con la creación del cargo de Jefe de
Gobierno de la Ciudad de México los dis-
tintos partidos políticos encontraron
diferentes maneras de promocionarse
e identificarse con los ciudadanos de
la capital. El espacio político que repre-
senta el D. F. paulatinamente fue do-
tando de mayor importancia a los grupos
y las corrientes internas de los parti-
dos políticos, es decir, propició la con-
solidación de una élite partidaria
capitalina con influencia nacional.

La reforma de 1996 rápido rindió
frutos para la oposición, ya que el 6 de
julio de 1997 Cuauhtémoc Cárdenas
Solórzano, candidato del PRD ganó la
jefatura de la ciudad de México con el

48% de los votos y una mayoría perre-
dista ocupó los escaños en la ALDF

(45.4%). Las elecciones de 1997 son
significativas ya que la tercera fuerza
política excluida, el PRD, gana el go-
bierno del D. F., lo cual rompió más de
siete décadas de tradición autoritaria
que impedía a los ciudadanos del D. F.
elegir democráticamente a sus gober-
nantes y a sus representantes a la ALDF.

En el año 2000 se eligió por segun-
da vez al Jefe de Gobierno capitalino y
nuevamente el PRD obtuvo el triunfo
con su candidato, Andrés Manuel López
Obrador quien obtuvo el 34.5% de la
votación en la entidad. Así mismo, se
eligieron por primera vez a los jefes
delegacionales de las 16 demarcacio-
nes, lo que mostró una intensa com-
petencia entre los partidos políticos:
el PRD obtuvo 10 delegaciones y el PAN

6. Estas elecciones consolidaron la pre-
sencia del PRD en la capital del país al
obtener la mayoría absoluta en la
Asamblea Legislativa.

Si bien es cierto que con la llegada
de la oposición al D. F. incidió en el
proceso de democratización capitalino
y al reacomodó a las distintas fuerzas
políticas en el panorama político y se
incentivó la participación ciudadana en
el ámbito local, también es cierto que
aún permanecen condiciones estructu-
rales que afectan el proceso mismo de
democratización.

A pesar de los cambios jurídico-po-
líticos del D. F. permanecen prácticas
del viejo esquema clientelar del gobier-
no autoritario. Los partidos políticos
han encontrado distintas maneras de
insertarse en el modelo priista que
desplegaba políticas paternalistas de
incorporación de grandes sectores so-
ciales, lo que configura una relación
vertical entre los “clientes” y el gobier-
no, y alienta cierta complicidad estruc-
tural de distintos sectores sociales para
satisfacer sus necesidades básicas (vi-
vienda, transporte, comercio, etc.) con
los partidos políticos (Espinosa, 2004).

Otro punto de conflicto potencial
es que el D. F. es la sede de los poderes

CUADRO 1
REFORMAS POLÍTICAS Y CAMBIOS EN LA ESTRUCTURA DE GOBIERNO DEL

DISTRITO FEDERAL

Año de Cambios en la estructura de gobierno del D. F.
reforma

1986 Algunas modificaciones a la Ley Orgánica del Distrito Federal (LODDF) permitie-
ron la creación de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal (ARDF),
cuyas funciones iniciales fueron más administrativas.

1994 Luego de varias negociaciones entre las principales fuerzas partidistas y el go-
bierno, el Distrito Federal pasaría a ser una entidad federativa. Se expidió el
Estatuto de Gobierno del Distrito Federal (EGDF) y la ARDF pasaría a constituirse
en un órgano de gobierno de manera conjunta con el Regente capitalino y el
Tribunal Superior de Justicia. Además, se le ampliarían las facultades a la ARDF
para transformarse en la Asamblea Legislativa del Distrito Federal (ALDF).

1996 Se estableció que el Jefe de Gobierno sería electo mediante el sufragio, directo,
universal y secreto de los ciudadanos de la capital y se anulaba la facultad del
Presidente de la República para nombrarlo.

Las facultades de la ALDF quedaron asentadas en la constitución para evitar
conflictos con otros órganos federales.

Derivado de ésta reforma se permitió que los 16 jefes delegacionales del D. F.
fueran electos mediante sufragio directo, universal y secreto, para el proceso
electoral del año 2000.

1997 Se promulga la Ley de participación Ciudadana de Distrito Federal y el Código
Electoral del Distrito Federal.
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federales y al mismo tiempo es la enti-
dad política más importante del país,
lo que ha llevado al establecimiento de
una rivalidad entre el Jefe de Gobier-
no del D. F. y el Presidente de la Repú-
blica. Anteriormente ambos cargos eran
ocupados por personas del mismo par-
tido político ya que el criterio que pri-
vó fue el de gobernabilidad y se aplazó
el de democratización.

El estatus jurídico del D. F. como
estado 32 permanece pendiente. En el
debate por la creación de un gobierno
local autónomo sustentado en un di-
seño democrático se ha polarizado en-
tre los partidos políticos. Como ha
señalado Andreas Schedler (2002), an-
tes que la reforma está la competencia
política. La lógica de la competencia
por el voto electoral eclipsa la lógica
de la reforma por la creación del estado
32 que eventualmente permitiría defi-
nir de manera clara las competencias
exclusivas del gobierno local y federal,
por ejemplo: la deuda pública del D. F.,
la descentralización administrativa y la
elaboración de programas de desarro-
llo urbano y servicios públicos, entre
otros.

CONCLUSIONES

La reforma política al Distrito Federal
sin duda es un proceso de cambio gra-
dual y paulatino que ha posibilitado la
restitución de los derechos políticos de
los ciudadanos con la elección de Jefe
de Gobierno, la elección de los miem-
bros de la ALDF y la elección de los 16
delegados, además del reacomodo de
las distintas fuerzas políticas en la ca-
pital del país. De manera particular, la
elección del jefe de gobierno de la ciu-
dad conlleva un proceso de politiza-

ción ciudadana ya que desde 1928 el
D. F. funcionaba como un departamen-
to administrativo del gobierno federal
por ser el centro político del país.

En procesos electorales cada vez
más competitivos el D. F. se ha consti-
tuido como una plataforma de visibili-
dad política, con lo que se corre el riesgo
de que la resolución de los problemas de
la ciudad se postergue y se confundan,
y los actores políticos y sociales privi-
legien sólo la competencia electoral.
Como lo muestran los episodios ríspidos
protagonizados por el ex jefe de gobier-
no del D. F., Andrés Manuel López Obra-
dor y el ex presidente de México,
Vicente Fox, cuyo desenlace fueron las
elecciones conflictivas de 2006.

Lamentablemente los cambios in-
troducidos por las reformas no han
podido atajar las prácticas clientelares
que los partidos políticos establecen
con la ciudadanía. Así, se han mante-
nido y se han incorporado nuevas
“clientelas políticas” provenientes de
sectores excluidos, lo que alienta la com-
plicidad estructural que sustituye la
formación de una ciudadanía local por
el establecimiento de clientelas loca-
les a través de redes de informalidad.

Finalmente, la discusión sobre el
estatus jurídico del D. F. como estado
32 permanece pendiente, ya que los
partidos políticos han privilegiado la
competencia política sobre la reforma
para el establecimiento de un gobierno
autónomo en la ciudad capital. La lógi-
ca de la competencia política puede obs-
taculizar o eclipsar la puesta en marcha
de una nueva reforma política que per-
mita definir de manera clara las compe-
tencias exclusivas del gobierno local y
federal para atacar problemáticas socia-
les y políticas propias de esta entidad.
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E

LA TELEVISIÓN Y
LAS CAMPAÑAS ELECTORALES EN MÉXICO.
¿CONTROL ESTATAL O CONTROL MEDIATICO?

MÓNICA
MONTAÑO REYES*

n este artículo se discuten algunos enfoques para evaluar y clasificar los
sistemas mediáticos y su relación con el sistema político. Esta relación se

vuelve sobre todo importante en tiempos de campaña electoral, el momento más
cercano entre ciudadanos y políticos y también precedente al ejercicio democrá-
tico básico: el voto. En México, muchos elementos de las campañas electorales
se desarrollan sobre todo en la televisión y un considerable número de electores
toman este medio como instrumento para informarse sobre política. El rol im-
portante de la televisión en las campañas electorales ha dado pie a numerosas
reflexiones sobre su papel en las democracias, así como los diferentes elementos
a analizar y a regular sobre ésta. En este artículo se evalúan algunas dimensio-
nes de la televisión mexicana, como los términos de su nacimiento político-
legal, el marco jurídico actual, el marco jurídico durante campañas electorales y,
finalmente, una conclusión sobre las nuevas responsabilidades que se deberían
tomar en torno al papel de la televisión en las democracias.

La relación entre el Estado y los medios de comunicación ha sido una cons-
tante en la historia y de gran importancia sobre todo en el desarrollo de la
comunicación política. Más bien, podríamos decir que la televisión se ha conver-
tido en el medio más importante, ya que es un artículo imprescindible en la
mayoría de la población mundial e influye en la actual configuración cultural,
comercial y política de nuestra sociedad.

En el ámbito político, la televisión es el medio más popular por el cual los
ciudadanos visualizan la actividad política en sus diferentes formas y momen-
tos: los políticos la consideran clave para hacer la política de hoy, el gobierno se
comunica a sus ciudadanos a través de ella y las televisoras crean sus propios
programas informativos y de análisis político.

El gran papel que ha adquirido la televisión en los asuntos políticos ha pro-
piciado un debate en torno a las posibilidades de acceso de los actores políticos
a la “visibilidad” política para la mayoría de los ciudadanos. ¿Es la televisión un
espacio donde se muestra la realidad política o es un actor más de la realidad

*Egresada de la licenciatura en Estudios Políticos y Gobierno de la Universidad de
Guadalajara.
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política de un país? ¿Quiénes tienen
acceso a este espacio político? ¿Es la
televisión un actor que determina quié-
nes pueden entrar a la lucha política?

El debate se intensifica sobre todo
en uno de los momentos más impor-
tantes de la democracia: el proceso
electoral para elegir a los representan-
tes a través del voto. Los partidos bus-
can la obtención de la mayoría de votos
durante las campañas electorales cuan-
do se llevan a cabo las estrategias po-
líticas por un período de tiempo previo
al día de la elección.

En los últimos años, es a través de
la televisión donde los aspirantes se
dan a conocer, presentan sus progra-
mas de gobierno e intentan a conven-
cer a los ciudadanos de otorgarles su
voto. Y es en la televisión donde se
hacen visibles las acciones de campa-
ña de los candidatos en su recorrido
por el país.

Si la televisión es tan importante
durante las campañas electorales para
la obtención del voto, ¿cómo se garan-
tiza la equidad de acceso de las opcio-
nes políticas a la visibilidad de los
ciudadanos a través de la televisión?
El análisis de la regulación durante las
campañas electorales para el acceso a
la televisión toma entonces importan-
cia y es preciso analizar sus resultados.

La relación entre la televisión y el
gobierno es diferente en cada país. Esta
relación está determinada desde su
nacimiento y la situación jurídica de
las empresas que proporcionan el ser-
vicio televisivo, en este caso el de ma-
yor alcance, es decir, el nacional
abierto. La cercanía entre el sector de
la comunicación, el sector empresarial y
el sector político y gubernamental oca-
sionan diferentes efectos sobre el tipo
de televisión que tenemos en cada país
y la forma en que pueden actuar en
determinados momentos cuando el
poder esté de por medio.

Debido a esto, la televisión se con-
vierte en un objeto vulnerable de in-
tereses y es necesario reglamentar o
legislar su uso durante las campañas

electorales para evitar la inequidad
entre los aspirantes al poder político.
Si se observa la televisión como vulne-
rable a otros poderes y al mismo tiem-
po se toma en cuenta la importancia
que tiene para los ciudadanos al mo-
mento de ejercer su derecho al voto,
entonces surgen nuevas interrogantes.
¿Qué tipo de legislación existe? ¿Cuál
es la importancia de ello en las cam-
pañas electorales?

La televisión posee una función y
una personalidad jurídica determina-
da por la manera en que surgió, se re-
gularizó y el uso que se le otorgó dentro
de un sistema político determinado. En
la actualidad, la televisión abarca un
gran número de espectadores de su
oferta como espacio de entretenimien-
to, comercial, político e informativo.
Debido a las diversas formas que adop-
ta, a su alcance y a los efectos que pro-
voca en la sociedad, la libertad total
de este medio no está garantizada de
otros poderes fácticos.

México ha mostrado en el transcur-
so de su historia, una fuerte relación
entre los dueños de la televisión, los
empresarios y las clases gobernantes.
Su sistema de televisión es de sistema
de televisión comercial-privada que
está directamente relacionada con su
naturaleza de empresa comercial con
intereses económicos. Sin embargo,
también ha compartido características
del sistema de monopolio de Estado,
durante el cual por muchos años los
partidos políticos gobernantes han te-
nido gran influencia en el uso de la
televisión para fines políticos y elec-
torales.

Por otro lado, también existe una
legislación especial para el acceso a la
televisión durante la campaña electo-
ral que intenta regular las condiciones
para el acceso de los contendientes al
medio electrónico. A partir de este tra-
bajo se pretenden encontrar aspectos
generales sobre la estructura y la le-
gislación de la televisión nacional
abierta en México, analizar las posi-
bles relaciones entre la televisión y el

poder político y las leyes de acceso a
la televisión durante las campañas elec-
torales.

LA REGULACIÓN DE LOS MEDIOS DE
COMUNICACIÓN

Antes de que la televisión comenzara
a tomar importancia en la política, se
habían desarrollado ya diferentes es-
tudios referentes a la relación de la prensa
y los gobiernos. Estos trabajos principal-
mente comparativos entre los Estados
Unidos y los países europeos buscaban
definir “tipos” de prensa a partir de
un análisis de la relación con su siste-
ma político, reflejado en el control de
unos sobre otros a través de legisla-
ción existente o de vínculos de facto
entre ellos.

Muchos de estos análisis basaron
sus criterios en las teorías liberales de
la comunicación y evaluaron principal-
mente la libertad que posee el sector
de la comunicación respecto de la regu-
lación estatal y de la influencia políti-
ca. Según estos estudios, el problema
de los medios y la política se resuelve
al contar con una total libertad de los
medios de comunicación que se refleja
en la profesionalización de la actividad
periodística y, de esta manera, se ga-
rantiza la equidad, pluralidad y la obje-
tividad del ejercicio informativo. Sin
embargo, también hay casos de Estados
en los que la regulación de los medios
de comunicación es importante, sobre
todo en la teoría democrática y en los
esfuerzos legales por crear condiciones
de equidad para el avance democrático.

Un trabajo muy general y normati-
vo sobre la clasificación de la prensa
fue de Siebert, Petterson y Schramm
(1956), quienes propusieron cuatro
teorías de la prensa que implicaron el
nivel del control estatal y también una
idea normativa de los medios: teoría
autoritaria, libertaria, soviética y la
responsabilidad de los medios.

La teoría autoritaria se explica en
los siglos XVI y XVII durante el tiempo
de la monarquía, cuando la monarquía
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tiene el poder absoluto (la verdad) y
la monarquía se sostiene por la prensa
y no admite críticas; es decir, explica
los sistemas en los cuales el gobierno
tiene el control total de los medios y
la crítica no está permitida, por lo cual
es el sistema de medios menos desea-
bles y totalmente anti democrático.

La teoría libertaria se explica con
la Ilustración con el racionalismo y los
derechos naturales cuando la prensa
informa, entretiene y vende; ayuda a
descubrir la verdad es un mercado gra-
tis de ideas, donde cualquiera puede
publicar sin “difamar” y cuida la ac-
tuación del gobierno; así, se muestra
como el ideal el estado deseable de la
relación entre medios y gobierno.

La teoría soviética surge de los escri-
tos de Marx, Lenin y Stalin, que señalan
a la prensa como la que contribuye al
éxito de un Estado y donde sólo los
miembros legales del partido pueden
publicar y, de esta manera, el gobier-
no influye en la prensa, por lo que no
puede existir una crítica al partido.

Finalmente, la teoría de la respon-
sabilidad social, cuando es esperado
que los medios tengan algunas obliga-
ciones con la sociedad, como el que la
prensa tenga mayor alcance, que to-
dos los lectores tengan acceso a los
medios a través de cartas y opiniones,
que las acciones de la prensa estén
controladas por la ética y que exista
comprensión y objetividad. Para lograr
esto se buscó la instalación de un Con-
cejo plural en el que se discutieran
estos temas y que sus miembros real-
mente lograran tanto expresar sus ideas
como llevar a cabo los acuerdos en su
respectivo espacio de acción.

En 1975, Blumler y Gurevitch pro-
pusieron cuatro criterios básicos para
el análisis comparativo de sistemas de

medios: 1) Nivel de control estatal so-
bre la organización de los medios de
comunicación; 2) Nivel de partidismo
de los medios de comunicación; 3) Ni-
vel de integración entre la élite políti-
ca y la informativa y 4) Naturaleza del
profesionalismo/legitimidad de las ins-
tituciones de información.

El primer nivel tiene que ver con
qué tanto influye el gobierno en la or-
ganización de los medios. Es decir, su
naturaleza jurídica en cuanto el apoyo
económico y la condición fiscal que
tienen con el Estado. También, la regu-
lación o limitación que impone el Esta-
do a la oferta informativa y editorial
y al contenido del entretenimiento.

El partidismo de un medio se mide
con cinco niveles de intensidad en
cuanto a la cercanía de los políticos con
el medio: a) el máximo nivel cuando
los partidos políticos son propietarios,
administradores o apoyos económicos
de alguna empresa editorial; b) nivel
fuerte cuando los partidos políticos in-
fluencian indirectamente un canal de
información, debido a proximidad ideo-
lógica o política con los profesionales
de los medios; c) nivel medio cuando
los medios apoyan cualquiera de las po-
siciones políticas a través de una abier-
ta mención de un reportero; d) bajo
nivel cuando el apoyo de los medios
varía según las visicitudes políticas; y
e) nivel cero cuando hay una autono-
mía política y editorial total.

La tercera, la integración entre élites,
refleja la afinidad política existente y
las proximidades socio-culturales en-
tre las élites de la política y las élites
de las empresas de comunicación: re-
laciones profesionales, reporteros como
políticos o políticos como reporteros,
relaciones "simbióticas" como el fre-
cuentarse, la amistad y la complicidad.

El profesionalismo tiene que ver con
el conocimiento de los reporteros so-
bre su carrera y sus códigos éticos y
por ende, del comportamiento respon-
sable de su profesión al ejercer la ob-
jetividad y la pluralidad.

El trabajo de Mancini y Hallin
(2004) sobre sistemas de medios es un
análisis de los países Europeos y de
Canadá y Estados Unidos de AmérIca.
El análisis comparativo está basado en
los criterios de Blumler y Gurevich.
Primero, el desarrollo del mercado de
comunicación, con atención especial al
crecimiento o al reducción de la circu-
lación de la prensa. Es decir, se anali-
zó la cantidad de periódicos que
circulan en una sociedad según sus
habitantes y su consumo. El paralelis-
mo político mide el nivel de vínculos
entre los medios y los partidos políti-
cos y la manera y el nivel en el que los
sistemas de media reflejan las diferen-
cias políticas existentes en la sociedad.
El desarrollo del profesionalismo en los
reporteros y el nivel y la naturaleza del
control estatal. Los resultados de su
análisis fueron los tres modelos de
medios: el modelo Mediterráneo o plu-
ralista-polarizado, el modelo Europeo
o Democrático-corporativo y el mode-
lo Liberal o Nordatlántico. Los resulta-
dos se muestran en el cuadro 1.1

Este es el trabajo más reciente so-
bre una clasificación de la prensa y el
sistema político a partir de las varia-
bles antes explicadas. Es un análisis
comparativo cualitativo que toma en
consideración la historia política, eco-
nómica y social de cada país, así como
las relaciones entre los medios y el sis-
tema político, para explicar la forma
de ser de los medios en una sociedad y
otra.

1La traducción es mía J 
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EL USO DE LA TELEVISIÓN

En primer lugar, debemos establecer
que la televisión es un instrumento,
un objeto que nació como un “sistema
de envío y recepción de imágenes. No
se sabía bien para qué podía servir”
(Vilches, Lorenzo 1993). Y es que puede
decirse que la televisión fue el resul-
tado del avance tecnológico eléctrico,
como el teléfono y el telégrafo, y que
no respondía a una necesidad concreta,
que respondía a prioridades de expan-
sión del sistema económico y militar.
La televisión nace como servicio pú-
blico en 1936 en Europa y en 1939 en
Estados Unidos, pero su expansión se
da hasta los fines de la década de 1940.

La televisión no se inventó para un
fin específico o, al menos, no para los
fines que ahora cumple. Existen nu-
merosas investigaciones, ensayos y pro-
puestas académicas en cuanto al uso
de la televisión, la televisión como ins-
titución y la televisión como vehículo
de contenido. Williams R. estableció
unas de las hipótesis más importantes

en cuanto a la televisión: 1) la televi-
sión responde a una investigación cien-
tífica y técnica, su efecto es accidental.
Algunas proposiciones: a) su poder como
medio de noticias y entretenimiento
ha alterado a los precedentes medios
de información y entretenimiento; b)
sus propiedades han alterado nuestra
percepción básica de la realidad, nues-
tra relación con otros y con el mundo;
y c) Ha sido desarrollada como medio
de noticias y entretenimiento. 2) La
televisión es un accidente tecnológi-
co, pero su significación ha sido de-
terminada por su uso (seríamos igual
de manipulados o entretenidos estúpi-
damente pero de otra forma) y algunas
proposiciones: a) La TV como posibili-
dad por la investigación fue seleccio-
nada para la inversión y desarrollo de
las necesidades de una nueva clase
de sociedad/entretenimiento centrali-
zado y formación centralizada de opi-
niones; b) Fue seleccionada por la
inversión y promoción de fase de con-
sumo de la economía doméstica/má-
quinas del hogar; c) enfatiza y explota

elementos de pasividad e inadecuación
cultural y psicológica que siempre han
estado latentes en el pueblo, pero que
en la TV han organizado y conseguido
representar; y d) En su carácter y usos,
la ciencia y la técnica sirven de y ex-
plotan las necesidades de una nueva
clase de sociedad compleja pero ato-
mizada.

Las reflexiones en torno al uso que
le damos a la televisión se ha comproba-
do a partir del análisis de la oferta que
se han realizado en diversos estudios.

En 1979 y 1980 el Institut Nationale
de L’audiovisuel de la UNESCO realizó
una investigación internacional para
comparar la programación de siete paí-
ses, probando cuatro indicadores res-
pecto a su contenido. Algunos de los
resultados fueron que los programas in-
formativos y telediarios no superaban
el 20% mientras que los programas de
ficción y evasión constituían más del
50% de la programación. En 1993 un
estudio de CIESPAL (Centro internacio-
nal de Estudios Superiores de Comuni-
cación para América Latina), citado por

Países

Desarrollo de la
prensa masiva

Paralelismo
político

Profesionalización

Intervensión
estatal

Polarizado pluralista

Francia, Grecia, Italia, Portugal, España

Bajo
Poca circulación
Periódicos de élites

Alto
Periodismo orientado a comentarios.
Política por encima de sistemas de
difusión

Bajo
Profesionalismo débil. Instrumentalismo

Alto
Fuerte intervención estatal. Subsidios de
prensa en Francia e Italia. Periodos de
censura. ‘desregulación salvaje”

Liberal

Gran Bretaña, Estados Unidos,
Canadá, Irlanda

Alto
Circulación media. Desarrollo
temprano de la prensa masiva

Bajo
Prensa neutral comercial.
Periodismo orientado a la
información. Modelo profesional
de governance de la difusión.
Sistema autónomo

Alto
Fuerte profesionalismo, auto
regulación no institucionalizada

Bajo
Mercado dominado (excepto por
el poderoso servicio de difusión
pública de Bretaña e Irlanda)

Democrático corporativo

Austria, Bélgica, Dinamarca, Finlandia,
Alemania, Holanda, Noruega, Suiza, Suecia

Alto
Alta circulación. Desarrollo temprano de la
prensa masiva

Alto
Históricamente fuerte prensa partidista.
Cambio hacia prensa comercial neutral.
Política en el sistema de difusión con
autonomía sustancial

Alto
Fuerte profesionalismo, auto regulación
institucionalizada

Alto
Fuerte intervención estatal pero protección
a la libertad de prensa. Subsidios a la
prensa. Fuerte servicio público de difusión

CUADRO 1
CRITERIOS DE MODELOS DE PRENSA (BLUMLER Y GUREVICH)

Fuente: Mancin y Hallin (2004).
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Enrique Sánchez Ruiz (2000), muestra
resultados sobre el análisis de la pro-
gramación de 70 estaciones de 16 paí-
ses de habla hispana de Latinoamérica
y el Caribe. El resultado indica que tres
cuartas partes del tiempo de la progra-
mación se dedican al entretenimiento,
seguidas por un 16% a los informati-
vos. En 1990 Guillermo Orozco (2000)
realiza un análisis de contenido de la
programación de la televisión abierta
en México y presenta resultados sobre
los géneros predominantes en los cin-
co canales: canal 2, canal 5, canal 9 de
Televisa y canal 11 y 13 de TV Azteca.
En todos ellos los géneros predominan-
tes se refieren a la telenovela, dibujos
animados, cómics, miniseries y de aven-
tura. Clemencia Gutiérrez (2004) ana-
liza la televisión abierta de la Zona
Metropolitana de Guadalajara en cuan-
to a géneros y macro géneros. El noti-
ciero, dentro del macro género de lo
informativo, tiene una presencia del
8.48% dentro del total de la progra-
mación analizada, después de los pro-
gramas de ventas directas y de las
películas. El resto de la programación
se divide en los géneros de dibujos ani-
mados, telenovelas, juegos y concursos,
series de comedia, etc., que tienen que
ver con los programas dedicados al en-
tretenimiento.

Así pues, la oferta televisiva es prin-
cipalmente de entretenimiento, lo que
contrasta con la demanda de los tele-
videntes. Según estudios nacionales,
como la Octava Encuesta sobre Consu-
mo Cultural y Medios del 2002 del gru-
po Reforma y el estudio de Audiencias
en Jalisco de Pablo Arredondo en el
2006 en México, muestran que el pro-
grama más visto por la gente son los
programas informativos y es una ma-
nera de informarse sobre la política.

La televisión, además, puede tomar
otras formas dentro de un sistema po-
lítico y que cobra importancia según
el área en el que sea analizada: puede
ser actor y como escenario según la
comunicación política; o bien watchdog
de las acciones del gobierno, o como

empresa de interés económico, según
las teorias liberales.

La comunicación política se ha ocu-
pado de la importancia de los procesos
de comunicación en la política y sus
consecuencias. La comunicación polí-
tica está definida como los intercam-
bios de discursos divergentes de interés
público y político producidos por el
sistema político, el sistema mediático
y los ciudadanos en una comunidad.
Hay dos ideas encontradas en cuanto
a la configuración del espacio público
donde se llevan a cabo estos intercam-
bios y esta comunicación política.

Mazzoleni (2004) llama modelo
publicistico-dialógico al conjunto de
teorías que explican el espacio público
como un espacio tradicional en la cual
los medios son otro actor en la inte-
racción de la comunicación política. Los
medios no son el espacio público, sólo
ayuda a crearlo y se agrega a la acción
dialógica de y entre los otros dos acto-
res (ciudadanos y políticos), los cuales
además mantienen su capacidad de
comunicación autónoma que ya tenían
en la polis griega.

Por otro lado, el modelo "mediado"
es el resultado de las teorías que ex-
plican el espacio público a partir del
gran poder que tienen los medios elec-
trónicos en la política actual. Es dicho
que el poder de los tres actores no es
equitativo, por lo que resulta el medio
o la televisión como el más fuerte y
además es en él donde se da el inter-
cambio de los tres discursos.

De acuerdo con la idea de la políti-
ca mediática, la actual acción pública
política se lleva a cabo dentro del es-
pacio mediático o depende de las ac-
ciones de los medios. Los medios son
la arena pública donde los intercam-
bios y las relaciones se llevan a cabo y
la Democracia del Público, basada en
encuestas, imagen y medios de comu-
nicación (Manin, 1995).

En cuanto a la función de la televi-
sión según las teorías liberales, ¿es la te-
levisión un garante de la democracia u
obstáculo para el desarrollo de la mis-

ma? Para la teoría clásica liberal la prin-
cipal función de los medios es la de
cuidar la actuación del gobierno. Los
medios deben monitorear la actividad
estatal y exponer los abusos de la au-
toridad oficial sin ningún temor. Esta
visión de los medios coloca a los mismos
dentro de las reglas del libre mercado
y se asegura una completa indepen-
dencia del gobierno, es decir, libre de
cualquier regulación del Estado, ya
que al ser sujeto de regulación por par-
te del mismo, perdería su capacidad de
guardián del gobierno y se converti-
rían en guardianes al servicio del Es-
tado (Curran, 2002).

Sin embargo, en la realidad actual,
el papel de los medios de comunica-
ción ha cambiado en cuanto a que se
constituyen como empresas con inte-
reses privados, que actúan como poderes
fácticos y que son la arena en el que
se desarrollan muchas de las decisio-
nes públicas. Esto ha resultado, en los
últimos años, en un problema de una
fuerte relación de poder entre las élites
de la información y las políticas, que a
través de políticas públicas como re-
glamentos, acuerdos y leyes que gi-
raban en torno a las concesiones y a
las negociaciones antes de los comicios
electorales, ponía en duda el papel
neutral y benefactor de los medios, así
como la calidad y finalidad de la infor-
mación difundida. De la misma mane-
ra, el espectáculo de la política y de
los escándalos de corrupción de los
políticos que se han publicado estra-
tégicamente en los medios no ha ser-
vido para una mejora de la democracia
o para un mayor control de los ciuda-
danos sobre sus políticos o las decisio-
nes públicas, sino que ha derivado en
un descontento sobre la actividad po-
lítica y, muchas veces, en perpetuar y
generalizar la idea de lo que es el que-
hacer político y continuar los esque-
mas de corrupción, sin castigo para los
infractores y con ganancias de influen-
cia política y de rating para las empre-
sas mediáticas.
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En esencia, las campañas son una
forma de comunicación política persua-
siva entre los candidatos y los electo-
res: sus temas, mensajes e imágenes
tratan de convencer a los electores de
la idoneidad de un candidato en refe-
rencia a un puesto en disputa y a la
vez, señalar los puntos débiles de los
otros candidatos, además de distinguirlo
de sus competidores más cercanos. Cada
candidato se ve obligado a definirse a sí
mismo frente a los ojos de los electores
de manera consistente con sus propues-
tas, por lo que tiene que estructurar
una imagen consistente también.

Dice Norris Pipa que (2000) las cam-
pañas políticas de los sistemas demo-
cráticos también han sido afectadas por
la tecnología y en los últimos años se
ha hablado de una “americanización”
en la práctica de este comportamiento
electoral. Sus elementos son: 1) Profe-
sionalización (contratación de consul-
tores, asesores, agencias de publicidad,
etc.), 2) Management por aconteci-
miento o por tema, 3) Personalización
(enfoque en personas y candidatos),
4) Emocionalización (no argumentos
racionales, sino manifestaciones emo-
cionales) y 5) Campaña negativa, acen-
tuación de la competencia.

Ante estas nuevas tendencias, la
televisión es muy importante para es-
tos fines. Primero, es el medio más
popular y es más fácil llegar a sectores
no interesados en política. También,
goza de gran credibilidad, debido a su
carácter visual y tienen más compro-
miso emocional. Refuerzan la percep-
ción de intimidad y actualidad, aunque
poco contribuyen a incrementar los
conocimientos políticos. Debido a esto,
las leyes regulan la forma, el tiempo y
el costo de las campañas electorales
con el fin de igualar en lo posible los
medios para hacer campaña a disposi-
ción de los candidatos. Pero ¿qué es lo
que tiene más importancia: la confi-
guración de la televisión nacional
abierta de un país o su sistema de re-
glas? ¿Qué consecuencias traen a la
relación Estado y medios de comuni-

DEMOCRACIA Y ELECCIONES

La democracia es tema de muchas teo-
rías que van más allá de las eleccio-
nes, es decir, de la distribución el poder
político. Sin embargo, para este tema
en particular usaremos la definición
mínima de la democracia en cuanto a
sus dos significados históricos: a) el
conjunto de reglas cuya observancia es
necesaria con el objeto de que el po-
der político sea distribuido efectivamente
entre la mayor parte de los ciudadanos,
o b) el ideal en el cual un gobierno de-
mocrático debería inspirarse, que es el
de la igualdad (Bobbio 2006).

El poder político distribuido entre
la mayor parte de los ciudadanos de-
mocráticos en su condición de igual-
dad resulta en dos derechos básicos en
cuanto a las libertades políticas que
existen en una democracia mínima-
mente definida: el derecho de votar y
ser votado.

La definición mínima de democra-
cia (Bobbio, 1999) es considerarla un
conjunto de reglas que establecen
quién está autorizado para tomar las
decisiones colectivas y con qué proce-
dimientos. Una de las decisiones co-
lectivas más importantes es entonces
confiar el poder popular en los repre-
sentantes y para esta decisión la regla
fundamental de la democracia es la
regla de la mayoría. Entre más perso-
nas tengan derecho al voto, es la ma-
yoría la que decide sobre la decisión
de a qué representantes confiarán el
poder para que ejerza el poder popu-
lar. De la misma manera, la equidad de
participación por el poder político debe
estar garantizado.

Sartori (1992) distingue tres aspec-
tos de la democracia moderna: a) la
democracia como principio de legitimi-
dad, b) la democracia como sistema
político llamado a resolver problemas
de ejercicio (no sólo de titularidad) del
poder y c) la democracia es un ideal.
Dice que en las democracias el poder
está legitimado (además de condicio-
nado y revocado) por elecciones libres

y periódicas y así se establece al pue-
blo como el titular del poder. Enton-
ces, la democracia ha de definirse como
un sistema político basado sobre el
poder popular, en el sentido de que la
titularidad del poder pertenece al de-
mos, mientras que el ejercicio del po-
der es confiado a los representantes
periódicamente elegidos por el pueblo.
Así, en términos de ejercicio, el poder
popular se resuelve en el poder electo-
ral (idem).

Las elecciones libres y periódicas se
han convertido entonces en la fuente
principal de la legitimidad de los go-
biernos democráticos y dan origen a
gobernantes aceptados por la mayoría
de los ciudadanos. A partir de la con-
solidación del voto universal, los aspi-
rantes al poder han buscado la manera
de llegar a más gente y de influir en
ellas para así obtener sus votos. Ade-
más, Bobbio (2002) agrega que entre
las “reglas universales de procedimien-
to” que tiene la democracia se encuen-
tra que 1) Todos los electores deben
ser libres de votar según su propia opi-
nión, formada lo más libremente posi-
ble, es decir en una libre contienda de
grupos políticos que compiten por for-
mar la representación nacional. 2) De-
ben ser libres también en el sentido de
tener alternativas reales (lo cual ex-
cluye como democrática a cualquier
elección con lista única y bloqueada).

De esta manera, las condiciones
democráticas se extienden a la manera
en que se lleva a cabo la contienda
política y la opinión de los ciudadanos,
a partir de las alternativas de las que
disponen para ejercer su voto, es de-
cir, a las campañas electorales. Las cam-
pañas electorales constituyen una fase
del proceso de la elección y se llevan a
cabo días antes de la elección, duran-
te el cual candidatos rivales compiten
por el apoyo popular; consisten en un
conjunto de acciones lícitas, coordina-
das y escalonadas, que tienen el pro-
pósito de persuadir a los electores para
que emitan su voto a favor de un can-
didato.
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cación estos dos elementos? A conti-
nuación revisaremos brevemente el
caso mexicano.

LA TELEVISIÓN NACIONAL ABIERTA
MEXICANA

En México existen dos grandes cade-
nas que los canales de la televisión
nacional abierta. En 1947 el presiden-
te Miguel Alemán Valdés envía a Gui-
llermo González Camarena y a Salvador
Novo a una comisión para analizar los
sistemas de televisión estadounidense
(comercial-privado) y el británico (mo-
nopolio estatal). Debido a “razones de
índole técnica y económica” se deter-
mina que la televisión mexicana fun-
cione como sistema comercial-privado
como el de los Estados Unidos.

Así, la televisión mexicana nace en
1950 con el proyecto de tres canales
bajo concesión y con cinco mil apara-
tos televisivos en el territorio nacional
en 1951. Rómulo O’Farril, propietario
del diario Novedades obtiene la prime-
ra concesión televisiva para el canal 4
en 1949 con equipo comprado a la
empresa RCA. En enero de 1950 Gui-
llermo González Camarena obtiene la
concesión del Canal 5 con equipo fa-
bricado por él mismo con apoyo de
Emilio Azcárraga Vidaurreta, quien le
facilitó el lugar para sus transmisio-
nes. La concesión del canal 2 se otorga
a la empresa Televimex en 1951, pro-
piedad de Emilio Azcárraga Vidaurreta,
quien ya manejaba las emisoras
radiofónicas de XEW y XEQ. Compró el
equipo televisivo a General Electric y
Laboratorios Dumont. En 1955 las tres
empresas concesionarias 2, 4 y 5 anun-
cian su decisión de fusionarse en una
sola entidad llamada Telesistema Me-
xicano (TM) y que era presidida por Emi-
lio Azcárraga Vidaurreta, la cual, poco
a poco prospera.

En 1968 ya existían otros nuevos
canales: canal 13 y canal 8. El canal 8,
de la empresa Fomento de Televisión
S. A., filial de Grupo Alfa de Monte-
rrey, se convierte en una competencia

para Telesistema Mexicano y, por ello,
el hijo del entonces fallecido Azcárraga
Vidaurreta, Emilio Azcárraga Milmo,
busca negociar con este canal para una
posible fusión y se crea entonces, en
1972 la Televisión por Vía Satélite (Te-
levisa) que en 1982 queda mayorita-
riamente en manos de Azcárraga Milmo
al participar con más del 70% de las
acciones. A partir de entonces y gra-
cias a los satélites mexicanos puestos
en órbita, Televisa fue en expansión
hacia América Latina y Europa. En la
actualidad se considera de las mayores
empresas de televisión en el mundo y
junto con Telmex son las compañías
de telecomunicaciones de mayor im-
portancia en el mundo.

El canal 13 se otorgó en concesión
a Francisco Aguirre, un hombre de ne-
gocios ligado a la industria de la radio-
difusión desde los años 1940, el canal
comenzó a operar en 1968 y mantuvo
la estabilidad de empresa familiar has-
ta su muerte, en 1979. Alejo Peralta
ingresó como accionista en 1971 y era
dueño del 49% de las acciones, pero
en 1972 decidió vender su parte de ac-
ciones al Gobierno Federal, además del
10% que ya había vendido antes Fran-
cisco Aguirre. Ante las presiones del
gobierno de Luis Echeverría de contar
con un canal de Estado, Aguirre dejó
el negocio de la televisión. El canal 13
se estatizó sobre todo por la situación
del gobierno ante la opinión pública
después de los acontecimientos de
1968. En 1977 se cambió entonces el
status jurídico del canal 13 para ser
sectorizado en la Secretaría de Gober-
nación y sería más tarde parte de
Imevisión (Instituto Mexicano de Te-
levisión) junto con otras redes televi-
sivas. Durante una década que tuvo el
Estado en sus manos este canal, se
mencionan fallos en su administración.
En 1985 nació el canal 7 y junto con el
canal 13 enfrentaron disputas y des-
ventajas económicas respecto a Tele-
visa. Debido a la crisis que enfrentaban
ya internamente, a la controvertida
campaña de 1988 y al contexto inter-

nacional económico, el presidente Car-
los Salinas de Gortari puso a la venta
Imevisión junto con otras empresas me-
xicanas como Telmex y la desaparición
de PIPSA como parte de la ola de “libe-
ración” que vivió México durante esos
años. Las licitaciones para la compra
de canal 13 y canal 7 fueron concurri-
das por varias empresas de la comuni-
cación que fueron vencidas en julio de
1993 por Ricardo Salinas Pliego, crea-
dor de una fábrica de radios con la ra-
zón social “Elektra Mexicana”, y quien
ofreció 645 millones. Después se sabría,
por una publicación en el diario esta-
dounidense The Miami Herald, que el
hermano del ex presidente Carlos Sali-
nas de Gortari había prestado casi 30
millones de dólares al dueño de TV Az-
teca para adquirir la concesión. Al fi-
nal no se pudo comprobar nada y TV
Azteca siguió funcionando y desde
1997 inició su expansión con compra
de acciones de Telemundo en Estados
Unidos, así como canales de Guatema-
la, Chile, República Dominicana, así como
otros países de centro y sudamérica.

LA TELEVISIÓN MEXICANA EN LAS
LEYES FEDERALES

En México el marco jurídico de la tele-
visión también es muy amplio. Son
considerados la radio y la televisión
“actividades de interés público” en el
artículo 4 de la Ley Federal de Radio y
Televisión. Los compromisos o la fun-
ción social que tiene la televisión se
define en los artículos 5 de la Ley Fe-
deral de Radio y Televisión y el de la
Industria Cinematográfica que deben
“contribuir al fortalecimiento de la in-
tegración nacional y al mejoramiento
de las formas de convivencia humana”.
En sus transmisiones “procurarán”:

I.- Afirmar el respeto a los principios
de la moral social, la dignidad huma-
na y los vínculos familiares; II.- Evi-
tar influencias nocivas o perturbado-
ras al desarrollo armónico de la ni-
ñez y la juventud; III.- Contribuir a
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elevar el nivel cultural del pueblo y a
conservar las características naciona-
les, las costumbres del país y sus tra-
diciones, la propiedad del idioma y a
exaltar los valores de la nacionalidad
mexicana. IV.- Fortalecer las convic-
ciones democráticas, la unidad nacio-
nal y la amistad y cooperación inter-
nacionales.

En el artículo 63 de la Ley de Radio
y Televisión Mexicana se presenta la
restricción de contenido televisivo:

Quedan prohibidas todas las transmi-
siones que causen la corrupción del
lenguaje y las contrarias a las bue-
nas costumbres, ya sea mediante ex-
presiones maliciosas, palabras o imá-
genes profaces, frases y escenas de
doble sentido, apología de la violen-
cia o del crimen; se prohíbe, también,
todo aquello que sea denigrante u
ofensivo para el culto cívico de los
héroes y para las creencias religio-
sas, o discriminatorio de las razas;
queda asimismo prohibido el empleo
de recursos de baja comicidad y so-
nidos ofensivos.

En México, el artículo 15 del decre-
to del presidente Vicente Fox en el 2002
se especifica que:

Es obligación de las estaciones de
radio y televisión incluir gratuita-
mente en su programación diaria,
treinta minutos, continuos o discon-
tinuos, sobre acontecimientos de ca-
rácter educativo, cultural, social,
político, deportivo y otros asuntos de
interés general, nacionales e inter-
nacionales, del material proporciona-
do por la Secretaría de Gobernación,
a través de la Dirección General de
Radio, Televisión y Cinematografía.

Y cambia el tiempo destinado a es-
tas actividades que eran de 12.5% del
tiempo de la programación que existía
en el reglamento de 1973 para quedar-
se en 1.25%, es decir, 18 minutos dia-

rios en televisión en el horario de 6:00
a 24:00 horas.

LA LEGISLACIÓN DE LA TELEVISIÓN
EN CAMPAÑAS ELECTORALES

La elección del Presidente Mexicano se
hace cada 6 años según el artículo 19
del COFIPE del 2006 y sus reglas están
determinadas ahí mismo. El inicio de
la campaña electoral depende del re-
gistro de candidaturas que se da en los
primeros días de enero; y el día de la
votación es el primer domingo de julio.

Para el registro de candidaturas para
el cargo de elección popular el partido
político deberá “presentar y obtener el
registro de la plataforma electoral que
sus candidatos sostendrán a lo largo
de las campañas políticas”, además el
plazo del registro para Presidente de
los Estados Unidos Mexicanos del 1 al
15 de enero del año de la elección (art.
177) de la misma manera, señala en el
artículo 190 que:

Las campañas electorales de los par-
tidos políticos se iniciarán a partir
del día siguiente al de la sesión de
registro de candidaturas para la elec-
ción respectiva, debiendo concluir
tres días antes de celebrarse la jor-
nada electoral.

El artículo 48 del COFIPE establece
que quienes pueden contratar y ocu-
par espacios en la televisión para di-
fundir mensajes orientados a la
obtención del voto durante las campa-
ñas electorales son en México los par-
tidos políticos. Además, enfatiza que:

en ningún caso, se permitirá la con-
tratación de propaganda en radio y
televisión en favor o en contra de al-
gún partido político o candidato por
parte de terceros.

El artículo 48 del COFIPE señala que
los partidos políticos tienen la exclu-
sividad para “difundir mensajes orien-
tados a la obtención del voto durante

las campañas electorales”. También, en
el artículo 186 se señalan responsabi-
lidades a los partidos y no a la televi-
sión, como sucede en el caso italiano.
Se establece que la propaganda que
difundan los partidos políticos a tra-
vés de la radio y la televisión deberá
evitar contener “cualquier ofensa, di-
famación o calumnia que denigre a
candidatos, partidos políticos, institu-
ciones y terceros”, además

cuando consideren que la misma ha
deformado hechos o situaciones re-
ferentes a sus actividades o atribu-
tos personales. Este derecho se ejer-
citará, sin perjuicio de aquellos co-
rrespondientes a las responsabilida-
des o al daño moral que se ocasionen
en términos de la ley que regule la
materia de imprenta y de las disposi-
ciones civiles y penales aplicables

Sobre los noticieros existe el ar-
tículo 48 en el que se menciona que

El Director Ejecutivo de Prerrogativas
y Partidos Políticos se reunirá a más
tardar el 15 de diciembre del año ante-
rior al de la elección, con la Comisión
de radiodifusión y la Cámara Nacio-
nal de la Industria de Radio y Televi-
sión, para sugerir los lineamientos
generales aplicables en sus noticie-
ros respecto de la información o di-
fusión de las actividades de campaña
de los partidos políticos.

Además de eso, en el mismo artícu-
lo se señala que

La Comisión de Radiodifusión reali-
zará monitoreos muestrales de los
tiempos de transmisión sobre las cam-
pañas de los partidos políticos en los
espacios noticiosos de los medios de
comunicación, para informar al Con-
sejo General.

Pero no señala las razones o las san-
ciones.
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En nuestro país están permitidos los
spots o promocionales políticos los cua-
les son puestos “a disposición de los
partidos” por el Instituto Federal Elec-
toral. Son otorgados 400 promociona-
les en televisión, además de “200 horas
en televisión a los que tienen derecho
los partidos políticos”. En al costo de los
promocionales, se indica que “en ningún
caso el costo total de los promociona-
les excederá el 20% del financiamiento
público”, que corresponde a los parti-
dos políticos durante la competencia
en año de elección presidencial. Para
los partidos “sin representación en el
Congreso de la Unión corresponderá un
4% del total”. Para los partidos “con re-
presentación en el Congreso de la Unión
se distribuirán el 30% en forma iguali-
taria y el 70% restante en forma pro-
porcional a su fuerza electoral”.

En el caso de las elecciones del 2006
se tuvo que crear una regulación tem-
poral para el problema de la comunica-
ción institucional. El Acuerdo de
Neutralidad (oficio PC/161/06) que en-
traría en vigor a partir del 23 de mayo
(40 días antes del día del voto) en los
cuales se comprometían el Presidente
de la República, los 31 gobernadores de
la República y el Jefe de Gobierno del
Distrito Federal a abstenerse de afec-
tar de uno u otro modo la equidad en
la campaña.

EL CAMBIO EN LAS RELACIONES

Es un hecho que en México las relacio-
nes entre la televisión ha cambiado
desde la derrota del PRI en el año del
2000 y la actuación y relación que tuvo
el presidente Vicente Fox desde su cam-
paña electoral, cuando se presentaron
las campañas presidenciales más com-
petidas y también más enfocadas al
marketing y al uso de la televisión.
Durante su mandato, las televisoras
fueron adquiriendo poder y en el 2004
lograron reducir los tiempos oficiales
impuestos por el régimen priísta. Ade-
más, logró la aprobación no debatida
de la llamada Ley Televisa, con la cual

ésta y Televisión Azteca podrían con-
trolar el sector. Su influencia durante
estos años y su poder para crear o des-
truir la imagen política, así como pro-
vocar en algunos casos la investigación
judicial, fueron evidentes debido a los
distintos videoescándalos, donde se ex-
pusieron los actos de corrupción a tra-
vés de grabaciones, fotos, llamadas y
videos de políticos de todos los parti-
dos políticos frente a la ventana tele-
visiva. ¿Era una denuncia contra la clase
política para cambiar los actos de la
clase política? La mayoría de las ocasio-
nes, la exposición de los actos de corrup-
ción sólo tuvieron un efecto de mostrar
quién era más corrupto y quién podía
negarlo mejor. En pocos casos se llegó
a la acusación formal judicial y en nin-
gún caso la muestra de estos videos
contribuyó al inicio de una mejor jus-
ticia en contra de la corrupción.

La elección del 2006 terminó de
mostrar su poder: más de cinco mil
millones de pesos ganados en la cam-
paña electoral y la lucha político-elec-
toral llevada a cabo en la pantalla. La
controversia terminó últimamente en
la anulación de la Ley Televisa, así como
un nuevo reglamento sobre el uso de
la televisión durante las campañas elec-
torales.

Las últimas elecciones en México
demostraron la falta de consistencia en
la legislación, lo que llevó a juicio los
contenidos de los spots que fueron cla-
sificados primero como infundados y
después como fundados, según la au-
toridad legal que los revisara. No se
procuró una campaña de consenso y
de propuesta. Se dejó correr hacia la
polarización política en la que los candi-
datos eran totalmente opuestos, peligro-
sos, irreconciliables y que configuraron
una división ciudadana. Las estrategias
de las nuevas campañas electorales para
obtener votos son más importantes que
el sentido democrático de la elección.
Se defendió “la libertad de expresión”
cuando el debate era “la equidad en la
libertad de expresión”. En sentido es-
tricto la libertad es fundadora de la

equidad, pero no era la libertad que
entendía la televisión o los empresa-
rios, el candidato o los ciudadanos. Y
entonces la equidad se convirtió en la
respuesta con las mismas armas y el
debate y las ideas quedaron de lado y
terminó un país dividido sin coopera-
ción entre los actores políticos.

CONCLUSIÓN:
¿EQUIDAD EN LA COMPETICIÓN

POLÍTICA TELEVISIVA?

Las leyes para el uso de la televisión
durante las campañas electorales son
un intento para lograr la equidad en-
tre los competidores. Sin embargo, en
el caso de México es obvia la tarea que
hay pendiente en cuanto a Comunica-
ción Política y a su regulación, debido
a la importancia que esta tiene en la
democracia actual. Este artículo no es
un estudio exhaustivo del sistema
mediático mexicano, pero propone al-
gunas conclusiones en torno a los si-
guientes aspectos:

La cercanía entre las élites políticas
y mediáticas es algo común en la
mayoría de los Estados en sus inicios,
sin embargo, con el inicio de la de-
mocracia, se espera que exista una
relación que dé paso a la libertad y a
la equidad entre los competidores
para el poder público. En México, la
configuración de las televisoras abier-
tas a nivel nacional ha influido en
las formas de equidad entre los acto-
res políticos y la televisión, provocan-
do que los intereses de la televisora
y su relación con los políticos los
convierta en un espacio con una im-
parcialidad y libertad limitada. La
pluralidad de medios de comunica-
ción significa una pluralidad de ideas
y puntos de vista y algunos han pro-
puesto como solución el “nacimien-
to” legal e independiente de nuevas
empresas de comunicación.

En cuanto al evento específico de
las campañas electorales, es evidente
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que las leyes que regulan el acceso a
la televisión no son suficientes para la
equidad en términos cualitativos, de-
bido a que es mayor el impacto de la
forma en que se presentan las opcio-
nes políticas, siendo así más importan-
tes que la mera cantidad de mensajes.
Por ello, existen puntos pendientes en
la regulación de los objetos para el ac-
ceso a la televisión debido a la com-
plejidad de la comunicación política.
La importancia del entretenimiento
político es un punto a debatir, debido
a que son producciones de las televi-
soras que representan a los candidatos

y sus ideas políticas y que son consu-
midas por la mayoría de los ciudadanos
entonces ¿se debe equilibrar la liber-
tad de expresión en este tipo de pro-
gramas con fines de entretenimiento?

El nuevo formato de las campañas
electorales en la televisión convierte
las complejas ideas políticas en sólo
pinceladas y generalidades y así resul-
ta la campaña política negativa de la
ideologías izquierda y derecha, en tér-
minos extremos o equivocados. Enton-
ces, ¿qué opciones hay para confrontar
“ideas y programas políticos” en el for-
mato televisivo?

Finalmente, considero que la televi-
sión es un arma de poder político per-
manente, no sólo durante las campañas
electorales. Sus ataduras con el poder
político y comercial están determina-
das desde su nacimiento y sólo a partir
de una pluralidad política se puede lo-
grar una pluralidad en la comunicación.
Establecer las reglas del juego y ha-
cerlas cumplir, aún está determinado
por las fuerzas políticas. Se debe ga-
rantizar la igualdad de libertad de ex-
presión entre los contendientes y de
esa manera equilibrar la lucha política
actual.
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RESUMEN

Este trabajo se propone identificar los factores institucionales que inciden
en la disciplina partidaria con el objeto de conocer de mejor manera el
cambio o la continuidad de esta variable en el caso de la LX legislatura en
México. Los resultados de este trabajo muestran que los factores institucio-
nales son los que afectan en mayor medida las acciones de los legisladores
en términos de disciplina partidaria. En el caso de la LX legislatura se en-
contró que existen altos grados de disciplina al igual que en las legislacio-
nes anteriores. Sin embargo, aunque los tres partidos analizados presentan
un alto nivel de disciplina, el partido con menor nivel en esta legislatura
fue el PRD, lo que sugiere que las reglas internas del partido para la selec-
ción de candidatos juegan un papel decisivo.I
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Existe consenso en el ámbito académi-
co de que la actividad independiente
del Congreso en México se inicia a par-
tir de 1997, año en el cual el Partido
Revolucionario Institucional (PRI) deja
de contar con la mayoría absoluta en
la Cámara de Diputados, después de ha-
ber sido un partido hegemónico duran-
te casi siete décadas. Los poderes
concentrados en la Presidencia de la
República mantuvieron subordinadas
las decisiones de la Cámara al Ejecuti-
vo prácticamente por completo. De esta
forma, no sólo la Cámara de Diputados
sino la de Senadores fue absorbida por
el Poder Ejecutivo; lo que tendría que
ser, en teoría, un escenario de tres ju-
gadores con poder de veto se convirtió
en un escenario con un solo jugador
(Tsebelis, 2002).

A partir de la Legislatura LVII (1997-
2000) cobró relevancia el papel de los
partidos de oposición en la Cámara de
Diputados, al dejar de existir el gobier-
no unificado, lo que abrió paso a un
escenario en el que se podría presen-
tar una parálisis parlamentaria fomen-
tada por una relación difícil entre

ntroducción

ejecutivo y legislativo (Mainwaring,
1993; Casar, 2008). En un contexto de
gobierno dividido en el cual existen
tres jugadores con veto instituciona-
les (Cámaras de Diputados, Senadores
y Ejecutivo) un cambio al status quo
se dificulta aún más si existe multi-
partidismo, lo que convierte a este ju-
gador institucional en varios jugadores
(Tsebelis; 2002). Mainwaring y Shugart
(1997) sostienen que la negociación
ejecutivo-legislativo se simplifica cuan-
do se reduce el número de actores in-
volucrados. En este sentido la disciplina
partidaria puede jugar un rol impor-
tante para facilitar las negociaciones,
ya que partidos con baja disciplina re-
presentarían la aparición de más juga-
dores y una posible complicación en la
realización de acuerdos. Se supone que
la disciplina partidaria proporciona
predictibilidad en los procesos políti-

cos, lo que facilita las negociaciones
entre el ejecutivo y los distintos partidos
políticos representados en el Congre-
so. Por lo anterior, surge la necesidad
de identificar sus determinantes y
medirla de modo que se pueda cono-
cer de mejor manera el cambio o la con-
tinuidad de esta variable en el caso de
la LX legislatura en México.

Los resultados de este trabajo mues-
tran que los factores institucionales son
los que afectan en mayor medida las
acciones de los legisladores en térmi-
nos de disciplina partidaria. En el caso
de la LX legislatura se encontró que
existen altos grados de disciplina al
igual que en las legislaciones anterio-
res. Sin embargo, aunque los tres pre-
sentan un alto nivel de disciplina
partidaria, el partido con menor nivel
en esta legislatura fue el PRD lo que
sugiere que las reglas internas del par-
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tido para la selección de candidatos
juegan un papel decisivo.

Por lo anterior, el trabajo está or-
ganizado en tres apartados. En primer
lugar se hace una revisión bibliográfi-
ca sobre las fuentes de la disciplina
partidista y se explicitan los supues-
tos teóricos, posteriormente se identi-
fican las fuentes institucionales de ésta
para el caso de México y, en tercer lu-
gar, se presenta un ejercicio de medi-
ción de la disciplina de los principales
partidos políticos, PRI, PAN y PRD, re-
presentados en la LX Legislatura de la
Cámara de Diputados, mediante la va-
riante del Índice de Rice, que sugieren
Heller y Weldon (2001) y, por último
se presentan algunas consideraciones
finales.

DETERMINANTES DE LA DISCIPLINA
PARTIDARIA

El presente estudio se enfoca en resal-
tar cómo las reglas institucionales
orientan las acciones de los actores
políticos en cierta dirección; en este
caso, cómo influyen en una conducta
específica; la disciplina partidaria. Se
parte de aceptar que los políticos son
individuos racionales que

persiguen el acceso al poder –bien
concebido como instrumento para la
realización de sus programas e idea-
les, bien como un fin ventajoso en sí
mismo– y que por tanto suelen tener
en democracia una fuerte motivación
electoral (Colomer, 1991).

Sin embargo, siguiendo a Goodin
(2006), suponemos que:
1.Los individuos persiguen sus fines

en un contexto colectivamente res-
tringido.

2.Que tales restricciones toman la
forma de instituciones.1

3.Y que por estrictas que sean esas
restricciones, resultan ventajosas en
diversos aspectos para la consecu-
ción de sus propios proyectos.2

Por lo tanto el conjunto de eleccio-
nes que realizan los individuos en su
actividad parlamentaria se encuentra
definida y limitada por las institucio-
nes que regulan al sistema político
(North, 1990).

La disciplina partidaria se puede
definir como “la habilidad de un partido
para controlar los votos de sus miem-
bros dentro del parlamento” (Tsebelis,
George; 1998: 316, citado por Pérez,
2005: 31). Para Ames la disciplina es
la “propensión de los miembros de un
partido a votar en el mismo sentido”
(citado por Pérez, 2005: 31) mientras
que para Bowle, Farrel y Katz

es entendida como el acatamiento de
los miembros de un partido (inde-
pendientemente de sus preferencias
individuales) a las instrucciones o a
la influencia de su líder (Valencia,
2005: 15).

Es decir, la disciplina partidaria se
entiende como el acatamiento de los
miembros de un partido a emitir su
voto en una dirección determinada por
su dirigencia.

La disciplina es generalmente to-
mada como benéfica para el sistema
político (Valencia, 2005; Pérez, 2005;
Béjar, 2002; Ames, 2000), ya que per-
mite simplificar el proceso de negocia-
ción entre el ejecutivo y los distintos
líderes partidarios, con el objetivo de
obtener los votos necesarios para apro-
bar las iniciativas; y de esta manera
evitar el bloqueo institucional. Según
Cox y Mcubbins (1993) los partidos
(disciplinados) ayudan a mejorar la
eficiencia electoral, pues permiten evi-
tar la sobreproducción de leyes parti-
cularistas y la subproducción de leyes
con beneficios colectivos (Ames, 2000:
33). Aunque también puede jugar en
contra del sistema y de los representa-

dos cuando se desplaza el interés de
los electores en beneficio exclusivo de los
partidos o cuando éstos controlan la
mayoría y se oponen sistemáticamen-
te a las propuestas del ejecutivo; de
esta manera, una alta disciplina haría
imposible el logro de acuerdos que afec-
taran las líneas partidarias a favor de
las propuestas del ejecutivo.

No existe consenso sobre si es pre-
ferible contar con partidos disciplina-
dos o indisciplinados; Pérez Vega señala
que se prefieren partidos disciplinados
en gobiernos unificados y partidos in-
disciplinados en gobiernos divididos,
aún así esta relación no genera resul-
tados categóricos. Puede existir un
gobierno dividido con partidos alta-
mente disciplinados que apoyen la
mayor parte de las iniciativas del pre-
sidente, incluso las más controvertidas.
Una cercanía en la posición ideológica
de los partidos puede facilitar al eje-
cutivo cambiar el status quo a pesar
de contar con una minoría en el con-
greso o incluso si la posición ideológi-
ca fuera lejana el ejecutivo podría
cambiar el status quo si cuenta con los
medios institucionales que le propor-
cionen poderes para el establecimien-
to de la agenda (Tsebelis, 2002), con
lo cual la disciplina no sería determi-
nante o significativamente importante.
Aún así se considera que la disciplina
es preferible, ya que proporciona pre-
dectibilidad al sistema político.

Se han identificado distintas varia-
bles que determinan o inciden en la
disciplina partidaria, tales como las re-
glas electorales, de partido, del con-
greso y carrera política entre otras.
Algunos determinantes obedecen a fac-
tores institucionales formales y otros
son de carácter informal. Para el pre-
sente trabajo se considera que los fac-
tores más relevantes provienen de las
reglas formales por las razones que se

1En este caso las reglas electorales, reglas internas de la legislatura y las internas
de los partidos.

2El disciplinarse resulta más ventajoso que no hacerlo, para ascender en su carrera
política.

j 
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explicarán más adelante. En el cuadro
1 se muestran los determinantes insti-
tucionales que han identificado algu-
nos autores:

Las reglas electorales

Se han identificado cuatro variables
que inciden sobre la disciplina referen-
te a las reglas electorales:
a) Tipo de votación distrital: se refie-

re a si el distrito electoral es mayo-
ritario, un solo representante, en
el que el ganador de la contienda
resulta el ganador absoluto y los
sistemas proporcionales en donde
se comparte el triunfo de acuerdo
con los porcentajes de votación ob-
tenidos, en donde los candidatos se
presentan en “listas que presentan
al votante nombres de los candida-
tos de los partidos representantes
de circunscripciones que abarcan
amplias extensiones territoriales y
distritales” (Valencia, 2005). El efec-
to esperado cuando el tipo de vota-
ción es mayoritario, en el cual el
peso de la persona es importante,
es una menor disciplina, pues su-
pone cierta identificación con la co-
munidad, esto abre la posibilidad
de “chantaje” por parte del candi-
dato, es decir, pueden diferir de las
líneas dictadas de su líder parla-
mentario y no sujetarse a algún
castigo, ya que pueden amenazar
con cambiar de partido llevándose

consigo la lealtad de sus votantes
(Ames, 2000). En cuanto al siste-
ma proporcional, el efecto esperado
es una mayor disciplina, aunque de
manera diferenciada, dependiendo
de si los candidatos aparecen en lis-
tas abiertas o cerradas. Las listas
abiertas en donde los electores tie-
nen la posibilidad de cambiar el
orden en el que aparecen los can-
didatos da mayor importancia a la
persona, lo que supone menor dis-
ciplina. En cambio, si la lista es ce-
rrada el voto es emitido hacia el
partido y no al candidato; el efecto
esperado en esta situación es una
mayor disciplina.

b) Financiación: los sistemas electo-
rales contemplan distintas formas
de financiar a los candidatos en la
contienda política, los esquemas
van desde la financiación total ex-
terna hasta la financiación total
interna o la mixta. La primera for-
ma otorga mayor independencia al
candidato, lo cual incide en una
mayor indisciplina y la interna re-
presenta una total dependencia al
partido.

c) Reelección: cuando los sistemas
electorales permiten la reelección
inmediata esto supone un incenti-
vo para la carrera del legislador. El
sentido del voto del legislador obe-
dece más a los intereses de sus elec-
tores que a la línea del partido, pues
de los primeros dependerá su per-

manencia en la Cámara. Es decir,
que ante la posibilidad de reelec-
ción se crea una relación clientelar
entre el legislador y sus votantes,
además de permitir el desarrollo de
una carrera legislativa que se tra-
duce en mayor experiencia y acu-
mulación de capital político.

d) Origen de la nominación del candi-
dato: otro aspecto importante del
sistema electoral sobre la discipli-
na partidaria es la posibilidad de
que puedan existir candidaturas in-
dependientes a los partidos. Cuan-
do los candidatos a ocupar un curul
no requieren pertenecer a algún
partido político es previsible que no
condicionen su voto a ningún par-
tido; por otro lado, los legisladores
que ya pertenecen a algún partido
tenderán a ser más disciplinados,
ya que si quieren aspirar a un pues-
to de elección estarán sujetos a las
decisiones del partido.

Reglas internas de los partidos

Las reglas de los partidos que inciden
sobre la disciplina generalmente tie-
nen que ver con la forma en la que
eligen o designan a sus candidatos a
los puestos de elección. Jones identi-
fica tres métodos de selección de can-
didatos: arreglo entre élites locales o
nacionales, elección por asamblea y
celebración de primarias (Valencia,
2005: 24); por su parte Freidenberg y

CUADRO 1
DETERMINANTES INSTITUCIONALES DE LA DISCIPLINA PARTIDARIA

Factores Valencia Escamilla (2005) Pérez Vega (2005) Barry Ames (2000)
formales Reglas electorales Sistema electoral Reglas electorales

�Sistemas mayoritarios � Representatividad personal o colectiva
�Sistemas de financiamiento � Nominación de candidatos
�Reelección

Reglas internas del partido Procedimientos partidistas para selección
Reglas Internas del Congreso   de candidatos Reglas internas del Congreso

Factores Carrera política Currículum de cada diputado
informales Lazos clientelares y geográficos Características del electorado

Afinidad ideológica Ideología

Fuente: Elaboración propia con base en Valencia Escamilla (2005), Pérez Vega (2006) y Ames (2000).
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Sánchez identifican cuatro métodos: a)
internas abiertas; b) internas cerradas;
c) órganos colegiados internos, y d)
liderazgo partidista (Pérez, 2006: 47).
Obviamente, entre mayor participación
tengan los electores en la elección de
los candidatos menor disciplina se pue-
de esperar por los elegidos y vicever-
sa, con lo cual los partidos que tengan
más concentradas la toma de decisión
de quienes pueden ocupar los puestos
de representación presentan mayores
grados de disciplina.

Reglas internas de la Legislatura

Los mecanismos de las reglas internas
de la legislatura que inciden en la dis-
ciplina provienen de los siguientes
rubros:
a) La asignación de comisiones: se re-

fiere a los grupos que se forman
dentro de la legislatura para divi-
dir el trabajo por temas; es una for-
ma de organizar el trabajo de grupo
y dar celeridad a las iniciativas. Ge-
neralmente las decisiones de qué
comisiones se forman, quiénes las
integrarán, quiénes la presiden y
las propuestas que se priorizan que-
dan en manos del liderazgo de cada
partido, con lo cual se promueve la
disciplina.

b) La asignación de recursos econó-
micos y de asesoría: se refiere los
recursos materiales, humanos, téc-
nicos o financieros que son pues-
tos a disposición de los legisladores
para facilitar su trabajo, éstos pue-
den ser asignados en lo individual
a la institución parlamentaria o a
los partidos. Cuando los recursos
son organizados por los partidos se
espera que los grupos partidarios
muestren mayor disciplina que
cuando son otorgados a los legisla-
dores en lo individual.

c) La agenda legislativa: integra los
temas o iniciativas que serán dis-
cutidos y votados por los grupos
parlamentarios; sobre este tema se
requiere identificar “quienes son los

actores que determinan los asuntos
que serán discutidos en el pleno, así
como el calendario legislativo”
(Pérez, 2006: 53). Este aspecto es
de suma importancia, ya que la for-
ma en la que se deciden estos asun-
tos puede incidir fuertemente en
la disciplina de los legisladores.
Cuando las decisiones están centra-
das en el liderazgo partidario, se deja
pocas o nulas opciones para que los
legisladores independientes, sin
partido o los indisciplinados, puedan
incidir en las iniciativas que pue-
den ser votadas y aprobadas y por lo
tanto el compromiso que éste pudie-
ra tener con la comunidad al tratar
de impulsar medidas que beneficien
a sus electores queda condicionada a
la disciplina hacia su partido.

d) La organización interna de los gru-
pos parlamentarios: esta variable se
refiere a las reglas que disponen los
partidos para regular la actividad de
sus partidarios dentro del Congre-
so. Generalmente los partidos dise-
ñan reglamentos que les permite
controlar las acciones de sus represen-
tantes en beneficio de las líneas par-
tidistas tales como la obligación a
formar parte de un grupo y la forma
en que se asignan liderazgos dentro
de la Cámara, así como las sancio-
nes a las que puede ser sujeto el le-
gislador que se aparte de las reglas.

Con base en lo anterior podríamos,
mediante la asignación de valores cuan-
titativos, a cada una de las variables
mencionadas, diseñar un modelo que
nos permitiese adelantar teóricamen-
te si las condiciones institucionales
fomentan actitudes disciplinadas o no
en los representantes partidarios den-
tro del Congreso. En la presente pro-
puesta se asume que cada conjunto de
reglas, electorales, de partido, y de la
legislatura, cuentan con una pondera-
ción igual. La forma de asignar valores
cuantitativos sería la siguiente: cada ca-
tegoría de variables tendrá un valor de -
1 a 1, en donde los valores cercanos o

iguales a 1 indican mayor grado de dis-
ciplina y los cercanos o iguales a -1 me-
nor grado de disciplina (véase cuadro 2).

FACTORES INSTITUCIONALES DE LA
DISCIPLINA PARTIDARIA EN MÉXICO

Los factores institucionales que se han
identificado para el caso mexicano son:

Reglas electorales

a) El tipo de votación distrital; la ley
electoral estipula que de los 500
diputados que integran la Cámara,
200 corresponden a asientos pluri-
nominales, es decir, se eligen por
medio de listas de representación
proporcional. Además se contem-
pla que los partidos son quienes
determinan los nombres y el orden
de los que aparecen en las listas.

b) La financiación; la legislación es-
tablece un sistema mixto de finan-
ciamiento para los partidos, sin
embargo, el proveniente de sus afi-
liados y simpatizantes no puede
exceder el 10% del recibido por el
gobierno para actividades ordina-
rias. Por lo tanto, la mayor parte
de los recursos en dinero o especie
que puede recibir un partido pro-
viene del gobierno y sólo puede ser
canalizable a través de la estructu-
ra del partido. Los recursos finan-
cieros que recibe se pueden dedicar
para actividades ordinarias perma-
nentes, gastos de campaña, y acti-
vidades específicas. Además, gozan
de otros beneficios, como acceso a
la radio y televisión, exenciones fis-
cales, franquicias postales y tele-
gráficas y tiempo adicional en radio
y televisión durante las campañas
electorales.

c) Reelección; en México no se per-
mite la reelección inmediata, esto
rompe el vínculo del legislador con
sus electores y provoca mayor de-
pendencia del legislador hacia su
partido para continuar con su ca-
rrera política (Loyola y Martínez;
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2000: 64-65). Aunque si esta per-
mitida la reelección interrumpida
el porcentaje de legisladores que lo
hace es muy bajo (Campos, 1996).
De los legisladores que integraron
la Cámara de diputados en las le-
gislaturas de 1982 al 2003 el por-
centaje de los que no contaban con
experiencia osciló alrededor de 80%
(Pérez, 2006: 90).

d) Estas reglas establecen en México
un control absoluto de los partidos
sobre la nominación de los candi-
datos, al no permitir la existencia
de candidaturas independientes a
través del artículo 175 del Código
Federal de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales (COFIPE).

Reglas internas de los partidos

El COFIPE concede a los partidos la fa-
cultad de determinar la forma en que
postulen a sus candidatos siempre y
cuando esté establecido en sus esta-
tutos. En el cuadro 3 se resumen los

CUADRO 2
MATRIZ DE VALORES PARA CADA FACTOR INSTITUCIONAL

Reglas electorales

Tipo de votación distrital Uninominal Plurinominal listas abierta Plurinominal listas cerradas
-1 0 1

Financiación Externa al partido Mixta mayoritariamente Mixta equilibrada Mixta mayorita- Interna
-1 Externa 0 riamente interna 1

0.5 0.5

Reelección Reelección inmediata Reelección interrumpida No reelección
-1 0 1

Origen de la nominación Nominación apartidaría Nominación partidaria
del candidato -1 1

Reglas internas de los partidos

Designación de candidatos Internas abiertas Internas cerradas Órganos colegiados internos Liderazgo partidista
-1 0.5 0.5 1

Reglas internas de la legislatura

Asignación de comisiones Afinidad personal Liderazgo partidista
-1 1

Asignación de recursos Individual Partido
-1 1

Agenda legislativa Negociación individual Liderazgo partidista
-1 1

Organización de los grupos Negociación individual Liderazgo partidista
   parlamentarios -1 1

Menor disciplina Mayor disciplina

Fuente: Elaboración propia

CUADRO 3
PROCEDIMIENTOS DE SELECCIÓN DE CANDIDATOS A DIPUTADOS DEL PAN,

PRI Y PRD EN EL AÑO 2000

Procedimiento/ Internas Internas Selección por Liderazgo Selección Liderazgo
Partido tipo abiertas cerradas órgano partidista por órgano partidista
de candidato colegiado local local colegiado nacional

del partido nacional
del partido

PAN
MR � � �
RP

PRI
MR � �
RP

PRD
MR � � �
RP

Fuente: Pérez Vega (2006: 117).
Nota: MR (mayoría relativa) y RP (representación proporcional).

procedimientos utilizados por los prin-
cipales partidos representados en la
Cámara de Diputados.

El cuadro anterior muestra que los
partidos en México tienden a centrali-
zar el proceso de selección de candida-
tos lo que supone una alta disciplina.
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Reglas internas de la Legislatura

Pérez Vega señala que la forma en que
se organizan los partidos en la Cámara
de Diputados es en grupos parlamen-
tarios. Establecido por el artículo 70
de la Constitución General, cada grupo
debe integrarse por lo menos con cin-
co miembros y sólo puede haber un
representante de cada partido. Aunque
no es obligatorio pertenecer a un gru-
po el apoyo que otorga la Cámara para
que desempeñen su labor no queda
asegurado, pues al no formar parte de
un grupo, esta decisión queda a consi-
deración de la Junta de Coordinación
Política. Por otra parte, sólo los gru-
pos parlamentarios pueden participar
en la integración de los órganos de
gobierno de la Cámara, con lo cual que-
dan restringidas las acciones de los legis-
ladores disidentes (Loyola y Martínez;
2000: 66-67).
a) La asignación de comisiones; son

los coordinadores de los grupos
parlamentarios quienes deciden la
distribución e integración de comi-
siones. Además, tienen la facultad
de solicitar la destitución de algu-
no de los miembros que la integren.

b) Asignación de recursos económicos
y asesoría; en este aspecto la legis-
lación es totalmente determinante
para influir en la disciplina, ya que
estipula que “los recursos serán
entregados a los coordinadores par-
lamentarios y que éstos no están obli-
gados a presentar comprobación
alguno de la forma en que fueron uti-
lizados, lo que proporciona una gran
discrecionalidad en el uso de los
recursos para premiar o incentivar a
mantener la disciplina. Ugalde se-
ñala que estos recursos pueden ser
utilizados para “personal de aseso-
ría, para gastos extras de oficina,
para sobresueldos a legisladores lea-
les e incluso para financiar campa-
ñas políticas…” (Ugalde, 2002,
citado por Pérez, 2006).

c) La agenda legislativa; el control de
la agenda legislativa también recae

en los coordinadores parlamenta-
rios, gracias al diseño institucional
con el que cuenta la Cámara, ya que
es la Conferencia para la Dirección
y Programación de los Trabajos Le-
gislativos la que determina la agen-
da, y son los coordinadores quienes
integran dicho órgano.

d) Organización interna de los grupos
parlamentarios; cada uno de los par-
tidos en la Cámara posee un regla-
mento que regula el trabajo
legislativo de sus miembros y con-
diciona sus acciones pues también
incluyen sanciones específicas en
caso de incumplimiento (Béjar,
2002; Loyola y Martínez, 2000,
Pérez, 2006; Valencia, 2005). De
acuerdo con Pérez Vega las fraccio-
nes parlamentarias del PRI, PAN y
PRD: Instituyen órganos directivos
cuyas finalidades son coordinar, ar-
ticular y vigilar el proceso de toma
de decisiones en las comisiones legis-
lativas y en el pleno. Estos órganos
directivos auxilian al líder parla-
mentario en el proceso de toma de
decisiones y en la tarea de coordi-
nar y dar seguimiento a las activi-
dades, peticiones e iniciativas de los
diputados desde las comisiones has-
ta el pleno.

En resumen, su organización es
de tipo jerárquica y establece fuer-
tes mecanismos de control discipli-
nar. Los datos anteriores sugieren
que el marco institucional asegura
una alta disciplina en la Cámara de
Diputados.

Aplicando la matriz de valores (del
cuadro 2) a los casos de los partidos
aquí analizados, PRI, PAN y PRD, los va-
lores promedio que obtendrían serían
respectivamente los siguientes: 0.67,
0.62 y 0.53. Como los valores obteni-
dos son más cercanos a 1 que a -1 esto
indica que los partidos tienden a ser
disciplinados de acuerdo con el con-
junto de reglas institucionales vigentes.
Si las variables elegidas son indicati-
vas de la disciplina partidaria, enton-

ces es de esperarse que la medición
empírica que se realiza en el tercer
apartado del presente trabajo coincida
con lo sugerido en esta parte; es decir,
que empíricamente deberían obtenerse
altos valores de disciplina, mediante
su índice correspondiente. Por otro
lado, de ningún modo se afirma que el
presente modelo tenga suficiente vali-
dez externa como para que pueda ser
aplicado a cualquier caso; para tal efec-
to sería necesaria mayor rigurosidad
metodológica en el control de variables
o la utilización de un método estadísti-
co aplicado a una muestra representa-
tiva de casos. Aunque al parecer es un
buen acercamiento a una modelación
que nos permita comparar y anticipar
posibles cambios en la disciplina como
resultado de las variaciones que ocu-
rran en las reglas institucionales aquí
referidas, además de indicar futuras in-
vestigaciones para ahondar en el tema.

MEDICIÓN DE LA DISCIPLINA
PARTIDISTA EN LA LX LEGISLATURA

DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

Como se mencionó anteriormente, la
disciplina partidaria se entiende como
el acatamiento de los miembros de un
partido a emitir su voto en una direc-
ción determinada por su dirigencia. La
forma más común de medirla es a tra-
vés del Índice de Rice, el cual consiste
en obtener la diferencia relativa entre
la mayor parte de los votos emitidos
en un sentido menos el menor: Ir= (A-
B) / (A+B)

Ir es el valor del índice, A es el nú-
mero mayoritario de votos y B es el
número minoritario. El índice puede
tomar valores de 0 a 1, el 1 significa
total disciplina y el 0 nula disciplina.
El inconveniente de este método es que
no incluye las abstenciones, lo cual
podría arrojar resultados que se apar-
ten considerablemente de la realidad.
En un estudio acerca de la LVII Legisla-
tura realizado por Heller y Weldon
(2001) encontraron que las abstencio-
nes son muy comunes (Pérez, 2006:



ACTA REPUBLICANA POLÍTICA Y SOCIEDAD  AÑO 8 ■  NÚMERO 8 ■  2009 81

154-155). Por otra parte, no es conve-
niente incluir en el índice las ausen-
cias, ya que se ha encontrado que
muchas de ellas obedecen no a un acto
de desacuerdo sino a compromisos de
los legisladores con actividades propias
del partido, por lo que éstas se pueden
considerar como faltas justificadas. Por
lo anterior se considera que una bue-
na medida de la disciplina partidaria,
en el caso de México, se puede obte-
ner mediante el Índice de Rice corre-
gido que proponen Heller y Weldon
(2001): Irc= (A-B-C) / (A+B+C)

Irc es el valor del Índice de Rice Co-
rregido, A es el número de votos ma-
yoritario, B es el número de votos
minoritario, y C es el número de abs-
tenciones. La aplicación de este méto-
do a la LX Legislatura arrojó los valores
que se muestran en el siguiente cuadro:

Los valores obtenidos muestran
una alta disciplina de los tres partidos
políticos a excepción del PRD en el ter-
cer año de la Legislatura; esto puede
ser un indicativo de los temas en los
que hay mayores desacuerdos en ese
partido, económicos y políticos. Segu-
ramente, si se hubieran incluido todos
los temas el valor del índice hubiera
aumentado para el PRD. La diversidad
de los temas de interés quizá está re-
lacionada con el origen diverso de los
miembros de ese partido. Sin embar-
go, se ha observado en otros estudios
es el partido que tiende a ser más in-
disciplinado, las razones puedan de-
berse a que es el partido con menor
centralización en la designación de
sus candidatos como se muestra en el
cuadro 5.

El cuadro 5 muestra la disciplina ob-
servada en los principales partidos du-
rante las últimas legislaturas; en esta
podemos observar que en general han
mantenido altos grados de disciplina.
Respecto a la LVIII Legislatura se mues-
tran dos mediciones; una realizada por
Weldon (2002) y otra por Pérez Vega
(2006), las cuales difieren, aunque no
de manera sustancial. La diferencia se
presenta porque no aplicaron el índice
en las mismas iniciativas, el número y
el tipo de tema provocan que no se
obtengan los mismos resultados.

Considerando que el marco institu-
cional prácticamente no ha variado a
través de este periodo de estudio, po-
demos inferir que las pequeñas dife-
rencias que se han presentado de una
legislatura a otra están fuertemente
relacionadas con el tipo de temas que
se han tratado.

CONCLUSIONES

Aunque en el debate teórico se han
definido distintos factores que inciden
sobre la disciplina partidista, reglas elec-
torales, reglas de los partidos, reglas
internas del Congreso, carrera política,
afinidad ideológica, lazos clientelares
o naturaleza de las iniciativas, son los
factores institucionales formales los que
afectan en gran medida las acciones
de los legisladores. Por otra parte, aun-
que no ha sido el objetivo de este tra-
bajo, contrario a lo que se dice en la
literatura que se revisó, existe un alto
grado de disciplina partidaria entre los
integrantes del Congreso mexicano
cuyo régimen es presidencial. La dife-
rencia no está en el tipo de régimen
sino en las reglas específicas para la
toma de decisiones. Aunque en reali-
dad el periodo de estudio es muy corto
(1997-2009), tendrá que ser observa-
do en el futuro si el grado de discipli-
na varía significativamente.

De los resultados de la medición que
se aplicó, de manera general, el parti-
do con menor disciplina ha sido el PRD;
cuando el tema de las iniciativas fue

CUADRO 4
DISCIPLINA PARTIDARIA EN LA LX LEGISLATURA

DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

Partido Disciplina partidaria Disciplina partidaria Disciplina partidaria
Primeros dos años Tercer año de promedio
de la legislatura la legislatura*

PAN .98 .99 .98
PRD .92 .75 .83
PRI .96 .97 .96

*Para la medición del tercer año sólo se consideraron las propuestas referentes a temas hacendarios
y de tipo político realizadas hasta el 30 de abril de 2009.

Fuente: Para los primeros dos años véase http://www.monitorlegislativo.org.mx/
indicadores.php?tab=1#disc_partido. Para el tercer año elaboración propia con datos de
www.sitl.diputados.gob.mx

CUADRO 5
COMPARATIVO DEL ÍNDICE DE DISCIPLINA POR LEGISLATURA

Legislatura PAN PRD PRI

LVII Weldon (2002) .882 .883 .993
LVIII Weldon (2002) .957 .922 .899
LVIII Pérez Vega (2006) .962 .965 .928
LX .98 .83 .96

Fuente: Para la LVII Legislatura Mascott (2006), para la LVIII legislatura Pérez Vega (2006).
Para la LX legislatura elaboración propia con base en http://www.monitorlegislativo.
org.mx/indicadores.php?tab=1#disc_partido y www. sitl.diputados.gob.mx
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de tipo económico, en el tercer año de
la LX Legislatura, sus representantes
mostraron mayores grados de indisci-
plina. En las votaciones referentes a la
Ley de Ingresos de la Federación para
el Ejercicio Fiscal de 2009 y en las de el
Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción para el Ejercicio Fiscal de 2009
(cinco votaciones) el valor promedio
del Índice de Rice Corregido fue de 0.24
para este partido. El factor de mayor
peso que posiblemente explique la
menor disciplina del PRD es la menor
centralidad en los métodos de selec-
ción de candidatos, como se apuntó en
líneas anteriores.

Los partidos políticos representa-
dos en la Cámara de Diputados son al-
tamente disciplinados y a pesar de
contar con un escenario multipartidista
no parece que exista parálisis legisla-
tiva. Esto sugiere que la disciplina está
contribuyendo a facilitar la negociación
del ejecutivo con los líderes parlamen-
tarios; sin embargo, no sabemos si las
iniciativas presentadas son realmente
relevantes para el Ejecutivo y en qué
grado se están cumpliendo su agenda,
lo que sugiere otro estudio al respecto.
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ntroducción

RESUMEN

El moobing, uno de los emergentes riesgos psicosociales en el trabajo, es un
fenómeno de gran importancia por los efectos que ocasiona al individuo y la
sociedad, así como por el impacto económico y social que genera. El mobbing,
como un problema que afecta la salud y seguridad de los trabajadores, ha
sido motivo de investigación y de regulación legal, sobre todo en la Unión
Europea. En Latinoamérica, y en particular en México, el interés por legislar
el mobbing no ha trascendido, ya que sólo Colombia y Brasil cuentan con
leyes específicas que lo regulan. Ante esto, existe la necesidad de realizar
estudios para conocer el tratamiento legislativo en nuestra región, de ahí
que éste trabajo pretenda analizar en forma comparativa la normatividad
latinoamericana sobre el mobbing, a fin de contar con elementos de tipo
jurídico actualizados para estar en armonía e integrados con la nueva reali-
dad laboral.

Palabras clave: mobbing, legislación, Latinoamérica, acoso, trabajadores.

ABSTRACT

Mobbing, one of the rising psychosocial risks in the workplace, is a
phenomenon of enormous significance due to its effects on individuals and
society, and by the economic and social consequences. Mobbing, a problem
that affect health and welfare of workers, has produced several studies and
legal regulations, mainly in the European Union. In Latin America, and parti-
cularly in Mexico, the concern to legislate on mobbing has not transcended:
only Colombia and Brazil have specific legal norms. The need to carry out
research to identify the legal treatment on mobbing in our region motivated
the present work with a comparative analysis of the legal norms in Latin
America on the subject, with the purpose of revealing the current legal
elements needed to be in concurrence with new legal norms in the labor
world.

Key words: mobbing, laws, Latin America, harassment, workplace

I
La globalización de la economía ha
impactado en la organización laboral
tanto en la variabilidad del contenido,
como en las condiciones y ambiente
de trabajo, en una situación de inesta-
bilidad y precariedad. Los cambios en
el trabajo han implicado su tecnifica-
ción, intensificación y flexibilización,
ocasionando mayores demandas, pre-
siones y exigencias sobre el trabaja-
dor, con el objetivo de alcanzar altos
niveles de productividad, que lo pue-
den exponer potencialmente a sufrir
daños en su salud.

En este contexto es donde emergen
los nuevos riesgos psicosociales, como
el mobbing, el cual trae consecuencias
negativas –en el aspecto físico, psíqui-
co y social– para individuos, familias,
empresas, organismos de seguridad
social y la comunidad, lo que implica
elevados costos económicos y sociales
por el pago de incapacidades, ausen-
tismo, jubilaciones anticipadas, gastos
sanitarios, etcétera.

El mobbing ha sido una preocupación
constante por organismos internacio-
nales como la Organización Internacional
del Trabajo (OIT) y la Organización
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Mundial de la Salud (OMS), los cuales
han referido que la violencia en el tra-
bajo, bajo la forma de acoso, formará
parte del malestar de la globalización
en las próximas décadas, donde pre-
dominarán depresiones, angustias y
otros daños psíquicos relacionados con
la política de gestión en la organiza-
ción del trabajo (González, 2002).

En Latinoamérica, en algunos paí-
ses como Colombia, Chile, Puerto Rico,
Argentina, México, entre otros, se han
realizado estudios empíricos que de-
muestran la problemática del mobbing
en algunos sectores de trabajadores.

Con relación a la legislación del
mobbing en el trabajo, en forma espe-
cífica, ya existe en algunos países de
la Unión Europea como Francia, Suiza,
Bélgica, Noruega, Finlandia, Italia y
Polonia. Por su parte, Noruega, Fran-
cia y España, han tipificado como de-
lito al mobbing.

En cuanto al aspecto legislativo del
mobbing en la región latinoamericana,
hay que destacar que sólo existe legis-
lación específica sobre el mismo en
Colombia y en Brasil, pero en algunos
países se han creado ordenamientos
jurídicos que regulan algunas disposi-
ciones generales en esta materia, como
es el caso de Argentina y Venezuela.
México, por su parte, publicó la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una
Vida Libre de Violencia, en la que in-
cluye como una modalidad a la violen-
cia docente y laboral, pero desde una
perspectiva de género.

El reconocimiento del mobbing en
la Unión Europea como un problema
que afecta la seguridad y salud de los
trabajadores y la importancia de regu-
larlo en la norma laboral y penal no ha
trascendido en Latinoamérica y en for-
ma particular en México. De acuerdo
con lo anterior, en este trabajo se pre-
tende analizar, en forma comparativa,
la normatividad latinoamericana sobre
el mobbing para contar con los elemen-
tos de tipo jurídico actualizados para
estar en armonía e integrados con la
nueva normativa de los emergentes

riesgos psicosociales en el trabajo. Este
estudio está estructurado en tres par-
tes: en el primero se abordarán algunas
consideraciones generales del mobbing;
en el segundo se realizará el estudio com-
parado de la legislación del mobbing en
Latinoamérica; y en el tercero se pre-
sentarán las reflexiones finales.

CONSIDERACIONES GENERALES

Concepto de mobbing

La palabra “mobbing” proviene del tér-
mino inglés “mob”, que traducido al
castellano sería el de una multitud
excitada que rodea o asedia a alguien
o a algo, en forma hostil o amistosa. El
sustantivo “mob” es el gentío, el vul-
go, la plebe o “populacho”, en cambio,
el verbo “to mob” describe la acción de
ese gentío de agolparse o atestarse en
torno a algo o bien la de asediar o ata-
car en masa a alguien. El origen de la
palabra describe, por tanto, una acción
colectiva de un grupo de personas fren-
te a algo o alguien, no siempre de modo
negativo, tal y como ahora está siendo
abordada en el ámbito de las condicio-
nes de trabajo (Velázquez, 2005).1

Heinz Leymann, en 1980, acuñó el
concepto de mobbing o terror psicoló-
gico en el trabajo, el cual definió como
comunicación hostil y sin ética, diri-
gida de manera sistemática por uno o
varios individuos, principalmente con-
tra otro, que es así arrastrado a una
posición de indefensión y desvalimien-
to, y activamente mantenido en ella.
Estas actividades tienen lugar de ma-
nera frecuente (como criterio estadís-
tico, por lo menos una vez a la semana)
y durante largo tiempo (por lo menos
seis meses). A causa de la elevada fre-
cuencia y duración de la conducta hos-
til, este maltrato acaba por resultar en
considerable miseria mental, psicoso-
mática y social (González, 2002: 40).

Posteriormente, en su traducción a las
lenguas latinas, el término “mobbing”
se denominó harcélement moral en
francés por la influencia de Marie
France Hirigoyen, y fue traducido des-
pués al castellano como acoso moral,
al portugués como assedio moral y al
catalán como assetjament moral (Ve-
lázquez, 2005).

Marie France Hirigoyen define el
acoso moral como:

una conducta abusiva (ademán, pa-
labra, comportamiento, actitud…)
que atenta por su frecuencia o siste-
matización, contra la dignidad o la
integridad psíquica o física de un tra-
bajador, poniendo en peligro su pues-
to de trabajo o degradando el ambien-
te laboral (Hirigoyen, 2004: 3).

El concepto legal del mobbing, re-
cientemente ha sido descrito por un
grupo de expertos de la Unión Euro-
pea como

un comportamiento negativo entre
compañeros o entre superiores e in-
feriores jerárquicos, a causa del cual
el afectado/a es objeto de acoso y ata-
ques sistemáticos y durante mucho
tiempo, de modo directo o indirecto,
por parte de una o más personas, con
el objetivo y/o el efecto de hacerle el
vacío (Velázquez, op. cit.: 2).

Así mismo, se ha definido al mobbing
desde el ámbito jurídico como “presión
laboral tendenciosa, la presión laboral
tendente a la autoeliminación de un
trabajador mediante su denigración”
(Gimeno, 2005: 3).

Como se puede observar, en la ac-
tualidad existe una diversidad de defi-
niciones desde varias disciplinas, como
la psiquiatría, la psicología y el ámbi-
to judicial, las cuales son aportadas
preferentemente por autores de países

1El mobbing, según los diferentes autores, ha sido llamado acoso psicológico, mo-
ral, etc. Para efectos de este estudio se hará referencia al término mobbing, por
considerar que es más generalizado en la actualidad.

j 
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de la Unión Europea. Cabe destacar que
el concepto construido por Leymann
ha influido en la definición de acoso
contemplada en la Ley Básica de Pre-
vención de Riesgos de Suecia, y en la
Nota Técnica Preventiva No. 476 de Es-
paña. Hirigoyen, por su parte, ha mar-
cado su influencia en Francia (Código
del Trabajo Francés) y en Brasil (leyes
sobre asedio moral).

Tipos de mobbing

En forma más generalizada, se ha acep-
tado los tipos de mobbing atendiendo
a su clasificación en función de la di-
rección: el vertical y el horizontal, y a
su vez el vertical podrá ser ascendente
o descendente.
1. Acoso vertical descendente es el que

es realizado del jefe al subordinado.
También se le denomina bossing.

2. Acoso vertical ascendente, va del
subordinado al jefe. Es la presión
ejercida por un trabajador o un gru-
po de trabajadores sobre un supe-
rior jerárquico.

3. Acoso horizontal, es el que se da
entre iguales; es decir, de compa-
ñero a compañero.

Tipos de comportamientos
que configuran el mobbing

No existe una única definición de lo
que se entiende por comportamientos
de acoso, observándose diferencias se-
mánticas entre autores, que en gene-
ral no son muy significativas.

Leymann creó el primer Inventory
of Psycho-Terror (LIPT), conformado por
45 comportamientos hostiles que per-
miten determinar el acoso psicológico
o psicoterror laboral, agrupados por Ca-
lero en cinco clasificaciones (citado por
Pando, 2006):

1. Actividades de acoso para reducir
las posibilidades de la víctima de co-
municarse adecuadamente con otros,
incluido el propio acosador (once
comportamientos hostiles); 2. Acti-

vidades del acoso para que la víctima
tenga la posibilidad de mantener con-
tactos sociales (cinco comportamientos
hostiles); 3. Actividades de acoso di-
rigidas para desarrollar o impedir a
la víctima mantener su reputación
personal o laboral (quince compor-
tamientos hostiles); 4. Actividades de
acoso dirigidas a reducir la ocupación
de la víctima y su empleabilidad me-
diante la desaprobación profesional
(siete comportamientos hostiles) y 5.
Actividades de acoso que afectan a
la salud física o psíquica de la vícti-
ma (siete comportamientos hostiles).

Hirigoyen refiere que existen cua-
tro tipos de actuaciones hostiles:

1. Aislamiento y negación de la co-
municación: hacer que alguien lle-
gue a ser invisible.

2. Ataques contra las condiciones de
trabajo: retención de información,
sabotaje.

3. Ataques contra la dignidad: ofen-
sas contra la reputación, rumores,
denigración.

4. Violencia verbal, física o sexual
(Hirigoyen, op. cit. 4).

El Informe Randstad (2003) presen-
ta un listado de comportamientos y los
ordena de acuerdo con el siguiente
meta-agrupamiento: 1) Amenazas al
estatus profesional; 2) Amenazas a la
reputación personal; 3) Aislamiento; 4)
Carga excesiva de trabajo y 5) Desesta-
bilización (tabla 1).

ESTUDIO COMPARADO
DE LA LEGISLACIÓN DEL MOBBING

EN LATINOAMÉRICA

Para realizar el estudio comparado de
la legislación del mobbing, se conside-
raron varios aspectos comunes como el
tipo de Ley que lo regula, el ámbito de
aplicación de la Ley (territorial y de re-
lación de trabajo), definición, tipo de
mobbing, conductas o acciones que lo
constituyen, conductas que no son

consideradas de acoso laboral, derechos
de las víctimas, deberes de los emplea-
dores o autoridades, sanciones y pro-
cedimientos.

Tipos de Ley que regulan el mobbing

a) De carácter general
En cuanto a las leyes que regulan el
mobbing, se puede decir que se encuen-
tran las de carácter general:
� Ley 7.232, Provincia de Tucuman,

Argentina (2002).
� Ley 5.349, Provincia de Jujuy, Ar-

gentina (2003).
� Ley 13.168 contra la violencia la-

boral de la Provincia de Buenos Ai-
res, Argentina (2004).

� Ley 1.225 contra la violencia labo-
ral de la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires, Argentina (2004).

� Ley 12.434. Ley de Violencia Labo-
ral, Argentina (2005).

� Ley, 9.671 de la Provincia Entre
Ríos, Argentina (2006).

� Ley Orgánica de Prevención, Con-
diciones y Medio Ambiente de Tra-
bajo (LOPCMAT), Venezuela (2005).

b) Leyes específicas que regulan el
mobbing:
� Ley núm. 2.120 sobre asedio moral

en la administración municipal de
Ubatuba S P, Brasil (2000/01).

� Ley complementaria No. 12.561 de
Río Grande de Sul, Brasil (2006).

� Ley 1010, Colombia (2006).
� Ley Contra el Asedio Moral del Es-

tado de Sao Paulo, Brasil (2007).

Cabe destacar que en México no
existen normas de carácter general o
específico sobre mobbing como en los
países latinoamericanos arriba señala-
dos. Sin embargo, es necesario pun-
tualizar que existe a nivel federal la
Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia, la cual
contempla como una de las modalida-
des a la violencia laboral y docente,
pero la misma no ha sido considerada
en este trabajo ya que tiene una pers-
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Definiciones

En cuanto al mobbing, en las leyes la-
tinoamericanas ha sido llamado de di-
ferentes formas: maltrato psíquico y
social, acoso laboral, acoso y asedio
moral. Cabe aclarar que en Argentina
las leyes regulan en forma genérica la
violencia laboral, es por ello que éstas
se han tomado en consideración por-
que su definición incluye al maltrato
psicológico y/o social como un medio
o una forma para ejercerla. Además, se
regulan las acciones que pueden confi-
gurar al maltrato psíquico y social, las
cuales se pueden encuadrar en los com-
portamientos hostiles que configuran el
mobbing descrito por diferentes autores.

Si bien, en la LOPCMAT de Venezuela
no se utiliza expresamente el término
mobbing, el artículo 56, punto 5, hace
referencia al mismo cuando señala
como deberes de los empleadores y las
empleadoras:

El abstenerse de realizar, por sí o por
sus representantes, toda conducta
ofensiva, maliciosa, intimidatoria y
de cualquier acto que perjudique psi-
cológica o moralmente a los trabaja-
dores y trabajadoras.

En Argentina, la Ley 13.168 y la
Ley 1.225 definen en los mismos tér-
minos al maltrato psicológico y social
contra el trabajador como: “la hostili-
dad continua y repetida en forma de
insulto, hostigamiento psicológico,
desprecio o crítica” (artículos 4, y 3,
inciso a, respectivamente). La Ley
5.349 define, en los mismos términos
que las Leyes 13.168 y 1.225, única-
mente el maltrato psicológico, sin agre-
gar el término social. La Ley núm.
7.232, la Ley 12.434 y la Ley 9.671, no
definen explícitamente lo que es mal-
trato psíquico y/o social; sin embar-
go, la primera, en su artículo 4 –cuando
define a la violencia laboral como abu-
so– lo señala como una forma; la se-
gunda, en su artículo 3, al definir la
violencia laboral, lo considera como

TABLA 1
LISTADO DE COMPORTAMIENTOS DE MOBBING

Agrupamiento Comportamientos

Amenazas al Asignar trabajos sin utilidad
estatus Asignar trabajos por debajo de su capacidad
profesional Desvalorizar sistemáticamente su esfuerzo o éxito profesional o

  atribuirlo a otros factores o a terceros
Evaluar su trabajo de forma inequitativa o sesgada
Realizar críticas y reproches por cualquier cosa que hace o decisión
  que toma
Controlar el trabajo de forma malintencionada para cazar a la persona
Amenazar con usar instrumentos disciplinarios

Amenazas a la Menospreciar personal o profesionalmente
reputación Intentar desmoralizar o desanimar
personal Humillar, despreciar en público

Chillar, gritar para intimidar
Forzarla a realizar trabajos contra su ética

Aislamiento Restringir las posibilidades de comunicarse con su superior
Ningunear, ignorar ,excluir o hacer el vacío, fingir no verle
Interrumpir continuadamente impidiendo expresarse y avasallando
Limitar malintencionadamente el acceso a cursos, promociones, etc.
Prohibir a otros trabajadores hablar con la persona
Privar de información imprescindible para realizar el trabajo

Carga excesiva Ejercer una presión indebida para realizar su trabajo
de trabajo Asignar plazos de ejecución o cargas de trabajo irracionales

Abrumar con una carga de trabajo insoportable

Desestabilización Amplificar y dramatizar de manera injustificada errores pequeños
Desestabilizar para “hacer explotar”
Acusar sin base por errores o fallos difusos
Modificar el trabajo a realizar o sus responsabilidades sin decir nada
Distorsionar malintencionadamente lo que dice o hace en el trabajo
Dejar a la persona sin ningún trabajo que hacer

Fuente: Informe Randstand, 2003.

pectiva de género y no es protectora
de todos los trabajadores, como lo son
el resto de las leyes analizadas.

Ámbito de aplicación de la Ley

En el ámbito de aplicación de la Ley,
se diferenció el territorial (país, pro-
vincia y/o municipio, ciudad) y el de
la relación de trabajo (pública o priva-
da). Con relación al primer punto, en
las leyes argentinas sobre violencia la-
boral encontramos que la Ley 5.349, la
Ley 7.232 y la Ley 12.434 rigen en el
Estado provincial y en el municipio (en
los tres poderes o en la administración
municipal); la Ley 13.168 y la Ley 9.671

únicamente en la Provincia y la Ley
1.225 en la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires. Por su parte, las leyes brasi-
leñas sobre asedio moral a nivel estatal
son la Ley Complementaria núm.
12.561 de Río Grande de Sul, y la Ley
Contra el Asedio Moral del Estado de
Sao Paulo, y a la fecha sólo cuenta con
una Ley municipal, que es la Ley núm.
2.120. Las leyes de carácter nacional
son la Ley 1010 de Colombia y la LOPCMAT

de Venezuela. En el segundo punto, la
mayoría de leyes revisadas regulan las
relaciones de trabajo en el ámbito públi-
co, con excepción de la Ley 1010 y la
Ley 9.671, que son mixtas; es decir, abar-
can tanto lo público como lo privado.
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una manifestación del abuso de poder;
y la tercera, en su artículo 2, segundo
párrafo, inciso 1, incluye las acciones
que lo pueden configurar.

La Ley 1010 define en su artículo 2
al acoso laboral como

Toda conducta persistente y demostra-
ble, ejercida sobre un empleado, traba-
jador (sic) por parte de un empleador,
un jefe o superior jerárquico inmedia-
to o mediato, un compañero de traba-
jo o un subalterno, encaminada a in-
fundir miedo, intimidación, terror y
angustia, a causar perjuicio laboral,
generar desmotivación en el trabajo,
o inducir la renuncia del mismo.

Esta Ley, a diferencia del resto de
ordenamientos jurídicos analizados,
no sólo define lo que es el acoso labo-
ral, sino que también establece en el
artículo 2, tercer párrafo, las modali-
dades en las que se puede dar: maltra-
to laboral, persecución laboral,
discriminación laboral, entorpecimien-
to laboral, inequidad laboral y despro-
tección laboral.

La Ley Complementaria núm.
12.561 de Río Grande de Sul define
en su artículo 2 como asedio moral:

todo acto, gesto o palabra, que prac-
ticados de forma repetitiva por ser-
vidor público, en ejercicio de sus fun-
ciones, pretenda atentar la autoesti-
ma y la integridad psicofísica de otro
servidor, con perjuicio de su compe-
tencia funcional.

La Ley contra el asedio moral del
Estado de Sao Paulo en su artículo 2
considera al asedio moral como

todo acto, gesto o palabra, que practi-
cados de forma repetitiva por agente,
servidor, empleado o cualquier per-
sona que abusando de autoridad que
le confiere sus funciones, tenga por
objetivo o efecto atentar contra la
autoestima y la autodeterminación
del servidor, con daños al ambiente

de trabajo, al servicio prestado al pú-
blico y al propio usuario, bien con la
evolución, la carrera y la estabilidad
funcional del servidor.

La Ley núm. 2.120 sobre asedio mo-
ral en la administración municipal de
Ubatuba, en el artículo 2 señala que
se considera asedio moral: “todo tipo
de actos, acoso, gesto o palabra ejerci-
da con abuso de poder jerárquico, que
atente la honra, autoestima y la segu-
ridad de un servidor público, forzán-
dolo a dudar de sí mismo o de su
competencia, implicando un daño al
ambiente de trabajo, a la evolución
profesional”.2

Cabe señalar que no hay uniformi-
dad en las definiciones sobre acoso, ya
que algunas leyes lo definen en forma
general como conducta (Ley 1010,
LOPCMAT), otras en forma más específi-
ca al utilizar términos como hostilidad
(leyes argentinas) o bien como actos,
gestos o palabras (leyes brasileñas). Es
importante destacar que conforme a las
normas revisadas, para configurarse
como acoso, la conducta, la hostilidad
o los actos, gestos, etcétera, deben ser
repetitivos, sin que se precise cuando
se considera repetitivo. El carácter de-
mostrable de la conducta y que la misma
esté encaminada a generar desmotiva-
ción o renuncia en el trabajo, que es-
tablece la Ley 1010 en su definición
de acoso laboral, son elementos que no
existen en ninguna otra ley de Latino-
américa. En relación con lo anterior,

la autoeliminación del trabajador
(abandono del trabajo) es el elemen-
to teleológico, que debe estar pre-
sente en toda definición de mobbing,
pues si algo caracteriza a éste es el
objetivo: que la persona se elimine
laboralmente, mediante su ataque
psicológico (Gimeno, op. cit.: 5).

De igual forma, es posible observar
que de estas definiciones se pueden

desprender los sujetos que pueden ejer-
cer el mobbing –sujetos activos– (em-
pleador, funcionario, jefe, superior,
subalterno, servidor en ejercicio de sus
funciones, compañero de trabajo, etcé-
tera), y los sujetos que lo sufren –su-
jetos pasivos o víctimas– (trabajador,
servidor, compañero de trabajo). Es
conveniente precisar que la Ley 1010
de Colombia es la única que especifica
en su artículo 6 los tipos de sujetos en
el acoso laboral como activos, pasivos
y los partícipes.

De acuerdo con los sujetos anterior-
mente señalados, el tipo de mobbing
que se puede configurar conforme a lo
regulado en todas las leyes revisadas,
es el vertical descendente (del supe-
rior al subordinado); sólo de la Ley
1010, se puede deducir el vertical as-
cendente (del subordinado al superior)
y el horizontal que es el que se da en-
tre compañeros (tabla 2).

Conductas o acciones
que configuran el mobbing

La Ley 13.168 contra la violencia labo-
ral de la Provincia de Buenos Aires y la
Ley 1.225, conforme a los artículos 3 y
5, respectivamente, considera como
acciones de maltrato psíquico y social,
las siguientes:
a)Obligar a ejecutar tareas denigran-

tes para la dignidad humana.
b)Asignar misiones innecesarias o sin

sentido con la intención de humi-
llar.

c)Juzgar de manera ofensiva su des-
empeño en la organización.

d)Cambiarlo de oficina, lugar habitual
de trabajo con ánimo de separarlo de
sus compañeros o colaboradores
más cercanos.

e)Bloquear constantemente sus ini-
ciativas de interacción generando
el aislamiento del mismo.

f)Prohibir a los empleados que ha-
blen con él o mantenerlos incomu-
nicados, aislados.

2Versión en español por los autores. J 
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g) Encargar trabajo imposible de rea-
lizar.

h) Obstaculizar y/o imposibilitar la
ejecución de una actividad, u ocul-
tar las herramientas necesarias para
realizar una tarea atinente a su
puesto.

i) Promover el hostigamiento psico-
lógico a manera de complot sobre
un subordinado.

j) Efectuar amenazas reiteradas de
despido infundado.

k) Privar al trabajador de información
útil para desempeñar su tarea y/o
ejercer sus derechos.

La Ley 9.671 incluye cuatro accio-
nes de maltrato psíquico y social en su
artículo 2, segundo párrafo, inciso 1
(también contempladas en la Ley
13.168 y la Ley 1.225):
a) El constante bloqueo de iniciativas.
b) Obligar a ejecutar tareas denigran-

tes para la dignidad humana.
c) Juzgar de manera ofensiva el des-

empeño.
d) Amenazar repetidamente con des-

pidos infundados.

La Ley 1010 de Colombia señala en
su artículo 7 que se presumirá que exis-
ten conductas de acoso laboral si se
acredita la ocurrencia repetida y pú-
blica de cualquiera de las que se
enlistan a continuación:

a) Los actos de agresión física, indepen-
dientemente de sus consecuencias.

b) Las expresiones injuriosas o ultra-
jantes sobre la persona, con utili-
zación de palabras soeces o con
alusión a la raza, el género, el ori-
gen familiar o nacional, la prefe-
rencia política o el estatus social.

c) Los comentarios hostiles y humi-
llantes de descalificación profesio-
nal expresados en presencia de los
compañeros de trabajo.

d) Las injustificadas amenazas de des-
pido expresadas en presencia de los
compañeros de trabajo.

e) Las múltiples denuncias disciplina-
rias de cualquiera de los sujetos acti-
vos del acoso, cuya temeridad quede
demostrada por el resultado de los
respectivos procesos disciplinarios.

f) La descalificación humillante y en
presencia de los compañeros de tra-
bajo de las propuestas u opiniones
de trabajo.

g) Las burlas sobre la apariencia físi-
ca o la forma de vestir, formuladas
en público.

h) La alusión pública a hechos perte-
necientes a la intimidad de la per-
sona

i) La imposición de deberes ostensible-
mente extraños a las obligaciones
laborales, las exigencias abierta-
mente desproporcionadas sobre el
cumplimiento de la labor encomen-

dada y el brusco cambio del lugar
de trabajo o de la labor contratada
sin ningún fundamento objetivo re-
ferente a la necesidad técnica de la
empresa.

j) La exigencia de laborar en horarios
excesivos respecto a la jornada la-
boral contratada o legalmente es-
tablecida, los cambios sorpresivos
del turno laboral y la exigencia per-
manente de laborar en domingo y
días festivos sin ningún fundamen-
to objetivo en las necesidades de la
empresa, o en forma discriminato-
ria respecto a los demás trabajado-
res o empleados.

k) El trato notoriamente discrimina-
torio respecto a los demás emplea-
dos en cuanto al otorgamiento de
derechos y prerrogativas laborales y
la imposición de deberes laborales.

l) La negativa a suministrar materia-
les e información absolutamente
indispensables para el cumplimien-
to de la labor.

m) La negativa claramente injustifica-
da a otorgar permisos, licencias por
enfermedad, licencias ordinarias y
vacaciones, cuando se dan las con-
diciones legales, reglamentarias o
convencionales para pedirlos.

n) El envío de anónimos, llamadas te-
lefónicas y mensajes virtuales con
contenido injurioso, ofensivo o
intimidatorio o el sometimiento a
una situación de aislamiento social.

Es importante mencionar que la Ley
1010, cuando señala las conductas de
acoso laboral, introduce el elemento
de presunción para su existencia, para
lo cual se tiene que acreditar el carác-
ter repetitivo y público de las mismas.
La Ley 1010, en relación con las otras
leyes revisadas es la única que esta-
blece como requisito que el acoso la-
boral sea público, aunque establece como
excepción que: “Cuando las conductas
tengan ocurrencias en privado, debe-
rán ser demostradas por los medios de
prueba reconocidos en la ley procesal
civil” (artículo 7 párrafo 4to.). Sin

TABLA 2
TIPOS DE MOBBING SEGÚN LAS DEFINICIONES DE LAS LEYES APLICABLES

País Ley Tipos de Mobbing
Vertical Vertical Horizontal

descendente ascendente

Venezuela LOPCMAT X
Argentina Ley 5.349 X
Argentina Ley 9.671 X
Argentina Ley 12.434 X
Argentina Ley 13.168 X
Argentina Ley 1.225 X
Brasil Ley Complementaria núm. 12.561 X
Brasil Ley núm. 2.120 sobre asedio moral X
Brasil Ley contra el asedio moral

del Estado de Sao Paulo X
Colombia Ley 1010 X X X

Fuente: Elaboración propia
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embargo, al ser la regla general, el as-
pecto público del acoso laboral, esto
puede constituir un obstáculo para la
víctima, pues en este caso se requiere
la colaboración de testigos y pudiera
ser que muchos de ellos se nieguen a
rendir su testimonio por temor a re-
presalias.

La Ley Complementaria núm.
12.561 de Río Grande de Sul, en su ar-
tículo 2, parágrafo único, señala que
se evidencia el acoso moral al servidor
público cuando:
a) Le fueran impuestas atribuciones y

actividades incompatibles con el
cargo que ocupa o en condiciones
y plazos inexigibles.

b) Fuera designado para ejercer fun-
ciones triviales, en detrimento de
su formación técnica.

c) Le fueran tomadas por otro, pro-
puestas o proyectos de su autoría.

d) Le fueran negadas informaciones
que sean necesarias para el desem-
peño de sus funciones.

e) Fueran practicados contra él actos,
gestos o palabras que demuestren
desprecio, humillación, aislándolo
de contactos con sus superiores je-
rárquicos o con otros servidores; le
fueran dirigidos comentarios ma-
liciosos, críticas reiteradas sin funda-
mento, o desestimación de esfuerzos
que atenten a su dignidad.

La Ley contra el asedio moral del
Estado de Sao Paulo, en el artículo 2,
en esencia, regula las mismas conduc-
tas de asedio moral que La Ley Com-
plementaria núm. 12.561 de Río Grande
de Sul, sólo agrega: “la de los actos,
gestos o palabras que expongan al servi-
dor a efectos físicos o mentales adver-
sos en perjuicio de su desenvolvimiento
personal y profesional”.

La Ley núm. 2.120 sobre asedio mo-
ral en la administración municipal de
Ubatuba regula actitudes de asedio
moral muy similares a las que contem-
plan la Ley Complementaria núm.
12.561 de Río Grande de Sul y la Ley
contra el asedio moral del Estado de

Sao Paulo, sólo que aquí se agregan:
“las de transferir a un área de mayor
responsabilidad para funciones trivia-
les e intentar excluirlo del sistema
funcional y social”.

En general, si se toma en cuenta la
clasificación realizada por el citado
Informe Randstand, se puede decir que
las acciones que constituyen el acoso la-
boral reguladas por las leyes latinoameri-
canas se pueden en mayor o menor
número encuadrar en mayor en amena-
zas al estatus profesional, en amenazas
a la reputación personal, aislamiento
y cargas de trabajo.

Es necesario destacar que la Ley
1010, a diferencia del resto de normas
revisadas, preceptúa una amplia gama
de conductas que pueden constituir el
acoso laboral. Es la única que contem-
pla en forma específica varias accio-
nes que afectan las condiciones de
trabajo (lugar, horarios, labor desem-
peñada, vacaciones), así como derechos
del trabajador (licencias, permisos),
actos de agresión física, denuncias dis-
ciplinarias y la comunicación verbal o
escrita con contenido lujurioso (anó-
nimos, llamadas telefónicas y mensa-
jes virtuales).

En las leyes argentinas y en la co-
lombiana es posible identificar como
una acción común la de amenazas in-
justificadas de despido. En todas las
leyes analizadas se regulan acciones
que pueden configurar el aislamiento
del trabajador. En la mayoría de las leyes,
con excepción de la 9.671 y la LOPCMAT,
se incluye el privar al trabajador o ser-
vidor de información útil para desem-
peñar su labor. Las leyes brasileñas, a
diferencia de la venezolana, la colom-
biana y las argentinas incluyen, como
acción de asedio moral, el que al servi-
dor le fueran tomadas por otro, pro-
puestas o proyectos de su autoría.

Conductas que no constituyen
acoso laboral

La Ley 1010, a diferencia del resto de
las normas legales revisadas, es la úni-

ca que enuncia en su artículo 8 un
amplio listado de conductas que no
constituyen acoso laboral, relaciona-
das con cuestiones de orden, discipli-
na, exigencias de fidelidad o lealtad a
la empresa, exigencias técnicas o me-
jorar la eficiencia laboral y la evalua-
ción de subalternos, cumplir deberes
extras, etcétera.

Derechos y garantías de los trabajado-
res víctimas de mobbing

Cabe señalar que la mayoría de las le-
yes revisadas no comprenden algún
apartado que establezca los derechos
de las víctimas, sino que los mismos se
encuentran dispersos y algunos de
ellos se desprenden de las obligacio-
nes que se le imponen a la autoridad
o al empleador.

Entre estos derechos y garantías se
encuentran:
a) No sufrir perjuicio personal en su

empleo por ser víctima o testigo:
Ley 7.232 (art. 6), Ley 5.349 (art.
13), Ley 9.671 (art. 6) y Ley 12.434
(art. 5).

b) Protección contra sanciones, despi-
do, perjuicio personal por denunciar
o ser testigo: Ley 13.168 (art. 8).

c) En la denuncia solicitar el traslado a
otra dependencia de la misma em-
presa: Ley 1010 (art. 9, parágrafo 3).

d) Cese de la conducta violenta: Ley
7.232 (art. 10) y Ley 5.349 (art. 11).

e) Garantías en el procedimiento (con-
fidencialidad, discrecionalidad y
resguardo absoluto de la identidad):
Ley 1.225 (art. 11).

f) Garantía de confidencialidad y dis-
crecionalidad en el procedimiento
sancionatorio: Ley 7.232 (art. 7) y
Ley 5.349 (art. 9).

g) Garantía de confidencialidad de la
denuncia en la instrucción del su-
mario: Ley 13.168 (art.10, segun-
do párrafo).

h) Garantías para evitar actos de re-
presalia por peticiones, quejas, de-
nuncias o testimonio: Ley 1010 de
Colombia (art. 11).
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i) Reparación del daño laboral, mate-
rial y moral: Ley 7.232 (art. 8).

j) No ser sujeto a sanción o despido
por sufrir o negarse a sufrir acoso:
Ley 7.232 (art. 9).

k) No sufrir cualquier especie de ver-
güenza o ser sancionado por testi-
ficar actitudes de acoso moral o por
haberlas relatado: Ley Contra el
Asedio Moral del Estado de San
Paulo (art.5, parágrafo único).

l) Solicitar audiencia a la autoridad y
asistir con representante gremial o
letrado patrocinante: Ley 9.671
(art. 4).

m) Servicios de orientación para la víc-
tima: Ley 1.225 (art.10).

n) Conocer el procedimiento sanciona-
torio: Ley 1.225 (art.10).

o) Formular denuncia (autoridades,
superiores jerárquicos, empleador):
Ley 13.168 (art. 10), Ley 1010 (art.
9, punto 2) y Ley 12.434 (art. 7).

p) Conciliación o mediación: Ley
10103  (art. 9, punto 3).

q) Conservar y recuperar el empleo:
Ley 7.232 (art. 5)

r) Formación en la ejecución de las
funciones y en la prevención de ac-
cidentes de trabajo y enfermedades
ocupacionales; participar en la vigi-
lancia, mejoramiento y control de las
condiciones y ambiente de trabajo,
en la prevención de los accidentes y
enfermedades ocupacionales; no ser
sometido a condiciones de trabajo
peligrosas o insalubres; protección
contra despido o cualquier otra san-
ción por hacer uso de derechos y
defensa en caso de imputaciones o
denuncias: LOPCMAT (art. 53).

s) Remoción temporal por el tiempo de
duración del procedimiento adminis-
trativo disciplinar y remoción defi-
nitiva después del procedimiento: Ley
Complementaria núm. 12.561 (art. 9).

Obligaciones del empleador
y/o autoridad

En cuanto a las obligaciones del em-
pleador o autoridad, de acuerdo con las

TABLA 3
DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS DE MOBBING SEGÚN LA LEY APLICABLE

Derechos Ley País

Conciliación Ley 1010 Colombia
Garantías en el procedimiento Ley 1.225 Argentina

Ley 7.232 Argentina
Ley 5.349 Argentina

Garantías para evitar actos de represalia por peticiones,
  quejas, denuncias o testimonios Ley 1010 Colombia
Denuncia Ley 13.168 Argentina

Ley 12.434 Argentina
Ley 1010 Colombia

No sufrir perjuicio personal en el empleo en caso de
  denunciar o ser testigo Ley 7.232 Argentina

Ley 9.671 Argentina
Ley 12.434 Argentina
Ley 5.349 Argentina

Fin a la acción violenta Ley 7.232 Argentina
Ley 5.349 Argentina

Reparación del daño laboral, material y moral Ley 7.232 Argentina
Conocer el procedimiento sancionatorio Ley 1.225 Argentina
No sanción ni despido por sufrir o negarse a sufrir actos
  de violencia Ley 7.232 Argentina
Servicios de orientación Ley 1.225 Argentina
Protección contra sanciones, despido, perjuicio personal
  por denunciar o ser testigo Ley 13.168 Argentina
Recuperar el empleo Ley 7.232 Argentina
Solicitar audiencia Ley 9.671 Argentina
En la denuncia solicitar el traslado a otra dependencia
  de la misma empresa (medida correctiva) Ley 1010 Colombia
Formación, participación, protección contra condiciones
peligrosas e insalubres, contra despido u otra sanción
 por usar sus derechos y defensa LOPCMAT Venezuela
Solicitar remoción temporal y remoción definitiva Ley Comple-

  mentaria
Núm. 12.561 Brasil

No regulados Ley Núm. 2.120 Brasil
No regulados Ley contra

  el asedio moral
  del Estado de
  Sao Paulo Brasil

Fuente: Elaboración propia

leyes analizadas se pueden distinguir
las siguientes:
a) Establecer un procedimiento inter-

no: Ley 7.232 (art. 7), Ley 1.225
(art. 10), Ley 1010 (art. 9. Punto
1) y la Ley 5.349 (art. 9).

b) Difundir el procedimiento interno:
Ley 1.225 (art.10).

c) Poner fin a la acción violenta: Ley
7.232 (art. 8) y Ley 5.349 (art. 11).

d) Reparar el daño laboral, material y
moral: Ley 7.232 (art. 8).

e) Responsabilidad solidaria en el pago
de multas por no tomar medidas
para hacer cesar la violencia, cuan-
do tenga conocimiento de la mis-
ma: Ley 5.349 (art. 11).

3 En Colombia, la víctima de acoso laboral podrá solicitar la intervención de una
institución de conciliación autorizada legalmente.r 
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f) Garantizar la confidencialidad y
discrecionalidad del procedimiento:
Ley 7.232 (art. 7).

g) Garantizar la confidencialidad de la
denuncia en la instrucción del su-
mario: Ley 13.168 (art. 10, párrafo
segundo).

h) Garantizar la confidencialidad, dis-
crecionalidad y resguardo de la
identidad durante el procedimien-
to: Ley 1.225 (art. 11).

i) Garantizar la expeditividad, la con-
fidencialidad y discrecionalidad del
procedimiento: Ley 5.349 (art. 9).

j) Que la víctima conserve o recupere
su empleo: Ley 7.232 (art. 5).

k) Establecer mecanismos internos de
prevención o medidas preventivas:
Ley 9.671 (art. 3). No específica las
medidas; Ley contra el asedio mo-
ral del Estado de Sao Paulo (art. 7).
Medidas necesarias para prevenir el
acoso moral (planeación y organi-
zación del trabajo; evitar trabajo
poco diversificado y repetitivo, pro-
tegiendo al servidor en caso de va-
riación del ritmo del trabajo; las
condiciones de trabajo garantizarán
al servidor oportunidades de des-
envolvimiento funcional y profesio-
nal en servicio); Ley 1010 de
Colombia (art. 9, punto 1). No es-
pecífica medidas, sólo preceptúa
que se establecerán en los regla-
mentos de trabajo de las empresas.

l) Adoptar las medidas necesarias para
garantizar a los trabajadores (as)
condiciones de salud, higiene, se-
guridad y bienestar en el trabajo:
LOPCMAT, art. 56 (Organizar el tra-
bajo conforme a los avances tecno-
lógicos; consultar e informar a los
trabajadores de los principios de
prevención; abstenerse de realizar,
por sí o por sus representantes, toda
conducta ofensiva, maliciosa, inti-
midatoria; prevenir toda situación
de acoso; prevenir y erradicar el
acoso sexual; abstenerse de toda
discriminación; evitar la aplicación
de sanciones no claramente justifi-
cadas o desproporcionadas y una

sistemática e injustificada critica
contra el trabajador (a).

m) Conductas ejercidas por el personal
a su cargo si a pesar de conocerlas
no tomó las medidas necesarias para
impedirlas: Ley 1. 225 (art. 9).

n) Medidas para preservar la integri-
dad psicofísica de los empleados en
caso de que un particular cometa
acciones de violencia laboral en con-
tra del personal: Ley 13.168 (art. 11)

o) Programas de prevención, campa-
ñas de difusión y capacitación, for-
mas de resolver los conflictos,
modos de relacionarse con los com-
pañeros, superiores y subalternos,
maneras de mejorar sus conductas
sociales y todo otro proceso de for-
mación o terapéutico que los lleve
a una mejor relación dentro de su
ámbito laboral y toda otra forma
que considere oportuna para esta-

TABLA 4
RESPONSABILIDAD DEL EMPLEADOR

Y/O AUTORIDAD SEGÚN LA LEY APLICABLE

Responsabilidad Ley País

Establecer mecanismos internos de prevención
  o medidas preventivas Ley 9.671 Argentina

Ley contra el
Asedio Moral
 de Sao Paulo Brasil
Ley 1010 Colombia

Establecer procedimiento interno Ley 1.225 Argentina
Ley 7.232 Argentina
Ley 5.349 Argentina
Ley 1010 Colombia

Difundir el procedimiento interno Ley 1.225 Argentina
Garantizar el procedimiento interno Ley 1.225 Argentina

Ley 7.232 Argentina
Ley 5.349 Argentina

Garantizar la confidencialidad de la denuncia en la
  instrucción del sumario Ley 13.168 Argentina
Reponer a la víctima en su empleo Ley 7.232 Argentina
Programar actividades pedagógicas o grupales Ley 1010 Colombia
Medidas para garantizar condiciones de salud, higiene,
  seguridad y bienestar en el trabajo LOPCMAT Venezuela
Programa de prevención, campañas de difusión
  y capacitación… Ley 12.434 Argentina
Medidas para preservar la integridad psicofísica
  de los empleados en caso de que un particular
  cometa actos de violencia Ley 13.168 Argentina
Reparar el daño laboral, material y moral Ley 7.232 Argentina
Hacer cesar la conducta violenta Ley 7.232 Argentina

Ley 5.349 Argentina
Conductas ejercidas por el personal a su cargo si a pesar
  de conocerlas no las impidió Ley 1.225 Argentina
Responsabilidad solidaria en el pago de multas
  por no tomar medidas para cesar la violencia
Programar actividades pedagógicas o terapias grupales Ley 1010 Colombia
No regulados Ley Núm. 2.120 Brasil
No regulados Ley Comple-

  mentaria
  Núm. 12.561 Brasil

Fuente: Elaboración propia.
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blecer un clima de trabajo adecua-
do: Ley 12.434 (art. 4).

p) Programar actividades pedagógicas
o terapias grupales. Ley 1010 (art.
9, punto 2) (tabla 4).

PROCEDIMIENTO

En cuanto al procedimiento, la mayo-
ría de las leyes no son explícitas, pero
es posible identificar que se señala el
tipo de procedimiento, quién debe im-
ponerlo, y sólo algunas contemplan las
acciones a seguir por parte de la vícti-
ma (Tabla 5).

Sanciones

Las sanciones que se encuentran es-
tipuladas en los ordenamientos jurídicos
revisados en su mayoría son de carác-
ter administrativo (suspensión, cesan-
tía, multas, reprensión, advertencia,
cursos de perfeccionamiento profesio-
nal, disciplinarias) e imponen más de
una sanción. De igual forma, algunas
leyes estipulan además que las sancio-
nes serán de carácter civil, adminis-
trativo o penal que determinen las
leyes aplicables.

De los ordenamientos jurídicos re-
visados, el de Colombia es el que im-
pone el mayor número de sanciones

para quienes incurran en conductas de
acoso laboral y llama la atención que
la mayoría sean aplicadas para los em-
pleadores, pues expresamente sólo se
sanciona al servidor público con falta
disciplinaria gravísima. Así mismo, en
cuanto a los sujetos sancionados, dife-
rencia a los servidores públicos, al
empleador que haya ocasionado o to-
lerado el acoso laboral, y a los compa-
ñeros o subalternos. Por otra parte, es
la única que obliga al empleador al pago
del 50% del costo del tratamiento de
enfermedades profesionales e incluye
sanciones en función del contrato de
trabajo (terminación del contrato de tra-
bajo sin justa causa, cuando haya dado
lugar a la renuncia o el abandono del
trabajo; presunción de justa causa de
terminación del contrato por parte del
trabajador; justa causa de terminación
o no renovación del contrato de traba-
jo según la gravedad de los hechos,
cuando el acoso laboral sea ejercido por
un compañero de trabajo o subalter-
no). Las leyes de Brasil sobre asedio
moral son las únicas que contemplan
como sanción para el acosador un cur-
so de perfeccionamiento profesional.

REFLEXIONES FINALES

En Latinoamérica, las leyes que regu-
lan el mobbing –ya sea en forma espe-
cífica o general– en su mayoría lo hacen
en el ámbito de la función pública, lo
que puede constituir un trato discri-
minatorio e inequitativo y convertirse
en una situación de indefensión para
los trabajadores de empresas privadas,
por lo que sería importante que tam-
bién se legislará en éste tipo de rela-
ciones de trabajo.

La mayoría de las leyes muestran
un contenido reducido en cuanto a la
regulación del mobbing, lo que deja
fuera aspectos importantes que inci-
den en el abordaje jurídico más inte-
gral de este riesgo psicosocial presente
en la realidad laboral actual. Además,
estos ordenamientos jurídicos no pre-
sentan una estructura clara que per-

TABLA 5
PROCEDIMIENTO SEGÚN LA LEY APLICABLE

Ley País Procedimiento

Tipo A petición de Acciones de la
Sumario Admvo. Interno Parte De   víctima

oficio

Ley 12.434 Argentina X X Opción de denunciar ante la
Defensoría del pueblo o el
empleador (denuncia ante el
superior inmediato o la vía
jerárquica del superior
inmediato)

Ley 5.349 Argentina X X X No reguladas
Ley 13.168 Argentina X X No reguladas
Ley 1.225 Argentina X X Comunicar al superior

jerárquico o funcionario
superior del superior
jerárquico

Ley 9.671 Argentina X Solicitar audiencia a la
autoridad de aplicación
y resolución en 48 horas
de la denuncia

Ley 7.232 Argentina X X Denunciar el hecho ante
funcionario competente

Ley 1010 Colombia X Poner en conocimiento de la
autoridad a prevención, la
situación continuada y
ostensible de acoso

Ley Comple-
  mentaria
  Núm. 12.561 Brasil X X X No reguladas
Ley contra el
  asedio moral
  del Estado
  de Sao Paulo Brasil X X X No reguladas
Ley 2.120 Brasil X X X No reguladas

Fuente: Elaboración propia.
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mita identificar fácilmente los rubros
a normar.

No existe uniformidad en los aspec-
tos legales regulados en las leyes anali-
zadas; sin embargo, podemos encontrar
algunos elementos que son comunes en
todas, como son las definiciones de
mobbing, procedimiento y sanciones.
Los rubros que están en la mayoría de
los ordenamientos jurídicos son los
derechos de las víctimas (con excep-
ción de la Ley No. 2.120 sobre asedio
moral en la administración municipal
de Ubatuba y la Ley contra el asedio
moral del Estado de Sao Paulo), las obli-
gaciones de los empleadores y/o autori-
dad (excluyendo la Ley contra el asedio
moral del Estado de Sao Paulo y la Ley
Complementaria No. 12.561 de Río Gran-
de de Sul) y las conductas o acciones
que constituyen el mobbing (con excep-
ción de la Ley 12.434, la Ley 7.232 y la

Ley 5.439). Los rubros que sólo están
presentes en una sola ley (Ley 1010) son
los bienes jurídicos protegidos por la ley,
las conductas que no constituyen aco-
so, los sujetos del acoso laboral, las mo-
dalidades del acoso laboral y medidas
correctivas que deberá aplicar el emplea-
dor.

La Ley 1010 de Colombia es la que
establece mayores disposiciones nor-
mativas para regular el acoso laboral,
lo que pudiera favorecer un tratamiento
jurídico más integral para prevenir,
erradicar y sancionar estas prácticas
laborales nocivas, considerando también
las posibles modificaciones que tendrían
que hacerse en un futuro, ya que todo
ordenamiento jurídico es perfectible.

Del análisis de las leyes realizado
se puede observar que existe una falta
de protección integral a la víctima,
pues en algunos casos sus derechos no

se regulan o los mismos son muy limi-
tados, así como también algunos no se
encuentran expresamente normados, lo
que afecta su seguridad jurídica y difi-
culta su acceso a la justicia. De igual
forma, en contraprestación a los dere-
chos, deberían normarse las obligacio-
nes del trabajador en esta materia.

En nuestra región deberían
instrumentarse estrategias de diálogo
que permitan lograr consensos acerca
del reconocimiento de la problemática
del mobbing y de la necesidad de re-
gularlo ya que esto coadyuvaría en la
creación de ambientes de trabajo más
sanos y seguros. Esto es posible, si to-
mamos en cuenta la experiencia de la
Unión Europea que a través del encuen-
tro de los países miembros ha genera-
do acuerdos sobre la importancia que
este tema debe tener y el de contar
con una legislación marco.
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